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OBJETIVO GENERAL:  
• Analizar la efectividad del Recurso de Exhibición Personal o Hábeas 
Corpus en Nicaragua, interpuesto en contra de cualquier funcionario o 
autoridad responsable, representante o funcionario de la entidad o 
institución que amenace, ordene y mantenga la detención ilegal de 
cualquier ciudadano. 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
• Estudiar la evolución histórica y el fundamento doctrinario o teórico del 
Recurso de Exhibición Personal o Hábeas Corpus. 
 
• Investigar la normativa vigente que regula el Recurso de Exhibición 
Personal. 
 
• Valorar la efectividad del Recurso de Hábeas Corpus por Detención 
Ilegal y Amenazas de Detención Ilegal, interpuesto en contra de 
cualquier autoridad o funcionario público, partiendo del análisis de 
Recursos de Exhibición Personal resueltos por la Sala de lo Penal 
Número Uno del Tribunal de Apelación de Managua durante el primer 
trimestre del año dos mil diez. 
 
• Realizar un estudio comparativo de la normativa jurídica del Recurso de 
Exhibición Personal o Hábeas Corpus de Nicaragua con las 








La organización democrática de todo Estado Social de Derecho descansa 
sobre un sistema de instrumentos jurídicos que garanticen indubitablemente y 
de manera infranqueable el respeto a los derechos inherentes al ser humano y 
a las normas incólumes que rigen la vida de todos los ciudadanos 
nicaragüenses. 
Tales instrumentos tienen como fin asegurar un régimen de derecho 
transparente, apartado de cualquier atisbo de ilegalidad y trasgresión en contra 
de sus principios fundamentales. 
A tal efecto nuestros legisladores han emitido una serie de cuerpos normativos 
que buscan propiciar la protección de los derechos esenciales de la naturaleza 
humana. Es en este sentido, que surge la figura jurídica del Amparo como un 
instrumento garantista contra la arbitrariedad y a favor de la libertad individual. 
El recurso de Amparo es reconocido por antonomasia como el mecanismo 
fiscalizador de la Supremacía Constitucional. 
La normativa del Amparo según nuestro ordenamiento jurídico se puede 
estudiar mediante tres vertiente: el Recurso por Inconstitucionalidad, el 
Recurso de Amparo y el Recurso de Exhibición Personal. Dada la importancia 
de este mecanismo, decidimos realizar como culminación de estudios de 
pregrado un estudio monográfico sobre el Recurso de Exhibición Personal o 
Hábeas Corpus regulado por la Ley de Amparo,  Ley No. 49 aprobada el 16 de 
noviembre de 1988, y su efectividad tuitiva en nuestra realidad. Disertamos en 
la escogencia de este tema monográfico por la amplia importancia que tiene 
para el Régimen Jurídico y el Control Constitucional de Nicaragua.  
La Constitución Nicaragüense define al Hábeas Corpus como un recurso 
configurado para la protección  y el control de los comportamientos violatorias o 
que puedan ser violatorios hacia el derecho de libertad, integridad física y 
seguridad que pueden cometer autoridades públicas o particulares. García 
(2010) nos ofrece un concepto íntegro del Recurso de Exhibición Personal o 
Habeas Corpus: 
  
“El Recurso de Exhibición Personal o Habeas Corpus   es un mecanismo 
jurídico que el ordenamiento nicaragüense establece para proteger 
derechos fundamentales durante todo el proceso de justicia penal o que 
el mismo no exista (el proceso penal). Este recurso aparece establecido 
en dos instrumentos jurídicos, la Constitución y la Ley de Amparo. En tal 
sentido se pueden ver los artos. 45 y 189, 190 y artos. 4, 52-77 Ley de 
Amparo”. 
El Recurso de Hábeas Corpus está dirigido hacia la tutela de dos situaciones: 
la primera es proteger al ciudadano antes que se cometa la violación a su 
derecho, y en segundo lugar proteger al ciudadano una vez violentado su 
derecho. Asimismo, este recurso se puede interponer contra autoridades 
públicas y contra particulares. Dada la amplitud de temáticas abarcadas por 
este mecanismo, hemos delimitado realizar nuestro trabajo basado en el 
Recurso de Exhibición Personal en contra de los funcionarios públicos.  
De acuerdo a nuestra percepción de los foros jurídicos nacionales como son 
los Complejos Judiciales y los Tribunales de Apelación, así como algunas 
instituciones estatales como la Policía Nacional, el Sistema Penitenciario 
Nacional y la Dirección General de Migración y Extranjería, se puede denotar el 
descontento de la ciudadanía quejándose de los abusos y las arbitrariedades 
que se cometen en contra del derecho a la libertad, la seguridad y la integridad 
física por parte de estos funcionarios públicos. 
Queremos dar una imagen del problema que surge en relación a la efectividad 
del Recurso de Exhibición Personal, y proponer ideas de cómo mejorar el 
cumplimiento esencial de éste instrumento de protección jurídica. Para realizar 
estos objetivos el cuerpo de este trabajo se divide en cuatro capítulos. Con el 
primero esbozaremos los lineamientos históricos del Hábeas Corpus y su 
naturaleza jurídica, desde el punto de vista de las leyes y la doctrina. Se 
abordará su filosofía de ser, de dónde surge y cómo llega a nuestro territorio. El 
segundo capítulo se dedica a explicar las normativas foráneas en donde se 
desarrolla este mecanismo constitucional, y cómo se puede hacer valer. El 
tercer capítulo, uno de los más importantes del presente análisis sin desmeritar 
los demás, se centra en la observación del cumplimiento de este Recurso por 
los Tribunales de Justicia, el respeto dado a éste por las autoridades 
recurridas, y si verdaderamente se cumple la parte sustantiva y la parte adjetiva 
  
señalada en la Ley de Amparo. Para desarrollar dicho acápite se tomó una 
muestra de Recursos resueltos en el primer trimestre del año dos mil diez por 
la Sala de lo Penal Número Uno del Tribunal de Apelaciones de Managua. En 
el último capítulo se realiza un trabajo comparativo de las disposiciones legales 
del Hábeas Corpus en Nicaragua con las legislaciones de España y Costa 
Rica, con la finalidad de conocer las diferencias y similitudes existentes y a 
partir de los cuales se podrá criticar los aspectos fuertes y débiles de la Ley de 




















1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS Y NATURALEZA JURÍDICA DEL 
RECURSO DE EXHIBICIÓN PERSONAL O HÁBEAS CORPUS 
 
 
1.1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL HÁBEAS CORPUS 
 
Fernando M. Machado Pelloni (1998) establece que el Hábeas Corpus ha 
surgido históricamente como una barrera contra el abuso del poder de la 
Autoridad Pública. La historia nos permite observar como la sociedad ha tenido 
problemas con el poder del Estado y con su ejercicio, y producto de esta 
situación surgió el Derecho Constitucional estableciendo principios y reglas que 
tutelan derechos de los ciudadanos frente a la autoridad, influyendo también en 
su actuación política. 
 
Nogueira (1998) encontró lo siguiente: 
 
Sus primeros antecedentes en Roma a través del Interdicto de “Homine 
libero exhibiendo”, siendo este el acto más antiguo y precedentes de tal 
manifestación consagrado en el título XXIX, libro XLIII del Digesto, el 
cual concedía a todo hombre libre, púber o impúber, varón o hembra, 
estuviera o no sujeto a potestad ajena, recurrir al Pretor, el cual resolvía 
por edicto ordenar a quien tuviere ilegalmente a otra persona exhibirla 
ante él al hombre libre que retienes con dolo (p. 193).  
 
Luego el Hábeas Corpus fue reconocido, por primera vez, en la Carta Magna 
inglesa de 1215 como una garantía contra la prisión indebida o arbitraria, pero 
luego de esto se fueron desarrollando o dando diferentes situaciones las cuales 
ayudaron a que el nacimiento del Hábeas Corpus se fuera perfilando hasta 
lograr tener un perfeccionamiento como un medio de protección de derechos 
fundamentales. 
 
Es así que en el Derecho Romano es donde podemos observar más clara la 
evolución del Habeas Corpus, por medio de los interdictos que en esa época 
eran los medios o instrumentos mediante los cuales se llevaba a cabo la 
defensa de determinados derechos. Estos interdictos a los que hacemos 
referencias son aquellos que el pretor emitía a petición de parte, para proteger 
situaciones que necesitaban ser amparadas, como la exhibición de personas 
  
detenidas arbitrariamente y la devolución de ciertas cosas sustraídas de los 
mismos.  
Pero es de importancia hacer mención que el primer registro del uso de este 
Recurso contra una autoridad data de 1305 durante el reinado de Eduardo I de 
Inglaterra, cuando se exigió al rey que rindiera cuentas de la razón por la cual 
la libertad de un sujeto era restringida. 
Al respecto Nogueira (1998) refiere: 
Hay antecedentes también en el siglo XIII en Inglaterra, tales raíces se 
encuentran en la Magna Chana Libertatum obtenida bajo la presión de 
los barones ingleses respecto de la Corona. El artículo 39 de dicha Carta 
Magna establecía: “Ningún hombre será arrestado, o detenido en prisión, 
o desposeído de sus bienes, proscrito o desterrado, o molestado de 
alguna manera; y no dispondremos sobre él, ni lo pondremos en prisión, 
sino por el juicio legal de sus pares o por la ley del país” (p.194). 
  
Tanto así que en Inglaterra se reconoció el derecho a la libertad personal con 
dos variables: de un lado, que nadie puede ser arrestado sin específicos 
fundamentos; del otro, que alguien detenido cuenta con la garantía de pedir por 
su derecho si aquellos son infundados. 
  
Claro está entonces que el Habeas Corpus surgió en Inglaterra durante la Edad 
Media, aunque no se puede determinar el momento preciso ni sus 
características en aquel entonces, por eso se dice que tuvo un origen 
consuetudinario, aunque más precisamente se debe decir jurisprudencial dadas 
las peculiares fuentes del derecho inglés. 
 
El primer gran documento legislativo que vino a regular la vida de ésta 
institución inglesa fue el Habeas Corpus Act de 1640, perfeccionándose y 
consolidándose en otra ley de 1679, complementándose con el Bill of Rights de 
1689. 
 
Este Recurso se ha planteado como un instrumento protector de la libertad 
personal, independientemente de los países de tradición jurídica anglosajona. 
Ha sido adoptado por algunas naciones europeas e iberoamericanas como 
  
Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua, Panamá, Perú, Puerto Rico, República Dominicana, Uruguay y 
Venezuela. 
De acuerdo a Nogueira Alcalá (1998) en el Derecho Español el Recurso de 
Hábeas Corpus tuvo su origen en el Derecho Aragonés medieval ante el 
órgano denominado la Justicia Mayor y en el juicio de manifestación de 1287, 
el cual fue derogado en 1835; asimismo con un carácter menos expreso 
aparece en el Fuero de Vizcaya de 1527 y algunos datos señalan que tales 
instituciones hacen su ingreso en América a través de la Corte de Cádiz. 
La instauración del Hábeas Corpus estaba pensada como una forma de 
impedir agravios e iniquidades cometidas por los señores feudales contra 
súbditos o personas de clase inferior pues estos eran los que estaban más 
propensos a ser detenidos ilegalmente y sin una razón justa que estableciera el 
porqué de la detención. 
 
“El Hábeas Corpus en España era uno de los recursos de los atropellos de los 
poderes públicos” (Soriano, 1986). Por tanto esta garantía considerada 
procesal en ese tiempo, poseía la función de ser una medida cautelar como 
forma de asegurar la vida de la persona que ha sido detenida y que además 
era maltratada por las autoridades. 
  
1.1.1. Hábeas Corpus en Latinoamérica 
 
Como se expuso anteriormente acerca de los antecedentes del Hábeas Corpus 
referentes a su surgimiento, dedicaremos esta parte de cómo el Recurso se 
expande, su trascendencia y su desarrollo en Latinoamérica. 
De acuerdo a García (2001): 
Inicia en Estados Unidos de América, que lo adopta a nivel local y luego 
a nivel federal cuando se consuma la independencia, y en donde 
también tiene un desarrollo peculiar hasta nuestros días. El paso de esta 
institución a los nuevos países latinoamericanos se dio en el siglo XIX, y 
era quizá inevitable, y en tal sentido fue importante la influencia inglesa, 
primero, y la estadounidense después. Pero lo cierto es que la 
  
incorporación del Habeas Corpus a la legislación de las jóvenes 
naciones latinoamericanas no fue mecánica ni tampoco constituyó una 
copia servil, sino que por el contrario, la adoptaron y la refundieron con 
su problemática y la hicieron encajar dentro de sus instituciones que 
estaban basadas en esquemas de inspiración romanista (P, 88). 
García (2001) define que de Inglaterra, el Hábeas Corpus pasó a Estados 
Unidos de América manteniéndose en sus diversas modalidades, pero en la 
actualidad lo que más se emplea (en ambos países) es el técnicamente 
llamado Habeas Corpus ad subjudiciendum (p,95). Su propósito fundamental 
es obtener la libertad inmediata por una detención ilegal, para liberar a aquellos 
que son hechos prisioneros sin causa suficiente; en otras palabras, para liberar 
a las personas detenidas indebidamente o alejados de quienes tienen que ver 
legalmente con su detención. 
Pero lo concreto del caso es que el Hábeas Corpus se difundió como si fuese 
una sola modalidad, pero éste fue adquiriendo contornos disímiles, si bien 
todos relacionados con la libertad ambulatoria o libertad personal.  
Cabe, sin embargo, comprobar que en los países de América Latina es donde 
el Hábeas Corpus se ha desarrollado más y con mayor amplitud que en sus 
lugares de origen, pues mientras en otros países el desarrollo político e 
institucional hace del Hábeas Corpus un instrumento respetable, pero no de 
muy frecuente uso, en nuestros países de continuas dictaduras desde el siglo 
pasado, éste se convirtió en instrumento indispensable y con una configuración 
distinta y defensiva de la persona.  
En el libro de García (2001), éste nos manifiesta:  
Dentro de este cuadro panorámico, tenemos desde posiciones muy 
ceñidas como es el caso de Argentina, Colombia, Uruguay, Venezuela y 
algunos países centroamericanos, hasta las muy amplias como Perú o 
con acentos característicos, como Guatemala y Nicaragua, que habilitan 
expresamente el Habeas Corpus. Y en cuanto a su relación con los 
procesos penales, ha sido también peculiar. Por tanto, la evolución y 
características del Habeas Corpus en nuestro continente es muestra 
saludable de cómo una institución nacida en otro contorno, al ser 
trasplantada, echa raíces y adquiere fisonomía propia.  
  
La temprana introducción de estos instrumentos protectores ha tenido un 
doble origen que en cierto sentido es paradójico, pero explicable. Por un 
lado, los frecuentes abusos que se han dado en el continente desde que 
nuestros países adquirieron su independencia política, caracterizados 
por revueltas, golpes de Estado, dictaduras de diverso signo y 
violaciones sistemáticas de los derechos humanos. Y por otro, el deseo 
de las clases políticas e intelectuales de proveerse de instrumentos 
jurídicos que sirvieran al ciudadano de protección frente a tales excesos 
(P, 102). 
Como puede verse a lo largo del recorrido histórico del Hábeas Corpus nacido 
dentro del Common law y desarrollado dentro de esa familia jurídica, llegó al 
continente latinoamericano, enrolado dentro de la tradición jurídica romanista a 
principios del siglo XIX, encontrando un suelo fértil donde germinó sin dificultad. 
Y creció en forma tan rica, que si bien guarda un aire de familia con sus 
orígenes, se ha distanciado tanto del modelo que goza ya de una fisonomía y 
características propias. En Latinoamérica se ha convertido prácticamente en un 
símbolo del Estado de Derecho y en clave procesal para la defensa de la 
libertad física. 
1.1.2. Hábeas Corpus en Nicaragua 
 
El Recurso de Exhibición Personal se reconoció hasta en la Constitución de 
1893 en el artículo 28 y 29. En las anteriores Constituciones aparecían 
únicamente ciertas disposiciones que hacían factible la interposición de quejas 
por infracciones a la Constitución. El Constitucionalismo en Nicaragua empezó 
mucho antes de la Independencia de Centroamérica con la Constitución de 
Cádiz de 1812, vigente al proclamarse la escisión de la Corona Española. En el 
Acta de Guatemala del 15 de septiembre de 1821, como en el Acta de León del 
28 de septiembre de 1821 se señaló la continuación de la Constitución, 
decretos y leyes de la Antigua España en todo lo que no se opusiere a la 
independencia y libertad de los pueblos. 
García Vílchez (2004) expresa que la Constitución de Cádiz estuvo vigente en 
Centroamérica hasta la entrada en vigencia de la Constitución Federal de 
Centroamérica el 22 de noviembre de 1824 y es por ello que se considera 
como el antecedente remoto en nuestro derecho positivo en materia 
constitucional (p. 8). 
  
En el artículo 99 de la Constitución de la República Federal de Centroamérica 
se estipulaba que el Senado de la Federación cuidaría de sostener la 
Constitución y velaría sobre el cumplimiento de las leyes generales y sobre la 
conducta de los funcionarios del gobierno federal. 
La Constitución Política del 8 de abril de 1826 que es la última como Estado 
Federado repite lo observado en el artículo 163 y lo dictaminado en el artículo 
372 de la Constitución de Cádiz. Éste artículo aducía que en las primeras 
sesiones de la Asamblea se tomarían en consideración las infracciones de la 
Constitución y las leyes, que se les hagan presentes para poner el conveniente 
remedio y hacer efectiva la responsabilidad de los contraventores. La 
Constitución Política de 1826 y la de 1838 mantenía el anterior precepto. 
García (2004) opina en este sentido:  
Como puede observarse, en las Constituciones atrás aludidas se esboza 
un principio de control constitucional atribuido a los Poderes Legislativos 
referidos en ellas, pero no es sino hasta en las Constituciones de 1893, 
la libérrima,  y la autocrática, ambas promulgadas bajo la presidencia de 
José Santos Zelaya, donde se consignan los recursos para el control de 
la supremacía constitucional. 
 
La historia de Nicaragua nos indica que en fecha 24 de Agosto de 1894, se 
sancionó la primera Ley de Amparo nicaragüense la que pasó a ser 
constitucional por disponerlo así los artículos 28 y 155 de la Constitución de 
1893.  Es en esta Ley, que de manera unitaria se regulaba el Hábeas Corpus 
considerado desde entonces como el que garantizaba el derecho a la libertad 
personal.  
Posteriormente a la Constitución de 1893 están las Constituciones de 1911, 
1939 y la de 1948, las cuales establecieron el derecho de Hábeas Corpus. En 
la Constitución de 1950, en su artículo 41 regulaba también la interposición y la 
procedencia del Hábeas Corpus. La Constitución de 1974 copió íntegramente 
lo regulado por la Constitución de 1950 en materia de Exhibición Personal. 
En el año de 1979 producto de conflictos políticos y sociales surge la Junta de 
Gobierno de Reconstrucción Nacional que promulgó dos estatutos carentes de 
rango constitucional. El Estatuto Fundamental abolió la Constitución Política de 
  
1974 y todas las leyes constitucionales. En el artículo 50 de dicho Estatuto se 
prescribió que: “Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidas en el 
presente Estatuto o en el Estatuto Fundamental promulgado el día 20 de julio 
de 1979, hayan sido violados, podrá interponer un Recurso de Amparos de 
conformidad con la ley”.  El 8 de enero de 1980 se publicó en La Gaceta, Diario 
Oficial Número 6, La Ley de Amparo para la Libertad y Seguridad Personal. 
Ésta regulaba el ejercicio del Hábeas Corpus por actos de particulares 
restrictivos de la libertad personal y contra el auto de prisión. 
Seguido, se dictó el Decreto No. 417 publicado en la Gaceta, Número 122 del  
31 de mayo  de 1980 el que contenía nuevas disposiciones sobre el Hábeas 
Corpus. La finalidad de este Decreto fue la de establecer los medios legales 
para ejercer el derecho de Amparo, a fin de mantener la vigencia y efectividad 
del Estatuto Fundamental. Este recurso se daba contra toda disposición, acto o 
resolución, y  en general contra toda acción u omisión de cualquier funcionario, 
autoridad o agente de los mismos que haya violado o amenace violar los 
derechos de seguridad jurídica y libertad personal.  
La Constitución de 1987 no derogó inmediatamente la aplicabilidad de este 
Decreto, sino que fue derogada por la actual Ley de Amparo vigente, Ley 
Número 49. 
Por tanto en la Constitución Política de Nicaragua, en el artículo 45 se 
establece claramente que las personas cuyos derechos constitucionales hayan 
sido violados o estén en peligro de ser, pueden interponer el Recurso de 
Exhibición Personal o de Amparo según el caso y de acuerdo con la Ley de 
Amparo.  
El Recurso de Exhibición Personal en Nicaragua actualmente es visto como un 
mecanismo para ejercer el control constitucional, mantener o restablecer la 
supremacía constitucional que es un aspecto de la seguridad jurídica. Se trata 
entonces de dar garantía al ciudadano de que no será objeto de agresión a su 
libertad individual, de su integridad física, ni de su seguridad personal. 
 
  
1.2. NATURALEZA JURÍDICA 
 
En esta parte estudiaremos el desarrollo jurídico que a lo largo del tiempo ha 
tenido este Recurso. La doctrina constitucionalista le ha dedicado un lugar de 
preferencia a lo largo del presente siglo, ya que no hay criterios unívocos sobre 
su naturaleza jurídica. 
 
En primer lugar, es preciso determinar el concepto de derechos humanos 
fundamentales que vamos a utilizar,  que no ha sido una acepción universal 
válida para todo tiempo y lugar, sino que ha aparecido en un momento dado 
para designar una realidad sólo entonces existente. 
 
Los derechos humanos fundamentales son aquellas garantías positivizadas en 
un ordenamiento jurídico concreto. Es decir son los derechos humanos 
concretados espacial y temporalmente en un Estado. Desde un punto de vista 
más relacional, los derechos humanos se han definido como las condiciones 
que permiten crear una relación integrada entre la persona y la sociedad, que 
permita a los individuos utilizar plenamente todas sus facultades intelectuales y 
físicas. 
 
La Comisión Permanente de Derechos Humanos de Nicaragua (CPDH, 2007) 
nos ofrece un concepto amplio de Derechos Humanos Fundamentales:  
 
La noción de Derechos Humanos se corresponde con la afirmación de la 
dignidad de la persona frente al Estado. El poder público debe ejercerse 
al servicio del ser humano: no puede ser empleado lícitamente para 
ofender atributos o condiciones inherentes a la persona y debe ser 
vehículo para que ella pueda vivir en sociedad en condiciones acordes 
con la misma dignidad que le es consustancial.  
 
La Sociedad contemporánea reconoce que todo ser humano por el 
hecho de serlo, tiene derechos frente al Estado, derechos que el Estado 
tiene el deber de respetar y garantizar, organizando su acción de forma 
que pueda garantizar la pena satisfacción de los mismos. Estos 
derechos, que son atributos de toda persona, inherentes a su dignidad, y 
que el Estado están en deber de respetar, garantizar o satisfacerse, son 
los que hoy conocemos como Derechos Humanos (p. 18). 
 
La terminología de los derechos humanos se utiliza en el ámbito internacional 
en las declaraciones de los Estados, porque lo expresado es voluntad 
  
planetaria. En otras palabras, los derechos fundamentales no los crea el poder 
político, ni la Constitución, los derechos fundamentales se imponen al Estado y 
la Constitución los propugna, pero no los crea. 
 
Es por tal razón que consideramos que son independientes de factores 
particulares como el estatus económico, sexo, orientación sexual, etnia o 
nacionalidad; y son independientes o no dependen exclusivamente del 
ordenamiento jurídico vigente.  
 
Los Derechos Humanos Fundamentales le dieron nacimiento al recurso de 
Exhibición Personal o Hábeas Corpus, porque con éste se pretende garantizar 
el respeta a la libertad e integridad física de los ciudadanos. El artículo 1 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos regula que todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están 
de razón y conciencia, deben de comportarse fraternalmente los unos con los 
otros. 
 
En fin definir la naturaleza jurídica del Hábeas Corpus en un sólo concepto 
resulta complejo pues existen distintas posturas ya que dentro del cuerpo 
normativo de las distintas legislaciones hay diversos matices respecto a este 
tema. 
 
Por una parte se establece que es una “institución” de Derecho Público que 
tiende a garantizar y hacer efectivo el ejercicio del derecho a la libertad y a la 
seguridad humana. En otras legislaciones comúnmente se le denomina 
“recurso” y en otras “acción”, pero siempre su finalidad es hacer cesar no sólo 
las restricciones a los derechos indicados provenientes de personas que 
detentan la autoridad, sino también de personas que no la detentan. 
 
De acuerdo a Couture (1973) la palabra recurso quiere decir, literalmente, 
regreso al punto de partida. Es un recorrer, correr de nuevo, el camino ya 
hecho. Jurídicamente la palabra denota tanto el recorrido que se hace 
nuevamente mediante otra instancia, como el medio de impugnación por virtud 
del cual se recorre el proceso. Por otro lado, el derecho de la acción se 
encuentra dividido en numerosas orientaciones. Por un lado se manifestó la  
  
corriente de doctrina denominada del derecho concreto de obrar. Sostiene, en 
lo sustancial, esta línea de pensamiento, que la acción (pretensión) sólo 
compete a los que tienen razón. La acción no es el derecho; pero no hay 
acción sin derecho. En contraposición a esta corriente de pensamiento surge 
otra para la cual la acción constituye lo que se denominó un derecho abstracto 
de obrar.  En otra sintonía de ideas, se abre una corriente de pensamientos 
que configura la acción como un derecho potestativo. Por tales se entienden 
aquellos derechos que dependen exclusivamente de la voluntad de su titular, 
sin que corresponda a ellos una correlativa sujeción de la parte sobre quien se 
ejercen. 
 
Nuestra Constitución Política lo define como un recurso configurado para la 
protección de los derechos de libertad, integridad física y seguridad. El artículo 
45 claramente regula que  “Las personas cuyos derechos constitucionales 
hayan sido violados o estén en peligro de serlo, pueden interponer el Recurso 
de Exhibición Personal o de Amparo, según el caso y de acuerdo con la Ley de 
Amparo” y en el artículo 189 se establece  el Recurso de Exhibición Personal a 
favor de aquellos cuya libertad, integridad física y seguridad, sean violadas o 
estén en peligro de serlo. 
 
Entonces en nuestro ordenamiento jurídico el Hábeas Corpus está regulado o 
se toma como un Recurso  para proteger  los derechos inalienables del hombre 
como son el derecho a la libertad y la integridad física. Podemos definir que el 
Recurso trata de impugnar el hecho que un funcionario público o particular 
prive de libertad a un individuo sin causa justa y legal. 
 
1.2.1. Hábeas Corpus como Recurso 
 
El Recurso de Hábeas Corpus es un juicio originario, cuyo propósito es 
precisamente calificar si una conducta se ajusta o no a las normas cautelares 
de la liberad y de la seguridad que el ordenamiento ha establecido y para 
emitir, como resultado de tal análisis, una decisión jurisdiccional nueva, 
desconocida en el ámbito del Derecho. 
 
  
Dentro de nuestro análisis consideramos que la creación de una norma jurídica 
individual como es el caso del Hábeas Corpus se considera más claro que 
otros recursos y por ende permite sentar diferencia radical con los demás 
recursos, por ello lo que hace diferente al recurso de Hábeas Corpus es que no 
hay voluntad jurisdiccional previa sobre la misma cuestión, esto significa que 
generalmente es sobre  la legalidad de la privación o amenazas a la libertad o a 
la seguridad individual. 
 
Tavolari Oliveros (1995) refiere que existen posturas sobre si el Hábeas Corpus 
es un recurso o no. El autor expresa que este Recurso no reúne las 
características de un recurso, ya que este no requiere de la existencia previa 
de un proceso jurisdiccional para nacer a la vida del derecho y carece de las 
características de accesoriedad; no supone un juicio en tramitación del que 
forma parte. Además de esto, el mismo autor da su apreciación en cuanto el 
Hábeas Corpus no es un acto del proceso ni tampoco un acto procesal; pues 
tiene vida y características propias; es autónomo, aun cuando su existencia 
transcurra en sede jurisdiccional.  
 
1.2.2. Hábeas Corpus: Definición  
El Hábeas Corpus en su expresión latina, viene del ordenamiento jurídico 
antiguo que empezaba con los vocablos latinos tú tienes el cuerpo, es decir, 
que traigas el cuerpo, indicando con ello que el individuo debe recobrar la 
posesión física de sí mismo en toda su plenitud.  
Es un mecanismo jurídico que el ordenamiento nicaragüense establece en 
forma de Recurso de rango constitucional, para proteger derechos 
fundamentales (libertad, integridad física y seguridad) durante todo el proceso 
de justicia penal o que el mismo no exista. 
 
Tavolari (1995, p. 95) cita a Caffarena de Jiles (1934) y afirma que es un 
recurso sui géneris que no tiene las características de los otros recursos que 
son esencialmente solemnes y formales, en tanto éste por su naturaleza y 
especialmente al fin que persigue, no está sujeto ni a una tramitación rigurosa.  
  
Asimismo, Tavolari (1995, p. 95,96) cita a Pereira (Gaceta 96 p.16) y sostiene 
que el Hábeas Corpus no es un “recurso procesal si no un “proceso de 
contenido constitucional” porque impugna toda resolución de una autoridad 
cualquiera, sea o no judicial; protege la libertad del ser humano singular contra 
todo atentado o limitación o privación de tal valor. 
  
Concluyendo esta parte podemos definir al Recurso de Exhibición Personal, 
como el acto que el ciudadano utiliza como medio de defensa en cuanto a una 
detención ilegal o una amenaza de detención ilegal. Es una garantía 




El Recurso de Exhibición Personal  consta de las siguientes características: 
 
• Es un recurso ágil, se ejecuta de manera inmediata  
• Sencillo, no requiere de formalismo 
• Se puede presentar por cualquier ciudadano 
• Es un proceso especial y preferente, por el que se solicita del 
Órgano Jurisdiccional competente el restablecimiento del derecho 
constitucional a la libertad, por la comisión de cualquier detención 
ilegal que pueda ser dispuesta por persona no legitimada para 
realizarla. 
 
1.2.4 Clasificación del Hábeas Corpus 
 
Mezzi (2009) hace referencia a que en función del ensanchamiento del carácter 
y contenido del Hábeas Corpus, la doctrina ha elaborado una tipología:  
1. Hábeas Corpus Reparador 
Dicha modalidad se utiliza cuando se produce la privación arbitraria o 
ilegal de la libertad física como consecuencia de una orden policial; de un 
mandato judicial en sentido lato juez penal, civil o militar; de una decisión 
de un particular sobre el internamiento de un tercero en un centro 
psiquiátrico sin el previo proceso formal de interdicción civil; de una 
negligencia penitenciaria cuando un condenado continúe en reclusión 
  
pese a haberse cumplido la pena; por sanciones disciplinarias privativas 
de la libertad. 
Todo lo anterior está referido a que el Hábeas Corpus reparador  
modalidad clásica o inicial destinada a promover la reposición de la 
libertad de una persona indebidamente detenida. 
2. El Hábeas Corpus Restringido 
Se emplea cuando la libertad física o de locomoción es objeto de 
molestias, obstáculos, perturbaciones o incomodidades que, en los 
hechos, configuran una seria restricción para su cabal ejercicio. Es decir, 
que, en tales casos, pese a no privarse de la libertad al sujeto, “se le limita 
en menor grado”. 
Entre otros supuestos, cabe mencionar la prohibición de acceso o 
circulación a determinados lugares; los seguimientos perturbatorios 
carentes de fundamento legal o provenientes de órdenes dictadas por 
autoridades incompetentes; las reiteradas e injustificadas citaciones 
policiales; las continuas retenciones por control migratorio o la vigilancia 
domiciliaria arbitraria o injustificada. 
3. El Hábeas Corpus Correctivo 
Dicha modalidad, a su vez, es usada cuando se producen actos de 
agravamiento ilegal o arbitrario respecto a las formas o condiciones en 
que se cumplen las penas privativas de la libertad. Por ende, su fin es 
resguardar a la persona de tratamientos carentes de razonabilidad y 
proporcionalidad, cuando se ha determinado cumplir un mandato de 
detención o de pena. 
Así, procede ante la amenaza o acto lesivo del derecho a la vida, la 
integridad física y psicológica, o del derecho a la salud de los reclusos o 
personas que se encuentran bajo una especial relación de sujeción 
internados en establecimientos de tratamiento públicos o privados (tal el 
caso de personas internadas en centros de rehabilitación y de  menores, 
en internados estudiantiles, etc.). Igualmente, es idóneo en los casos en 
que, por acción u omisión, importen violación o amenaza del derecho al 
trato digno o se produzcan tratos inhumanos o degradantes. 
Es también admisible la presentación de esta modalidad en los casos de 
arbitraria restricción del derecho de visita familiar a los reclusos; de 
ilegitimidad del traslado de un recluso de un establecimiento penitenciario 
a otro; y por la determinación penitenciaria de cohabitación en un mismo 




4. El Hábeas Corpus Preventivo 
Éste podrá ser utilizado en los casos en que, no habiéndose concretado 
la privación de la libertad, existe la amenaza cierta e inminente de que 
ello ocurra, con vulneración de la Constitución o la ley de la materia. 
Al respecto, es  requisito sine qua non de esta modalidad que los actos 
destinados a la privación de la libertad se encuentran en proceso de 
ejecución; por ende, la amenaza no debe ser conjetural ni presunta. 
5. El Hábeas Corpus Traslativo 
Es empleado para denunciar mora en el proceso judicial u otras graves 
violaciones al debido proceso o a la tutela judicial efectiva; es decir, 
cuando se mantenga indebidamente la privación de la libertad de una 
persona o se demore la determinación jurisdiccional que resuelva la 
situación personal de un detenido.  
6. El Hábeas Corpus Instructivo 
Esta modalidad podrá ser utilizada  cuando no sea posible ubicar el 
paradero de una persona detenida o desaparecida. Por consiguiente, la 
finalidad de su interposición es no sólo garantizar la libertad y la 
integridad personal, sino, adicionalmente, asegurar el derecho a la vida, 
y desterrar las prácticas de ocultamiento o indeterminación de los 
lugares de desaparición. 
7. El Hábeas Corpus Innovativo 
Procede cuando, pese a haber cesado la amenaza o la violación de la 
libertad personal, se solicita la intervención jurisdiccional con el objeto de 
que tales situaciones no se repitan  en el futuro, en el particular caso del 
accionante. 
8. El Hábeas Corpus Conexo 
Cabe utilizarse cuando se presentan situaciones no previstas en los 
tipos anteriores. Tales como la restricción del derecho a ser asistido por 
un abogado defensor  libremente  elegido desde que una persona es 
citada o detenida; o de ser obligado a prestar juramento; o compelido a 
declarar o reconocer culpabilidad contra uno mismo, o contra el o la 
cónyuge. 
Es decir, si bien no hace referencia a la privación o restricción en sí de la 
libertad física o de la  locomoción, guarda, empero, un grado razonable 
de vínculo y enlace con éste. 
La ley de Amparo en Nicaragua regula un tipo de Hábeas Corpus reparador y 
restringido en razón de evitar la detención ilegal arbitraria por parte de 
  
funcionarios públicos distintos de la privación realizada por los jueces, y las 
amenazas de detención ilegal. También es regulado en una modalidad de 
corrección, lo anterior lo dispone el art. 61 LA numeral 5, al señalar las 
actuaciones del Juez Ejecutor y la facultad que tiene cuando el internado sufra 
diferentes penas o más de las contempladas por la ley o sentencia o si 
estuviese incomunicado. Es traslativo ya que protege a la persona que guarda 
prisión una vez cumplida el término procesal para tener prisión preventiva. El 
artículo 65 LA estipula la naturaleza instructiva al sostener que cuando no se 
conozca del paradero de una persona detenida ilegalmente se podrá argüir 
este mecanismo. No es un recurso innovativo porque una vez admitido el 
Recurso por Amenazas de Detención no hay una intervención jurisdiccional con 
el objeto de que tales situaciones no se repitan. No es preventivo porque la 
amenaza de detención en la ley señala que debe ser presuntiva e ilegal en el 
sentido que no haya causa para ejecutar una detención. Tampoco es conexo 
porque sus finalidades son taxativas en la ley, sin que se pueda utilizar en caso 
de restricción del derecho a ser asistido por un abogado una vez detenido entre 
otras consideraciones. 
1.2.5. El Recurso de Exhibición Personal contra particulares 
El Recurso de Hábeas Corpus no sólo se dirige en contra de los funcionarios 
públicos si no que también en contra de particulares que realizan detenciones 
sin causa justa, y es ahí donde se dan las actuaciones ilegales. Se procede en 
contra de ellos porque de forma arbitraria vulneran el derecho a la libertad.  
No obstante, los ciudadanos se ven compelidos de forma voluntaria a detener a 
las personas que actúan en contra de la estabilidad social (Detención in 
fraganti). Estos actúan en función de un orden social, es decir que cualquier 
particular de la sociedad puede detener  a un individuo ya sea por alterar el 
orden público, por observar o presenciar un acto de ilegalidad, debiendo de 
forma inmediata avisar a las autoridades sobre lo ocurrido.  
En la Ley Número 49, Ley de Amparo, en el artículo 4 numeral 4, se regula que 
el Recurso de Exhibición Personal procede a favor de aquellas personas cuya 
libertad, integridad física y seguridad sean violadas o estén en peligro de serlo 
  
“por actos restrictivos de la libertad personal de cualquier habitante de la 
República realizado por particulares”. 
Algunos Estados mantuvieron que los derechos humanos sólo podían ser 
violados por el Estado o por sus agentes, como se consideraba en las 
legislaciones de Brasil y Argentina hasta 1994. Pero en la actualidad nos 
damos cuenta, como señala la legislación nicaragüense, que los derechos 
humanos también pueden ser transgredidos por particulares. El artículo  53 de 
la Ley de Amparo se establece que el Recurso de Exhibición Personal se 
interpondrá en contra del funcionario o autoridad responsable, representante o 
funcionario de la entidad o institución que ordene la violación o la cometa, en 
contra del agente ejecutor, o en contra de todos; y en contra del particular que 
restrinja la libertad personal.  
Hoy en día se ha tomado conciencia de que el abuso de los derechos 
constitucionales también puede ser realizado por particulares, y por 
consiguiente procede también la utilización del Hábeas Corpus contra 
particulares como lo ha hecho Inglaterra y  América Latina desde la década del 
los cuarenta.  
En nuestra legislación, en el artículo 76 de la Ley de Amparo está contemplado 
la acción que el Juez de Distrito de lo Penal tomará cuando el particular 
detenga a un individuo. Literalmente se regula que el juez o delegado, en 
presencia de los motivos expuestos por el particular procederá:  
• Si el detenido lo fuere por haber sido sorprendido en flagrante delito, lo 
pondrá a la orden de la autoridad competente.  
• Si el que tiene bajo su custodia a otro fuere el padre o la madre, el 
guarda u otra persona a quien corresponde el derecho de corrección 
doméstica se hubiere excedido, dispondrá por auto lo que fuere de 
justicia. 
• Si la restricción fuese cometida fuera de los casos de los incisos 
anteriores, pondrá inmediatamente en libertad al detenido sin necesidad 
de providencia, informará del hecho al juez delegado, en su caso, quién 
pasará las diligencias a la Procuraduría General de Justicia. 
  
1.2.6. Control Constitucional  en el Hábeas Corpus 
 
Esta parte de nuestro trabajo investigativo está referido a la noción de que las 
normas o leyes fundamentales que rigen los destinos de los pueblos deben ser 
acatadas tanto por el gobernante como por los gobernados.  Ésta posición es 
tan antigua como la humanidad,  aparece en el Derecho Romano y más antes 
en las ciudades griegas.  
 
El Control Constitucional  corresponde a la Corte Suprema de Justicia. Y éste 
se expresa de la siguiente forma: 
 
- Conocer y resolver los Recursos de Amparo por violación a los 
derechos establecidos en la Constitución, de acuerdo con la Ley 
de Amparo; 
- Conocer y resolver los Recursos por Inconstitucionalidad de la ley 
interpuesto de conformidad con la Constitución y la ley de Amparo 
(art. 164 Cn. inc. 3 y 4)  
 
Pero en la actualidad tenemos una variante de control, como es que el Juez 
puede declarar inconstitucional una norma en un caso concreto, lo que nos 
hace admitir que en nuestro sistema constitucional existe la forma judicial de 
control difuso, o sea el realizado por los jueces, pero en última instancia quien 
tiene que ratificar la inconstitucionalidad de la norma y declarar su 
inaplicabilidad es la Corte Plena del Poder Judicial. 
 
La reforma Constitucional de 1995 dividió la Corte Suprema de Justicia en 
Salas, y creó la Sala de lo Constitucional. Mediante la Ley Orgánica del Poder 
Judicial se dividió el trabajo referente al Control Constitucional reservando a la 
Corte Plena, el conocimiento y las resoluciones de los Recursos de 
Inconstitucionalidad de la Ley (art. 27 inc.1 L.O.P.J) y la ratificación o no de la 
declaración de inconstitucionalidad declarada por sentencia firme en caso 




Finalmente si tuviéramos que responder a la pregunta sobre ¿Cuál forma de 
control judicial se practica en Nicaragua?, responderíamos que tenemos un 
sistema mixto (difuso y concentrado), en el cual tienen participación tanto los 
Jueces como los Tribunales Colegiados. 
 
En el año  2010, García Palacios expone que la Constitución Política diseña un 
Control de Constitucionalidad basado en un modelo concentrado, a través de 
un Recurso directo y abstracto denominado Recurso por Inconstitucionalidad. 
Quiere decir que cuando hacemos referencia al sistema concentrado nos 
referimos al monopolio que ostenta la Corte Suprema de Justicia acerca de la 
declaración de inconstitucionalidad. No obstante, este diseño constitucional no 
es suficiente para concluir que nuestro sistema de control de constitucionalidad 
de la ley obedece a un modelo concentrado igual al de los Tribunales 
Constitucionales. Opuesto a este sistema de origen kelseniano, aparece Adam 
Smith y el sistema difuso de la jurisdicción constitucional, que consiste en 
trasladar el control de las normas jurídicas a los jueces y tribunales a través de 
procedimientos ordinarios. 
 
Los dos mecanismos de control se diferencian en su manera procedimental, ya 
que el modelo concentrado produce efecto Erga Omnes en base a un juicio 
principal, y el modelo difuso establece un procedimiento incidental con efecto 
entre las partes. Ambos modelos han sido superados por la doctrina sobre la 
base de un modelo de carácter mixto, sistema que adopta Nicaragua al 
establecer por un lado que el modelo concentrado existe en el hecho en que 
hay un sólo órgano jurisdiccional, la Corte Suprema de Justicia que resuelve 
las cuestiones de constitucionalidad mediante el juicio de amparo o de 
Inconstitucionalidad. El modelo difuso se plasma en el artículo, inciso primero 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece que los judiciales pueden 
declarar inconstitucional en caso concreto ciertas normativas. En este último 
caso la Corte Suprema de Justicia puede declarar la constitucionalidad o la 





1.2.7. Hábeas Corpus y Ubicación Procesal 
 
El autor García Belaunde (2001) establece que en la mayoría de los países de 
América Latina, el Hábeas Corpus se considera una acción típicamente 
procesal Penal (con la notable excepción de Bolivia, que lo ha confinado al 
Código de Procedimiento Civil).  
 
En esta parte es donde nace la pregunta que si el Recurso de Exhibición 
Personal forma parte del Derecho Procesal Penal o Procesal Constitucional.  
En países como Brasil se tomó por primera vez el Hábeas Corpus en el Código 
de Procedimiento Penal de 1832 y de igual forma con el paso de los años en 
diferentes partes de América Latina como Perú, Panamá, Chile.  
 
El Hábeas Corpus en la actualidad se ha considerado como un recurso o una 
acción. En diferentes países de nuestro continente se ha mantenido anclado en 
los Códigos Procesales Penales, pero existen las posibilidades de que todo lo 
que tenga que ver con el Hábeas Corpus se trate en una Ley General de 
alcance procesal constitucional, como es el caso actual de Argentina, Perú, 
Costa Rica, Guatemala, México y Venezuela.  
 
Algunos juristas sostienen que es importante mantener la figura dentro de la 
Ley Procesal Penal y dentro del Juez Penal, pero también lo que se desea es 
ubicar o mantener el Hábeas Corpus dentro del amplísimo campo de la 
jurisdicción constitucional como una norma o disciplina autónoma que se 
encargue de todo lo relacionado a la defensa constitucional, o si se quiere 
también incluirlo en el Derecho Procesal Constitucional. 
 
Para tomar la iniciativa que el Hábeas Corpus forme parte del Derecho 
Constitucional, se parte de que se pretende proteger los derechos 
fundamentales, por medio de procesos especiales, con el fin  de cautelar esos 
derechos de forma inmediata y directa. Esta postura es aceptada en América 
Latina. 
 
Como todos sabemos el Derecho Penal es la rama encargada de regular los 
delitos y las penas, he aquí entonces donde se da una contradicción en cuanto 
  
si se ubica el Hábeas Corpus en el Proceso Penal (como ya otros países lo han 
adoptado en esta rama y en leyes especiales) pues con éste lo que se 
pretende es la inmediata protección de la persona. La sanción penal puede 
nacer en el proceso de Hábeas Corpus una vez finalizado éste y si a petición 
de parte agraviada se inicia un proceso penal para responsabilizar al presunto 
responsable o eventual imputado. 
 
En Nicaragua el Hábeas Corpus no se estudia en una rama específica, pero si 
estamos consientes que se asemeja más a la materia de Derecho 
Constitucional,  porque como ya  se ha visto lo que se pretende es proteger los 
derechos fundamentales a la libertad y a la integridad física. 
  
1.2.8. Hábeas Corpus y los Regímenes de Excepción 
 
En los regímenes de excepción el Estado aumenta sus poderes y por tanto los 
derechos de los ciudadanos sufren cierta afectación. La Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en sus opiniones consultivas OC-8/87 y OC -9/87 ha 
dejado establecido, entre otras cosas, que en estados de emergencia lo que se 
suspenden son los derechos o el ejercicio de estos. Además regula la 
existencia de derechos no suspendibles y determinadas garantías judiciales 
como el Hábeas Corpus que no se suspenden en ninguna circunstancia. 
 
En nuestro país según el artículo 62 de la Ley de Amparo, cuando mediante un 
estado de excepción se ha suspendido el derecho de libertad individual, el 
Recurso de Exhibición Personal queda vigente de conformidad con la Ley de 
Emergencia. Sobre este punto es necesario ver lo establecido en el artículo 
186 constitucional (Derechos que no se suspenden durante los Estados de 
Emergencia) y el artículo 16 párrafo segundo de la Ley de Emergencia, Ley 






2- EL HÁBEAS CORPUS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
NICARAGÜENSE 
 
2.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
La Constitución Política de Nicaragua es el estandarte consagratorio e insigne 
que regula los derechos y garantías ciudadanos, así como la organización del 
Estado. Establece las premisas principales que han de cumplir tanto los 
funcionarios públicos como las personas que conviven en el Estado de 
Nicaragua. 
 
“La Constitución es la partida de nacimiento de todo país y el resultado, como 
diría el politólogo alemán Ferdenaid Lasalle, de la lucha política y jurídica de 
todos los factores reales de poder” (Cuarezma Terán, Uriarte Quesada, Jaén 
Vallejo, Enríquez Cabistán, Obregón Sánchez, & Aguilar García, 2006, pág. 
232). 
 
Una de las principales características de nuestra Carta Magna es su 
supremacía, en razón de que los demás cuerpos normativos están 
subordinadas por ella. En otras palabras  no tendrán efectividad las leyes, 
tratados, órdenes, decretos, reglamentos o disposiciones que vayan en contra 
de su naturaleza. De esta indubitable axioma se desprende el concepto de 
Justicia Constitucional dimanante de la propia naturaleza de la Carta Magna.  
 
Cuarezma Terán, Uriarte Quesada, Jaén Vallejo, Enríquez Cabistán, Obregón 
Sánchez, & Aguilar García (2006), opinan sobre el objeto de la Justicia 
Constitucional: 
 
El objeto de la Justicia constitucional es el control de 
constitucionalización de las normas de rango inferior a la Constitución 
Política y a las leyes, y a la protección de los derechos ciudadanos; 
expresados a través del control de la constitucionalidad de las normas 
jurídicas, junto al respeto y tutela de nuestros derechos y garantías 
individuales (p. 230). 
 
El Control Constitucional se desarrolla a través de distintas modalidades como 
son los sistemas de carácter concentrado, difuso y mixto. Sin entrar a explicar 
  
ampliamente estos sistemas podemos referirnos a sus características 
esenciales. El control constitucional concentrado se ejerce por medio del 
Recurso por Inconstitucionalidad, siendo el órgano encargado de conocer y 
resolverlo la Corte Suprema de Justicia. El modelo de control difuso se expresa 
en el Recurso de Amparo, y se diferencia del anterior en que las primeras 
actuaciones, hasta la suspensión del acto es competencia del Tribunal de 
Apelaciones, correspondiéndole a la Corte Suprema de Justicia el conocimiento 
ulterior hasta la sentencia definitiva. Es así como está demostrado que el 
sistema de control constitucional de Nicaragua por las consideraciones 
anteriormente señalados es de carácter mixto, ya que se compone de los dos 
sistemas: el concentrado y difuso. 
Hemos de notar que solamente el Recurso por Inconstitucionalidad y el 
Recurso de Amparo forman parte del sistema de control constitucionalidad de 
las normas jurídicas nicaragüense, no así el Recurso de Exhibición Personal. 
La correlación lógica y disciplinaria entre los supuestos constitucionales y las 
demás leyes solamente son fiscalizadas por el Recurso por Inconstitucionalidad 
y el de Amparo. 
El Recurso de Exhibición Personal solamente es un mecanismo de protección 
de los derechos a la libertad individual, integridad física y seguridad. En otras 
palabras es un medio de control jurídico como son el Procurador para la 
Defensa de los Derechos Humanos (Ombudsman), el procedimiento 
administrativo y el control financiero que ejerce la Contraloría General de la 
República. 
En lo que respecta a nuestra investigación, el Recurso de Exhibición Personal 
puede ser visto como un atisbo demostrativo de la Supremacía de la 
Constitución, en cuanto ésta protege los derechos más sensibles e inmediatos 
del ser humano. Para mantener incólume dicha primacía, la misma Carta 
Fundamental estableció  en su artículo 189  a éste Recurso y le dio el valor de 




De igual forma el cuerpo constitucional señala a la Ley de Amparo como una 
ley constitucional, y a este efecto goza dicha normativa de la preponderancia 
que ostenta nuestra Carta Fundamental por excelencia. 
2.2. LEY DE AMPARO 
 
La Ley de Amparo, Ley No. 49, aprobada el 16 de noviembre de 1988, y 
publicada el 21 de noviembre de 1988 surge como respuesta de la Constitución 
Política para garantizar su supremacía. Esta normativa tiene como objeto ser 
un instrumento idóneo para ejercer el control del ordenamiento jurídico y la 
vigilancia de las actuaciones de los funcionarios públicos.  
 
Como se mencionó anteriormente la Ley de Amparo tiene rango constitucional, 
es decir ninguna ley ordinaria, decreto, reglamento o disposición puede 
contravenirla. Dicha hegemonía se traduce en que ninguna voluntad formal 
suscitada por el órgano legislativo y ejecutivo, o por cualquier Poder del Estado 
puede alterar o transgredir lo que las Leyes Constitucionales señalan, ya que el 
contenido de dichas leyes regulan los derechos más sagrados de toda persona, 
y que ni aún el Estado con todo su preeminencia puede violentar.  
 
Para ser reformada necesita del proceso de reforma constitucional y por tanto 
de carácter superior a la ordinaria. El artículo 195 de la Constitución señala: “La 
reforma de las leyes constitucionales se realizará de acuerdo al procedimiento 
establecido para la reforma parcial de la Constitución, con la excepción del 
requisito de las dos legislaturas”. Corresponde al Presidente de la República o 
a un tercio de los diputados de la Asamblea Nacional la iniciativa de reforma de 
esta ley, en caso de ser parcial deberá señalar con expresión de motivos el o 
los artículos que se pretenden modificar o suprimir. Estos deberán ser enviados 
a una Comisión Especial que dictaminará en un plazo no mayor de setenta días 
su proyecto recibiendo seguidamente el trámite estipulado para la formación de 
la ley. Su aprobación requiere del voto favorable del 60 por ciento de los 
diputados. Posteriormente a su aprobación el Presidente de la República 
promulgará la reforma, no pudiendo ejercer el derecho al veto. 
 
  
El artículo 4 de la Ley de Amparo, dentro de sus disposiciones generales, 
señala que “El Recurso de Exhibición Personal procede a favor de aquellas 
personas cuya libertad, integridad física y seguridad sean violadas o estén en 
peligro de serlo por: 1. Cualquier funcionario, autoridad, entidad o institución 
estatal, autónoma o no; 2. Por actos restrictivos de la libertad personal de 
cualquier habitante de la República realizado por particulares”.  
2.2.1. Procedimiento para ampararse mediante el Recurso de Hábeas 
Corpus 
 
En principio nadie puede ser detenido o aprisionado arbitrariamente, el artículo 
33 de nuestra Constitución Política instituye tal derecho. En caso de proceder 
legalmente la detención esta deberá ser mandatada de forma escrita por un 
Juez competente o por las autoridades públicas facultades para ello cuando se 
den los requisitos, todo en apego a las leyes.  
 
El Título IV de la Ley de Amparo regula el Recurso de Exhibición Personal, a 
partir del artículo 54. El procedimiento para emplear este mecanismo de 
defensa contra disposiciones que atenten contra la libertad, integridad física y 
seguridad se divide en: Capítulo I: Interposición del Recurso y Tribunal 
Competente; Capítulo II: Actuación del Juez Ejecutor; Capítulo III: Queja y 
Actuaciones Especiales y Capítulo IV: Recurso contra particulares. 
 
A continuación nos referiremos a cada etapa que conlleva la puesta en marcha 
de este instrumento de control constitucional, las partes del proceso y sus 
consecuencias jurídicas. De igual forma denotaremos los aspectos de forma y 
de fondo los cuales deben cumplirse en la vida procesal del recurso para que el 
accionante pueda hacer uso correcto del mismo.  
 
2.2.2 Solicitud del Recurso 
 
La Ley de Amparo en materia de Exhibición Personal señala ciertos 
acontecimientos previos o antesalas fácticas que deben acaecer para la 
procedencia del mismo. Estos son: Amenaza de detención y Detención Ilegal  
por parte de un funcionario público, autoridad responsable o representante. 
  
Ésta última puede dividirse en detención ilegal propiamente dicha, detención 
ilegal por cumplimiento de plazos determinados en las leyes para estar 
detenido y detención ilegal por el cumplimiento de una pena de prisión en 
centros penitenciarios. Lo anterior, sin perjuicio que existan otros supuestos de 
detención surgidos en la casuística. 
 
El agraviado o el solicitante  quien interpone el Recurso a favor del agraviado, 
debe reunir ciertos requisitos mínimos para interponer ésta garantía. Este 
amparo no tiene mucha formalidad al momento de solicitarse, en vista de lo 
señalado en el artículo 54, puede realizarse por escrito en papel común, por 
medio de una carta, a través de un telegrama o verbalmente. Si fuese de 
manera verbal la normativa establece que el Tribunal o Juez competente 
deberá levantar el acta correspondiente.  
 
El medio como llegue a conocimiento del Tribunal competente dicha 
trasgresión de los derechos, es poco formalista y ritualista, al final hemos de 
recordar el hontanar de esta protección legal que  son los garantías 
fundamentales mencionados anteriormente. 
 
El Recurso de Exhibición Personal por amenazas de detención ilegal deberá 
resaltar en qué consiste la amenaza y si es real, inmediata, posible y realizable. 
Una amenaza de detención puede ser real cuando se desprenda del 
documento informativo la verosimilitud de lo expresado en el mismo; es 
inmediato cuando se suponga que la detención puede acaecer en un espacio 
de tiempo potencialmente breve;  es posible cuando la autoridad recurrida tiene 
la facultad dimanante de un ley para ordenar dicha detención (léase Policía 
Nacional o Autoridad Judicial) y realizable cuando la autoridad recurrida haya 
externado la asertiva intención de detenerlo sin justificación legal alguna.  Estas 
últimas características deben ser evaluadas por el Tribunal competente para 
darle procedencia.  
 
El artículo 57 de la precitada Ley regula que en el escrito, telegrama, carta o de 
manera verbal, “se deberá expresar los hechos que lo motivan, el lugar en que 
se encuentre el detenido si se supiere, y el nombre o el cargo de quien ejerce 
  
la autoridad o del funcionario, representante o responsable de la entidad o 
institución que ordenó la detención, si se supiere”. Es así como esta normativa 
no exige que se conozca todos los datos de las circunstancias en que ocurrió o 
en que puede ocurrir dicha detención, aunque es apremiante el estado de 
detención a amenaza del mismo. 
 
2.2.3. Legitimación Activa 
 
El Recurso de Exhibición Personal podrá interponerlo cualquier habitante de la 
Repúblico a favor de quien se encuentre en una situación de menoscabo en 
cuanto a su libertad, integridad física o seguridad. Es así como no es necesario 
que sea la persona afectada o a quien directamente afectará la resolución del 
Recurso quien lo interponga. El solicitante es la persona que interpone el 
Recurso a favor del recurrente o agraviado.  
 
Al respecto la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema expone:  “La Ley 
No. 49 “Ley de Amparo”... en su artículo 4 establece que el Recurso de 
Exhibición Personal procede a favor de aquellas personas cuya libertad, 
integridad física y seguridad sean violadas o estén en peligro de serlo: 1) Por 
cualquier funcionario, autoridad, entidad o Institución Estatal autónoma o no; 2) 
Por actos restrictivos de la libertad personal de cualquier habitante de la 
República realizado por particulares; dedicando el Título Cuarto de esa Ley a 
regular todo lo concerniente a la interposición del recurso, actuación del Juez 
Ejecutor, la queja y actuaciones especiales y el recurso contra particulares. En 
desarrollo efectivo de la tutela jurisdiccional, el procedimiento desarrollado por 
la Ley de Amparo define la forma de iniciar el proceso de Habeas Corpus, 
cuando define que el mismo puede “interponerlo a favor del agraviado cualquier 
habitante de la República por escrito, carta, telegrama o verbalmente”, en 
contra del “funcionario o autoridad responsable, representante o funcionario de 
la entidad o institución que ordene la violación o la cometa, en contra del 
agente ejecutor, o en contra de todos...” Sentencia No. 16 de las 12:30 PM del 
5 de Febrero de 2002. Cons II”. 
 
  
Si existe detención con base en una sentencia judicial no hay ilegalidad en la 
misma. Al respecto podemos observar el siguiente considerando de sentencia 
en referencia a tal proposición legal: “Se desprende de autos que el Recurso de 
Exhibición Personal solicitado... fue debidamente tramitado, ya que en el 
mismo escrito de interposición de la queja interpuesta ante este Alto Tribunal, 
expone el recurrente que se nombró el Juez Ejecutor respectivo, quien en uso 
de sus facultades procedió a intimar al Juez de la causa, el que resolvió no 
acatar la orden de poner en libertad al reo, por haberse dictado la sentencia ... 
Con base en lo anterior considera esta Sala, que la actuación de la Sala de lo 
Penal del Tribunal de Apelaciones, al denegar el Recurso de Exhibición 
Personal fue apegada a derecho por no existir el objeto de dicho recurso como 
es la detención ilegal ya que había sido dictada la respectiva sentencia. CSJ. 
Sala Constitucional. Sentencia No. 186 de las 03:00 PM del 23 de Octubre de 
2001. Cons Único”. 
 
Asimismo, no se puede argüir este Recurso para resolver un asunto de 
detención, independientemente del funcionario que la realice, siempre que ésta 
sea legal y se den las circunstancias jurídicas para ser detenido. A continuación 
un considerando de sentencia ilustrativo: “El artículo 71 de la Ley  de Amparo, 
establece en lo pertinente: “Siempre que el Tribunal declare que no ha lugar a 
la solicitud de Exhibición Personal  o desoiga la petición sin fundamento legal, 
podrá el solicitante en un plazo de veinte días, recurrir de queja ante la Corte 
Suprema de Justicia  y esta resolverá  dentro de las veinticuatro horas lo que 
sea de justicia, con vista de las razones expuestas por el interesado...”. En el 
presente caso hay que determinar si el Tribunal tuvo o no razón para declarar 
sin lugar la petición de Recurso de Exhibición Personal, interpuesto por la 
recurrente.... La (recurrente)  en resumen expresó  en su libelo de interposición 
del Recurso: “Que la Juez Sexto de Distrito de lo Civil de Managua ordenó la 
captura de su compañero de hecho estable... en base a un apremio corporal 
que tiene su origen en un documento objeto de un juicio el cual es un pagaré,... 
De todo lo expuesto por la expresada recurrente se llega a la conclusión de que 
efectivamente la señora Juez Sexto de Distrito Civil de Managua dictó apremio 
corporal... dentro de un juicio civil y que la manera de librarse  de las 
consecuencias de  ese apremio corporal, no era por la vía de una exhibición 
  
personal..., por cuanto la Sala de lo Penal, no puede conocer asuntos del 
ámbito Civil. CSJ. Sala Constitucional. Sentencia No. 118 de las 10:00 AM del 
2 de junio de 2000. Cons Único”. 
 
Presuntamente detenida una persona e ignorándose el lugar en que se 
encuentre y quién ordenó la detención, el solicitante pedirá al Tribunal que gire 
orden a la Procuraduría General de la República, la cual averiguará la situación 
del agraviado.  
 
2.2.4. Legitimación Pasiva 
 
Procederá este Recurso siempre que vaya en contra de algún funcionario 
estatal o autoridad responsable, representante o funcionario de la entidad o 
institución que ordene la violación o la cometa, en contra del agente ejecutor o 
en contra de todos. Los requisitos de la legitimación pasiva se encuentran 
plasmados en el artículo 55 de la Ley de Amparo.  
 
Al abordar la función pública enunciamos que esta es ejercida por el Estado 
principalmente, y se refleja en aquellas personas, instituciones, organismos o 
entidades cuya funcionalidad está en atender y resolver los problemas de los 
ciudadanos, y mantener el correcto proceder del aparato estatal. 
 
El artículo 129 de la Constitución Política señala la organización del Estado en 
cuatro Poderes: Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral. Es así, como 
cualquier persona que tenga un cargo dentro de los poderes del Estado es 
considerado funcionario público o estatal, y esto significa que no puede realizar 
más funciones que las conferidas por la Constitución y las Leyes. Estos 
responden por sus actuaciones ante el pueblo y deben informar de su trabajo y 
actividades. 
 
La Ley de Servicio Civil y de Carrera Administrativa, Ley No. 476, aprobada el 
19 de noviembre del 2003, publicado en la Gaceta No. 235 del 11 de diciembre 
del 2003, en su artículo 7 nos ofrece un concepto de funcionario público 
señalando: “Se entiende por funcionario público toda persona natural que dirige 
la función pública por nombramiento para desarrollar carrera o por contratación 
  
temporal, que ocupan puestos de nivel de jerarquía correspondiente al Servicio 
Directivo”. También nos ofrece un concepto de empleados públicos expresado 
con las siguientes palabras, “son todas las personas naturales que ejecutan y 
operativizan la función pública en virtud de una contratación indeterminada 
para desarrollar carrera o por contratación temporal”. 
 
El Código Procesal Penal de Nicaragua en su artículo 38 nos da otro concepto 
de funcionario público, para efectos de la jurisdicción penal: “… se reputará 
autoridad, funcionario y empleado público todo el que, por disposición 
inmediata de la ley o por elección directa o indirecta o por nombramiento, 
comisión de autoridad competente o vinculación contractual, participe en el 
ejercicio de funciones públicas, incluyendo a los miembros del Ejército de 
Nicaragua y de la Policía Nacional o cualquier otro agente de autoridad. Se 
entenderá por función pública toda actividad temporal o permanente, 
remunerada u honoraria, realizada por una persona natural en nombre del 
Estado o al servicio del Estado o de sus entidades y empresas, en cualquiera 
de sus niveles jerárquicos.” 
 
No obstante, hemos de recordar que hay  funcionarios públicos o entidades del 
Estado que tienen la facultad para ordenar la detención. Tales funcionarios 
pueden ser los Administradores de Justicia ya sean ordinarios como los Jueces 
Penales, Jueces de Familia, Jueces de lo Civil, Jueces de lo Laboral, o 
especiales como los Jueces de Adolescentes y los Jueces Militares. Asimismo 
la Policía Nacional tiene esta facultad, siendo esta Institución estatal la 
permitida para ejecutar y realizar la detención. El artículo 231 del Código 
Procesal Penal regula los supuestos por los cuales puede ser detenida una 
persona, siendo únicamente responsable de ordenar dicha detención los Jefes 
de Delegaciones de la Policía Nacional. 
 
Por otro lado, la competencia de la materia jurisdiccional no es una limitante 
para hacer valer las garantías constitucionales. En este idear la Sala de lo 
Constitucional explicita: “Señaló el recurrente en su escrito de interposición de 
Queja, que los Honorables Magistrados de la Sala Penal del Tribunal de 
Apelaciones, denegaron el Recurso de Exhibición interpuesto... por considerar 
  
que lo alegado no era objeto de exhibición personal, sino materia de orden en 
la vía civil. Cabe a esta Sala examinar lo resuelto por dicho Tribunal, así como 
las diligencias que rolan en dicho expediente. En el caso sub judice, el Juzgado 
de Distrito Civil de Estelí... decretó apremio corporal.... y ordenó enviar exhorto 
al Juzgado de Distrito de lo Civil de Managua, para que se girara oficio a los 
Jefes de Policía... Considera esta Sala que lo preceptuado en el artículo 189 
Cn., y el artículo 4 de la Ley de Amparo, expresan el objeto del Recurso de 
Exhibición Personal, de tutelar las garantías personales ante la amenaza de ser 
violadas, independientemente de la materia jurisdiccional, bastando para su 
tramitación los supuestos enunciados en los artículos 52, 53, 54 y 55 de la Ley 
de Amparo. Que el recurrente alegó que... no ostentaba el cargo de depositario 
judicial, sobre el cual recayó el decreto del apremio corporal, existiendo una 
evidente amenaza de detención, por lo que la Sala Penal del Tribunal de 
Apelaciones de Managua, debió haber procedido conforme a lo establecido en 
el artículo 56 y siguientes de la Ley de Amparo. POR TANTO:... HA LUGAR A 
LA QUEJA  CSJ. Sala Constitucional. Sentencia No. 14 de la 01:30 PM del 24 
de Enero de 2001. Cons Único”. 
 
“El recurrente fundamenta su queja en la violación de lo dispuesto en los 
artículos 52, 53 y 54 de la Ley de Amparo... ya que, aunque el apremio corporal 
se da dentro de un juicio civil... la amenaza de privación de libertad es objeto 
de exhibición personal, y la Ley de Amparo vigente no distingue en relación al 
funcionario o autoridad responsable de la detención o amenaza ilegal a la 
libertad individual... el artículo 4 inciso 1 de la Ley de Amparo, establece que el 
Recurso procede contra cualquier funcionario, es decir, que procede el Recurso 
de Exhibición Personal contra cualquier autoridad, sin limitar sus funciones o 
materia a la que éste se dedique. II. Del análisis de lo resuelto por los 
Magistrados de la Sala Penal del Tribunal de Apelaciones Circunscripción 
Managua, esta Sala concluye que el hecho de que el juicio por el cual existe la 
amenaza de detención ilegal, constituya materia civil, no implica que el Recurso 
de Exhibición Personal sea inadmisible, ya que tanto la Constitución Política 
como la Ley de Amparo vigente, tutelan la libertad personal, cuya protección se 
ubica en el origen de la presente queja, sin que esta posibilidad esté limitada 
por el carácter del funcionario recurrido, o por la materia objeto de sus 
  
competencias. CSJ. Sala Constitucional. Sentencia No. 29 de las 03:30 PM del 
4 de Marzo de 2002. Cons I”. 
 
2.2.5. Término para interponer el Recurso 
 
El término para interponer el Recurso de Exhibición Personal varía en 
dependencia  de la causa. Puede haber varios supuestos que den lugar al 
procedimiento de amparo, estas pueden ser detención ilegal por vencimiento 
de plazos o amenazas de detención, como ya se señaló anteriormente de 
manera más amplia.  
 
Nuestras leyes establecen plazos improrrogables durante los cuales pueden 
mantener en detención a una persona. Por ejemplo, de realizarse algún acto de 
investigación por parte de la Policía Nacional el detenido no puede estar 
privado de libertad después de las cuarenta y ocho horas de su detención. 
Antes del término de las cuarenta y ocho horas debe ser puesto ante autoridad 
competente o ser puesto en libertad. De no procederse de esta forma, la 
autoridad intimada estaría cometiendo un acto ilícito y tipificado en nuestra 
norma penal.   
 
Al cumplirse los plazos procesales establecidos en la norma penal y no dictar 
sentencia o emitir fallo con procesado privado de libertad, se estará vulnerando 
el derecho a la libertad. Dicho plazo es diferente dependiendo del delito 
cometido, y empieza a contar a partir de la fecha de la primera Audiencia 
Penal. También se da una detención ilegal  cuando una persona ha cumplido 
pena impuesta y no ha sido puesto en libertad por funcionarios del Sistema 
Penitenciario. 
 
En primer término tenemos que señalar cuáles son los supuestos bajo los 
cuales un Administrador de Justicia puede efectuar una detención ilegal y la 
consecuencia de este acto. En este sentido, muchas de estas aprehensiones 
ilegales se dan de manera involuntaria, solamente por la inobservancia de los 
plazos resguardados por nuestra norma penal. 
 
  
Puede efectuarse una detención ilegal cuando el Judicial Penal en un Juicio 
Oral y Público no emita sentencia en un plazo no mayor de tres meses, cuando 
se ventile con acusado preso por la comisión de un delito grave. De igual forma 
está detenido ilegalmente el procesado sobre el cual no haya recaído veredicto 
del Tribunal de Jurado en el mismo plazo. Cuando sea procesada una persona 
por la comisión de un delito menos grave y se encuentre detenida deberá 
recaer sentencia o veredicto en un plazo máximo de un mes. En los juicios por 
faltas deberá recaer resolución en un plazo máximo de diez días. Todos estos 
señalamientos se encuentran en el artículo 134 del Código de Procesal Penal. 
 
También existe una excepción a estas reglas contenida en el artículo 135 del 
mismo cuerpo normativo y es referente a la tramitación compleja en los delitos 
de actividades terroristas, legitimación de capitales, tráfico internacional de 
drogas, delitos bancarios o tráfico de órganos o de personas. En este supuesto 
la etapa del Juicio establecido se duplica. Las medidas cautelares se podrán 
extender hasta un máximo de doce meses. Transcurrido este término y sin 
haberse dictado una resolución el procesado estará detenido ilegalmente. 
 
El Juez es quien debe velar para que los plazos no terminen y se produzca una 
detención ilegal, pues la organización del Juicio le corresponde a este, aun 
cuando se emita un veredicto por un cuerpo de jurado. 
 
En el caso de las amenazas de detención ilegal el término para interponer el 
recurso empieza inmediatamente. Es decir, después de cometido el acto que 
pueda vulnerar los derechos que protege este recurso. 
 
También se puede amparar a una persona aun en Estado de Emergencia. El 
artículo 186 de la Constitución Política regula que “El Presidente de la 
República no podrá suspender los derechos y garantías establecidos en los 
artículos 23, 24, 25 numeral 3); 26 numeral 3); 27, 29, 33 numeral 2.1) parte 
final, y los numerales 3 y 5); 34, excepto los numerales 2 y 8); 35, 36, 37, 38, 
39, 40, 41, 42, 43, 44, 46, 47, 48, 50, 51, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 
67 primer párrafo; 68 primer párrafo; 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 
80, 81, 82, 84, 85, 87, 89, 90 y 91.” El artículo 25 numeral 1 y 2 se refiere al 
derecho de la libertad individual y seguridad, en este sentido el Presidente de la 
  
República puede suspender dichos derechos, pero no el derecho a la 
seguridad establecido en el artículo 36 constitucional, respecto a este último 
derecho fundamental se puede aplicar el Recurso de Exhibición Personal. 
 
La Ley de Emergencia, Ley No. 44 del 5 de Octubre de 1988, publicado en la 
Gaceta No. 198 del 19 de Octubre de 1988, supone en el artículo 16: “El 
Recurso de Amparo permanecerá vigente para los derechos y garantías no 
suspendidos por el decreto del Estado de Emergencia y los que garantiza la 
presente ley. Fuera de estos casos, el recurso será inadmisible. Cuando se 
interponga el Recurso de Exhibición personal en favor de detenidos en relación 
con el Estado de Emergencia el funcionario judicial competente procederá a 
ordenar su presentación personal, la que podrá efectuarse en el lugar en que 
se encuentra el detenido.” En un decreto de Estado de Emergencia, aún 
suspendidos los derechos que la Constitución le admite, el Recurso de 
Exhibición Personal podrá admitirse si los hechos de la detención se dan 
producto del estado de excepción legalmente emitido. 
 
2.2.6. Sanciones Penales devenidas de actuar en contra de la finalidad del 
Recurso de Exhibición Personal 
 
La autoridad pública, a excepción del Judicial, que mantenga estas 
circunstancias estará cometiendo el delito de Detención Ilegal. Los elementos 
esenciales de esta figura delictiva se consagran en el artículo 166 del Código 
Penal, y este reza: “Quien ordene o ejecute la detención de alguien sin la orden 
judicial o de autoridad competente, salvo el caso de flagrante delito, será 
sancionado con pena de prisión de uno a dos años e inhabilitación especial de 
dos a cuatro años para ejercer cargo o función pública. En igual pena incurrirá 
el encargado de un centro de detención que admita al detenido ilegalmente. 
Igual sanción corresponderá a la autoridad, funcionario o empleado público que 
no obedezca la orden de libertad emanada de Juez competente y al particular, 
funcionario o empleado público que no ponga a un detenido a disposición de la 
autoridad competente en los plazos establecidos por la ley”. 
 
  
Las autoridades o funcionarios del Sistema Penitenciario Nacional que 
mantenga aprehendida a una persona que ha cumplido con su pena, estarán 
realizando una detención ilegal contra el mismo. De igual forma sucede, 
cuando no cumplan con una orden de libertad emitida por un Juez competente, 
o cuando se dé el cambio de medida de prisión preventiva por otra de distinta 
naturaleza. 
 
El Judicial que mantenga detenida a un acusado sin justificación alguna y 
acaecidos los plazos procesales estará cometiendo el delito de Abuso de 
Autoridad o funciones tipificado en el artículo 432 CP. Este delito se realiza 
cuando La autoridad, funcionario o empleado público que con abuso de su 
cargo, o función, ordene o cometa cualquier acto contrario a la Constitución 
Política de la República de Nicaragua, leyes o reglamentos en perjuicio de los 
derechos de cualquier persona. 
  
El artículo 66 de la Ley de Amparo hace hincapié sobre las sanciones penales 
y administrativas en las que incurre el intimado cuando no se cumpla lo 
ordenado por el Juez Ejecutor. 
 
Asimismo cuando el Ejecutor o la autoridad judicial recurrida no obedezcan lo 
determinado por el Tribunal de Apelaciones, estarán cometiendo el delito de 
Desobediencia. La persona que se negare a fungir como Ejecutor de un 
Recurso de Exhibición Personal, cometerá el delito de Desobediencia a la 
autoridad. El artículo 462 del Código Penal establece: “El que desobedezca 
una resolución judicial o emanada por el Ministerio Público, salvo que se trate 
de la propia detención, será penado de seis meses a un año de prisión o de 
cincuenta a ciento cincuenta días multa.” 
 
El Judicial y el Jefe de Policía cometerán el delito de Desobediencia de 
autoridad, funcionario o empleado público cuando desoiga las resoluciones del 
Tribunal de Apelaciones. El artículo 438 CP predispone: “Las autoridades, 
funcionarios o empleados públicos que se nieguen abiertamente a dar el 
debido cumplimiento a resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la 
autoridad competente, dictadas dentro del ámbito de su respectiva 
competencia y revestidas de las formalidades legales, serán sancionados con 
  
pena de noventa a ciento cincuenta días multa e inhabilitación especial para 
ejercer el empleo o el cargo público por un período de seis meses a dos años”. 
 
Cuando el Tribunal no admita un recurso  o no le dé trámite al mismo, sin 
fundamento jurídico, después que la Corte Suprema de Justicia resuelva tal 
afirmación mediante un Recurso de Queja interpuesto por el recurrente. Los 
responsables podrán ser acusados por los delitos de Denegación de Justicia o 
Retardo Malicioso, según sea  el caso, siempre que no le dé procedencia al 
mismo. 
 
El artículo 464 regula la figura de la Denegación de Justicia sosteniendo “El 
Juez o magistrado, que se niegue a resolver, sin tener causa legal, o con el 
pretexto de oscuridad, insuficiencia o silencio de la ley, será penado de 
trescientos a seiscientos días multa e inhabilitación especial para ejercer el 
empleo o cargo público de dos a seis años”. Y el artículo 465 regula el delito de 
Retardo Malicioso: “El juez o magistrado que retarde maliciosamente la 
administración de justicia, será penado de trescientos a seiscientos días multa 
e inhabilitación especial de dos a seis años. Se entenderá por malicioso el 
retardo cuando fuere provocado para afectar los intereses de cualquiera de las 
partes” 
 
El artículo 74 de la Ley de Carrera Judicial, Ley 501, aprobada el 14 de Octubre 
del 2004, y publicada en La Gaceta No. 9, 10 y 11 del 13, 14 y 17 de Enero de 
2005, regula el procedimiento penal para causas en contra de Jueces Locales y 
de Distrito, y el artículo 75 del mismo documento legal regula el procedimiento 
penal contra los Magistrados del Tribunal de Apelaciones. 
 
2.2.7. Juez Competente en el Hábeas Corpus 
 
La Sala Penal del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción en donde se 
encuentre el detenido ilegalmente o del lugar donde se realice la amenaza de 
detención ilegal, será el órgano competente para conocer del Recurso, siempre 
y cuando se interponga en contra de algún funcionario público. 
 
  
Estos Tribunales de Justicia competentes deberán observar el Principio de 
Supremacía Constitucional en sus actuaciones. Asimismo tienen la obligación, 
de acuerdo con el artículo 6 LA, de: Dirigir todos los trámites del recurso, 
impedir su paralización y obligar que se cumpla el principio de economía 
procesal; prevenir y sancionar los actos contrarios a la lealtad y buena fe que 
deben observarse en el recurso; hacer efectivo los principios de igualdad, 
publicidad y celeridad del recurso y tomar todas las providencias necesarias 
para el cumplimiento de las resoluciones que dicten. No habrá caducidad en 
estos recursos. 
 
2.2.8. Decreto de Exhibición Personal por Detención Ilegal y 
nombramiento de Juez Ejecutor  
 
Una vez llegado al conocimiento de la autoridad y cumplidos los requisitos 
anteriormente mencionados el Tribunal deberá decretar la Exhibición Personal 
por detención ilegal y nombrar a un Juez Ejecutor. El papel del Juez Ejecutor 
recae sobre cualquier autoridad o empleado del orden civil o un ciudadano de 
preferencia abogado procurando que el nombramiento no recaiga en 
funcionarios del Poder Judicial. Este cargo es temporal, obligatorio y gratuito.  
 
Solamente mediante dos circunstancias podrá el Ejecutor nombrado separarse 
de su cargo, y estos son: imposibilidad física e implicancia comprobada. De no 
existir estas dos circunstancias para el desconocimiento del cargo mandatado, 
se le aplicará una multa administrativa de hasta el veinticinco por ciento de su 
salario o ingreso mensual, y además podrá ser juzgado por el delito de 
Desobediencia o desacato a la autoridad regulado en el artículo 462 del Código 
Penal. 
 
Aunque no es requisito que recaiga sobre un Licenciado o una  Licenciada en 
Derecho, siempre es factible para mejores resultados designar a un estudioso o 
estudiosa del derecho que maneje la praxis jurídica, y no a alguien que en 
alguna instancia de la ejecución del recurso deba asesorarse de algún 
conocedor de las leyes. Todo esto en aras de cumplir con el Principio de 
  
Inmediatez y de Legalidad en base a que se interprete correctamente lo 
ubicado en las leyes. 
 
El Juez Ejecutor del Recurso debe ser de notoria honradez e instrucción dada 
la importancia del mecanismo de protección del derecho del agraviado, las 
autoridades ante quienes hará valer su nombramiento y el lenguaje técnico 
jurídico utilizado. El mismo se debe limitar a pedir protección o libertad para el 
reo o para el sentenciado. 
 
Los requisitos para ser Juez Ejecutor no siempre son los mismos en los 
diversos ordenamientos jurídicos. Cada Estado suele determinar los elementos 
necesarios que deben recaer sobre el sujeto que garantizará el derecho a la 
libertad, integridad física o seguridad. En algunas legislaciones se perfilan 
jueces para resolver estos Recursos, y otros como en nuestro caso acudimos a 
ciudadanos cualificados. 
 
En nuestra legislación el Juez Ejecutor es una figura jurídica de carácter 
pública. El Mandamiento emitido por la Sala de lo Penal del Tribunal de 
Apelaciones le da la facultad de revisar las circunstancias de detención de una 
persona, de ordenar la libertad de ser ilegal la misma. Es un representante de 
la Sala de lo Penal del Tribunal de Apelaciones y un juez constitucional, 
simbolizando la figura de los Magistrados ante quienes intima.  
 
2.2.8.  Actuaciones del Juez Ejecutor 
 
El Ejecutor procederá de forma inmediata, dirigiéndose a la autoridad contra 
quien se ampare. Por medio del Principio de Interpretación Analógica se puede 
utilizar lo observado en otros cuerpos normativos a efectos de entender lo que 
significa proceder de forma inmediata. El artículo 122 CPP expresa que cuando 
se suponga la realización de un acto inmediatamente se deberá entender 
dentro de las primeras veinticuatro horas. 
 
El ejecutado recibirá a esta autoridad inmediatamente una vez que se presente 
con el Mandamiento de Ley en el que lo nombran y lo autorizan. Si el Ejecutor 
no es atendido de forma inmediata el recurrido podrá ser objeto de una multa 
  
regulada por la ley en el artículo 68 LA. En esta fase se cumple el Hábeas 
Corpus, ya que etimológicamente es una locución latina cuyo significado es 
traedme el cuerpo. La intimación sucede cuando ordena que se exhiba en el 
acto a la persona supuestamente detenida ilegalmente. El intimado mostrará 
los documentos del proceso si hay, o dará a conocer los motivos de la 
detención y la fecha en que ésta ocurrió. Todo el actuar del Juez Ejecutor y lo 
que se le presente debe ser transcrito en acta. 
 
Si el intimado no tuviere a su orden al agraviado, el Ejecutor podrá en razón de 
su Mandamiento, pedirle al funcionario que tuviere al detenido que lo muestre, 
siempre que esté en el mismo territorio. El primer intimidado tiene la obligación 
de exteriorizar los datos correspondientes atinentes al lugar donde está 
detenido el agraviado y a disposición de quien está. Si está en otro territorio 
fuera de la jurisdicción del Juez Ejecutor y ejecutado, éste informará por medio 
de un telegrama al Tribunal competente para que proceda a darle cumplimiento 
al Recurso y nombre nuevo Juez Ejecutor. 
 
El artículo 63 de la Ley de Amparo enuncia las reglas que debe aplicar el 
Ejecutor, en presencia del amparado o sin él, con o sin las explicaciones del 
intimado. Estas reglas limitan su actuación. Dichas reglas son las siguientes:  
 
1) Si la persona estuviera a la orden de autoridad que no es la facultada 
para conocer el caso, podrá ordenar su libertad o que pase de inmediato 
a la autoridad competente. 
 
2) Si la persona estuviere detenida a la orden de una autoridad 
competente, pero el término de ley se hubiere excedido, ordenará por 
auto que el detenido pase inmediatamente a la orden de la autoridad 
que corresponda o que sea puesto en libertad. 
 
3) Si el que tiene bajo su custodia a otra fuese la autoridad competente, 
pero no hubiese iniciado al proceso o no hubiese proveído el auto de 
detención en el término de ley de puesto a su orden o no hubiere dictado 
el auto de prisión en el término legal, el Juez Ejecutor mandará por auto 
ponerlo en libertad bajo fianza de la haz1 otorgada apud acta2 ante el 
                                                            
1  La fianza de la Haz es un acto jurídico que implica la obligación del fiador de devolver al reo a la 
prisión en el momento en que el juez lo solicite. En el caso de que así no se hiciese, el fiador se obligaba 
con todos sus bienes a pagar la posible condena que se impusiese al fiado  (Alonso, 1982). El artículo 119 
del Código de Instrucción Criminal (In) regulaba la figura de la Fianza de la Haz o Personal y se da 
  
mismo Juez Ejecutor. Fuera de estos tres casos dispondrá por auto que 
el proceso siga su curso. 
 
4) Si el que está bajo custodia, lo es por sentencia condenatoria firme, el 
Juez Ejecutor decretará por auto que el detenido continúe en tal 
condición por el término legal, pero si hubiere cumplido la condena, el 
Juez Ejecutor mandara por auto ponerlo inmediatamente en libertad. 
 
Si se trataré de sentencia judicial cumplida según el reo, por 
compensaciones legales, será necesario que esté liquidada la pena para 
que pueda ordenar su libertad. El Juez Ejecutor ordenará tal liquidación. 
 
5) Si el interno sufre diferente pena o más de las contempladas por la ley o 
sentencia, según el caso, o estuviese incomunicado contra lo que ellas 
previenen el Juez Ejecutor dispondrá por auto que se cumpla la pena 
señalada en la sentencia y que cese la incomunicación. 
 
El Juez Ejecutor está en la obligación de dictar dentro de la ley todas las 
medidas de seguridad que sean indispensables en favor del detenido o 
del que estuviese amenazado de serlo ilegalmente. 
 
En el caso de proceder la fianza de la Haz, el judicial cumplirá con lo ordenado 
y se continuará normalmente el proceso. Si el funcionario intimado no 
cumpliese con lo ordenado por el Juez Ejecutor, el artículo 66 de la Ley de 
Amparo establece que todo el procedimiento de la autoridad requerida será 
nulo y delictuoso. 
 
Si se negaré el Intimidado, el Ejecutor está en la obligación de informarle al 
Tribunal correspondiente para que realice los actos pertinentes para el 
cumplimiento de lo resuelto. 
 
                                                                                                                                                                              
cuando la rinde un tercero en los casos de recursos de exhibición personal, condena condicional y cuando 
el reo se hallare enfermo de gravedad y no pudiere curarse cómodamente en la cárcel. En este caso, el 
fiador se obliga a presentar al reo ante el juez cuando se lo pida, o a pagar si no lo hiciere, en el plazo que 
este le señalare, lo juzgado y sentenciado. Aunque este Código fue reformado por el Código Procesal 
Penal, la figura de la Fianza de la Haz en materia de Recurso de Exhibición Personal sigue vigente, a 
nuestro criterio porque está contenida en una Ley de Rango Constitucional. 
2  Es el poder que se otorga ante el Judicial o Secretario Judicial. Para este caso particular, la fianza de la 
Haz se da ante el Juez Ejecutor. Se diferencia de los demás poderes en que estos no son otorgados por 
notario público. La Fianza de la Haz apud acta, significa que debe colocarse al final del acta de 
intimación donde se ordena la libertad. 
  
Quien no cumpla con lo resuelto por el Ejecutor podrá ser multado por la 
cantidad del veinticinco por ciento de su salario o ingreso mensual. Además 
podrá ser juzgado por la sanción delictual cometida. 
 
Por otro lado, si el recurrido desobedece las resoluciones del Tribunal podrá 
ser objeto de la misma multa y de la separación del cargo. En caso de ser un 
funcionario del Poder Ejecutivo quien no se someta a lo resuelto por el 
Ejecutor, el Tribunal pondrá en conocimiento a la Corte Suprema de Justicia 
sobre esta situación para que dentro de veinticuatro horas ejecute lo mandado. 
De no cumplirse esto, la Corte publicará el hecho e informará a la Asamblea 
Nacional. El Supremo Tribunal de Justicia puede utilizar la fuerza pública para 
darle cumplimiento al Acta de Intimación en donde se resuelve la inmediata 
libertad del detenido. 
 
2.2.9. Exceso en las atribuciones del Juez Ejecutor 
 
En otro caso, si la persona intimada aduce que el Ejecutor se ha excedido en 
sus funciones o ha realizado actuaciones ilegales, puede informar al Tribunal 
de Apelaciones quien mandará a oír a la Procuraduría General de la República 
dentro del término de veinticuatro horas, para posteriormente resolver conforme 
a derecho. 
 
El Tribunal tiene la potestad de revisar, oficiosamente, los actos y resoluciones 
emanadas del Juez Ejecutor y dictaminar lo que tenga a bien. Si hubo exceso 
se revoca la resolución. Quien se considere perjudicado por la resolución del 
Tribunal puede recurrir de queja ante la Corte Suprema de Justicia. 
 
2.2.10. Apoderamiento del favorecido por parte del Juez Ejecutor 
 
A través de una orden expedida por el Tribunal, el Juez Ejecutor puede 
apoderarse del favorecido y presentarlo ante esta autoridad judicial cuando 
susciten cualquiera de los casos señalados en el artículo 71 de la Ley de 
Amparo:  
 
1. Cuando por declaración dada bajo promesa de ley de un testigo 
fidedigno o por indicio grave, aparece que alguno se hallare en prisión o 
  
custodia ilegal, y hay motivos fundados para creer que será extrañado 
del territorio de la República. 
 
2. Cuando hubiesen motivos suficientes para creer que el detenido sufrirá 
un daño irreparable antes que pueda ser socorrido en el curso ordinario 
del procedimiento. 
 
3. Cuando el auto de exhibición ha sido desobedecido. 
 
En el artículo 71 numeral segundo de la Ley de Amparo se consagra el derecho 
a la integridad física, al buscar la protección corporal del detenido ante la 
inminente amenaza de vulneración en este derecho.  
 
Una vez presentado el favorecido que se hallaba en prisión o restricción, es 
menester del Tribunal procurar su protección aún mediante la fuerza pública. 
Después de pasado tres días como máximo el Tribunal resolverá lo que sea 
justo respecto a la situación del agraviado. 
 
2.2.11. Procedimiento del Recurso de Exhibición Personal por Amenazas 
de detención 
 
Cumplidos los requisitos para interponer el Recurso de Exhibición Personal por 
amenazas de detención, el Tribunal mediante auto le solicitará a la autoridad 
recurrida que rinda informe en el término de veinticuatro horas. Con informe o 
sin él, el Tribunal decidirá admitir o rechazar el recurso. 
 
Si es admitido el Recurso sin ser rendido el informe policial, se le nombrará 
Juez Ejecutor quien deberá intimar a  la autoridad recurrida, y resolver lo que 
tenga a bien. En caso de ser injustamente rechazado el recurrente puede 
interponer un Recurso de Queja ante el Tribunal Superior. 
 
Sin embargo si es rechazado con justificación no cabe este medio de 
impugnación y así lo señala la jurisprudencia: “... según la propia exposición del 
recurrente... la referida Sala decidió amparar... por Amenazas de Detención 
Ilegal.- Posteriormente, a solicitud del recurrente, y ante la necesidad de hacer 
efectivos esos derechos, o dejarlos sin efectos según lo que resultase de la 
  
posterior actuación del Juez ejecutor, nombró a este..., quien oportunamente 
emitió su Resolución la que informó a la Honorable Sala que lo había 
designado. En vista de ese informe la expresada Sala emitió Resolución... que 
en su parte Resolutiva dice: “Ha Lugar al Recurso de Exhibición Personal por 
amenazas de Detención Ilegal...”. De la sola lectura de lo resuelto por la 
Honorable Sala de lo Penal del Tribunal de Apelaciones se concluye que no 
tiene aplicación lo establecido en la parte final del artículo 58 de la Ley de 
Amparo que dice: “En el caso de que el Tribunal rechace el Recurso, el 
perjudicado podrá recurrir de queja ante la Corte Suprema de Justicia...”; pero 
en el presente caso el Tribunal no rechazo el Recurso y en total cumplimiento a 
lo establecido en la primera parte del mismo artículo, el Tribunal, en vista del 
Recurso presentado... pidió el informe correspondiente y con el informe 
rendido... resolvió con un Ha Lugar al Recurso de Amparo... De lo dicho se 
desprende que el recurrente... no tuvo razón alguna para recurrir de queja, ya 
que el Honorable Tribunal de Apelaciones falló declarando con lugar el Recurso 
de Exhibición Personal por amenaza de Detención Ilegal... CSJ. Sala 
Constitucional. Sentencia No. 181 de las 10:00 AM del 22 de Octubre de 2001. 
Cons, Único”. 
Respecto al informe de la autoridad intimada, la Sala de lo Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia aclara mediante la siguiente resolución: “En el 
presente caso, nos encontramos ante una presunta amenaza de detención 
ilegal efectuada por la Policía Nacional, por lo cual al ser interpuesto el Recurso 
de Exhibición Personal ante el Tribunal de Apelaciones... dicho Tribunal 
procedió a solicitar a la autoridad Informe... Sin embargo, esta Sala de lo 
Constitucional observa que el Informe del Jefe de Investigaciones de Hechos 
Criminales, efectivamente carece de nombre y sello, conteniendo únicamente 
firma... Según se desprende de dichas diligencias, no rola el expediente 
instruido ante la Policía, si actuaron por orden judicial, o si su actuación se 
debe a las excepciones contempladas en el artículo 26 párrafo quinto de la 
Constitución Política. Debemos decir que tanto en el Recurso de Amparo, como 
en el Recurso de Exhibición Personal, al solicitarse INFORME, no basta con 
presentar un escrito diciendo que es TAL, sin exponer de manera clara, 
fundamentada y documentada su actuación, de tal forma que no le quede duda 
  
a esta Sala de lo Constitucional de la constitucionalidad o inconstitucionalidad 
de los actos; un escrito sin estas características no es un INFORME, sino un 
simple escrito que debe agregarse a los antecedentes del expediente... En 
base a lo anterior... esta Sala Constitucional considera que debe darse lugar a 
la presente Queja por Recurso de Exhibición Personal... CSJ. Sala 
Constitucional. Sentencia No. 82 de la 01:45 PM del 5 de Mayo de 2003. Cons 
Único. 
 
Si la amenaza de detención se da porque existe un proceso en contra del 
agraviado, se debe declarar sin lugar. El siguiente considerando de una 
sentencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia nos aclara 
al respecto “... el peticionario en el presente caso pide a las “Salas 
Constitucional y Disciplinaria”: 1) Que sea admitido en Apelación el Recurso de 
Habeas Corpus por Amenaza de Detención Ilegal. A este respecto, cabe decir 
que no hay ley que establezca el Recurso de Apelación en estos casos. De 
conformidad con el artículo 58 de la Ley de Amparo, introducido en forma el 
Recurso de Exhibición Personal por amenaza de detención ilegal, el Tribunal 
solicitará informe a la autoridad recurrida. En el caso relatado... el Tribunal 
efectivamente pidió el informe en el cual el Juez Séptimo de Distrito del Crimen 
de Managua, le informó que existía en ese Juzgado proceso y auto de segura y 
formal prisión en contra del petente. En virtud de ese informe, la Sala de lo 
Penal del Tribunal de Apelaciones Circunscripción Managua resolvió 
correctamente que no ha lugar al Recurso de Amparo por Amenaza de 
Detención Ilegal a favor de J. C. P. R. por existir proceso en su contra. Ese fallo 
es correcto, porque este Recurso de Exhibición Personal solamente tiene por 
objeto establecer si existe amenaza de detención ilegal, lo que no existe en 
este caso por haber auto de prisión dictado por autoridad competente. Si el 
Licenciado P. R. juzga que ese auto de prisión fue ilegalmente emitido, pudo 
hacer uso del recurso de apelación contra el mismo y no de esta petición que 
se analiza, la cual no cabe. CSJ. Sala Constitucional. Sentencia No. 127 de la 
01:00 PM del 7 de Agosto de 2001. Cons Único 
. 
  
2.2.12. Recurso de Queja 
 
De ser rechazado o desoído el Recurso por el Tribunal de Apelaciones, el 
recurrente podrá acudir ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia mediante una Queja, en un plazo de veinte días. De existir un 
impedimento para la interposición de la queja el plazo empieza a contar a partir 
que cese esta situación. En jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional, 
respecto al artículo 71 de la Ley de Amparo, ésta señala: “El artículo 71 de 
nuestra Ley de Amparo textualmente dice: “Siempre que el Tribunal declare 
que no ha lugar a la solicitud de exhibición personal, o desoiga la petición sin 
fundamento legal, podrá el solicitante en un plazo de veinte días, recurrir de 
queja ante la Corte Suprema de Justicia... Cuando por motivo de impedimento 
no pudiere interponerse la queja, el plazo empezará a contarse desde que cesó 
el impedimento”. La disposición transcrita permite al solicitante de un recurso 
de exhibición personal interponer queja, cuando su pedimento ha sido 
denegado y faculta a este Alto Tribunal para resolver lo que sea de justicia...” 
CSJ. Sala Constitucional. Sentencia No. 107 de las 10:00 AM del 2 de Octubre 
de 2002. Cons Único. 
 
Exponemos otro pronunciamiento respecto a la procedencia de la Queja ante la 
Corte Suprema de Justicia, en específico ante la Sala de lo Constitucional. Así 
tenemos “…este Tribunal Supremo, en diversas resoluciones ha dejado 
establecido y declarado sin lugar a dudas, que el Recurso de Queja no es un 
medio para impugnar la actuación de los Jueces y de los Tribunales de 
Apelaciones y que solamente cabe en las circunstancias que establece el 
artículo 71 y es cuando se deniega el Recurso de Exhibición Personal o se 
desoiga la petición sin fundamento legal... CSJ. Sala Constitucional. Sentencia 
No. 90 de la 01:00 PM del 6 de Mayo de 2003. Cons Único”. 
 
Además el Recurso de queja no es un medio para impugnar la actuación de los 
Jueces y de los Tribunales de Apelaciones: “la Honorable Sala de lo 
Constitucional considera que la Sala de lo Penal No. II del Tribunal de 
Apelaciones Circunscripción Managua, le dio el debido trámite a la solicitud de 
Amparo por amenazas de detención ilegal que solicitara el recurrente. La 
  
resolución tomada por la Sala a-quo tiene su fundamento legal en el informe 
enviado por la Titular del Juzgado Cuarto de Distrito para lo Civil de Managua, 
en donde consta que en ese Despacho Judicial existe causa pendiente en 
contra del recurrente, razón por la que esa Sala denegó el recurso solicitado. 
Esta Sala considera oportuno recordar que... el Recurso de Queja no es un 
medio para impugnar la actuación de los Jueces y de los Tribunales de 
Apelaciones y que solamente cabe en las circunstancias que establece el 
artículo 71 y es cuando se deniega el Recurso de Exhibición Personal o se 
desoiga la petición sin fundamento legal... CSJ. Sala Constitucional. Sentencia 
No. 14 de las 10:30 AM del 5 de Febrero de 2002. Cons Único”. 
 
El Recurso de Queja no cabe contra lo actuado por el Juez Ejecutor. La Sala 
de lo Constitucional de la Corte Suprema sostiene: “La recurrente afirma 
fundamentar su queja... en los artículos 67 y siguientes de la Ley de Amparo 
vigente, referidos a la Actuación del Juez Ejecutor en el Recurso de Exhibición 
Personal, particularmente a la revisión por parte del Tribunal de las actuaciones 
del Juez Ejecutor en orden a determinar si el Juez Ejecutor se excedió en sus 
atribuciones o resolvió contra ley expresa... En ese sentido, la Sala de lo 
Constitucional en Sentencia No. 80 del dos de octubre de mil novecientos 
noventa y siete, de las nueve de la mañana expresó: "... el artículo 71 de la Ley 
de Amparo deja claramente establecido el Recurso de Queja cuando se dan las 
circunstancias siguientes: Que el Tribunal declare que no ha lugar a la solicitud 
de Exhibición Personal o desoiga la petición sin fundamento legal. En ninguna 
parte de la Ley de Amparo se determina que la queja sea un medio de 
impugnación de las resoluciones de los jueces ejecutores y ratificaciones o 
revocaciones del Tribunal respectivo...". Del análisis del presente recurso se 
desprende que el recurso está motivado en que la Sala Penal antes 
mencionada, dio lugar a la exhibición personal, lo que no constituye 
circunstancia para la procedencia de la queja... CSJ. Sala Constitucional. 
Sentencia No. 31 de las 12:30 PM del 5 de Marzo de 2002. Cons II”. 
 
El Supremo Tribunal resolverá dentro de las veinticuatro horas el Recurso de 
Queja con vista de las razones del recurrente. En caso que la Corte Suprema 
declare responsable a los Magistrados del Tribunal de Apelaciones, podrán ser 
  
multados hasta por el veinticinco por ciento de su salario mensual. Asimismo se 
podrá multar hasta el veinticinco por ciento de su salario o ingreso mensual, al 















































3. ANÁLISIS DE LOS RECURSOS DE EXHIBICIÓN PERSONAL 
RESUELTOS DURANTE EL PRIMER TRIMESTRE DEL AÑO DOS MIL DIEZ, 
POR LA SALA DE LO PENAL NÚMERO UNO DEL TRIBUNAL DE 
APELACIONES DE MANAGUA 
 
En el primer trimestre del año dos mil diez la Sala de lo Penal Número Uno del 
Tribunal de Apelaciones resolvió un total de 180 Recurso de Exhibición Personal. 
Ésta información fue provista por el Sistema NICARAO del Tribunal de 
Apelaciones, y fue ratificado vía Secretaría de la Sala de lo Penal Número Uno. 
Del total de esos Recursos, extrajimos una muestra del 30%, equivalente a 54 
Recursos de Exhibición Personal. De la muestra estudiada, los Recursos de 
Exhibición Personal por Detención Ilegal fueron 30 y los Recursos de Exhibición 
Personal por Amenazas de Detención fueron 24. Si la muestra del universo de 
Recursos resueltos en ese período es de 56, lo que equivale al 100% de 
ejemplares, los Recursos por Detención ilegal equivalen al 56% y los de Amenaza 
de Detención el 44%. 
Estos Recursos se interpusieron entre  el siete de octubre del año dos mil nueve y 
el doce de enero del año dos mil diez. Para efectos de mejor compresión se 
examinará cada recurso dependiendo de la autoridad recurrida, así tenemos contra 
Jefe de las delegaciones de la Policía Nacional, Jueces de lo Penal, Fiscales y el 
Director General de la Dirección de Migración Extranjería.  
Del contenido de 30 Recursos de Exhibición Personal por Detención Ilegal a 
continuación estudiados, el 50% se interpusieron contra Jefe de las delegaciones 
de la Policía Nacional, el 40% contra Jueces de lo Penal de Managua, el 4% contra 
Jueces y Fiscales juntamente, 3% contra Jefe de las delegaciones de la Policía 
Nacional y el Ministerio Público; y un 3% contra el Director General de la Dirección 
de Migración y Extranjería. 
En el caso de los Recursos por Amenazas de Detención de los 24 analizados, el 
75% se interpusieron contra Jefes de las delegaciones de la Policía Nacional, el 
17% contra la Jefa de la Dirección de Auxilio Judicial y el 8% contra Jueces de lo 
Penal. 
  
Para realizar el análisis de la efectividad de los Recursos de Exhibición Personal 
por Detención Ilegal estudiados en el presente documento monográfico, tomaremos 
como parámetros de disertación los siguientes lineamientos: Cumplimiento de los 
Principios Procesales de la Ley de Amparo regulados en su artículo 4, procedencia 
del Recurso de Hábeas Corpus, requisitos de forma y de fondo, tramitación del 
Recurso, las actuaciones del Juez Ejecutor y la resolución del Recurso. 
3.1 CONCEPTOS DE TRAMITACIÓN PROCESAL 
Para entender la tramitación del Recurso de Exhibición Personal es necesario 
conocer conceptos procesales que le dan vida al mismo. Debiendo entender en 
primer orden que el Tribunal es la reunión de varias personas para administrar 
justicia. 
El Trámite es el orden sucesivo de los pasos y diligencias que deben realizarse en 
la formación de los procesos. El auto es el decreto judicial que dirige el orden del 
proceso con sus relaciones interlocutorias (providencias), o bien el que decide una 
cuestión principal. El proceso de Exhibición Personal empieza por medio de un acto 
de radicación y se resuelve a través de un auto el que puede ser resolutivo o el que 
manda a archivar la causa. 
El auto de radicación es un requisito procesal imprescindible en el que la Sala de lo 
Penal se pronuncia respecto a la admisibilidad o no del Recurso; de proceder el 
decreto del Juez Ejecutor se realiza en éste, también se pide informe a la autoridad 
recurrida por amenaza de detención en el mismo. Forma parte del expediente 
procesal del Recurso de Exhibición Personal resguardado por el Tribunal. Podemos 
observar que en algunos Recursos por detención ilegal se decretó Juez Ejecutor, y 
en el cuerpo del auto se le previene al mismo de actuar con responsabilidad y ética 
profesional. Se le recuerda la ejecución gratuita de su cargo, al igual que devolver 
las diligencias tramitadas personalmente ante la Sala en un término no mayor de 
setenta y dos horas después de haberlas recibido bajo apercibimiento de ley. El 
término impuesto por el Tribunal no está regulado por la Ley, no obstante el artículo 
69 de la Ley de Amparo en su párrafo cuarto, sostiene “En todo caso el Tribunal 
podrá de oficio revisar las actuaciones del Juez Ejecutor”. 
  
El Mandamiento es un requerimiento ya que sirve para que la autoridad recurrida 
informe al Tribunal quien es representado por el Juez Ejecutor sobre los hechos de 
la posible detención ilegal. El Mandamiento además de expresar contra quien 
específicamente se dirige también le da la facultad al Ejecutor de dirigirse en contra 
de cualquier autoridad o funcionario a cuya orden se encuentre el detenido.  
Intimación, es la declaración o notificación que se hace a uno de algún 
mandamiento u orden, viene a ser casi lo mismo que un requerimiento. En nuestra 
legislación se emplea en ese sentido en el art. 60 LA.  
El término es cierto tiempo concedido a una persona, para que cumpla un acto o 
tome una resolución. Los términos se cuentan en la forma prescrita en los cuerpos 
normativos que los señalen. No pueden suspenderse ni abrirse después de 
concluidos. Se divide en legal, judicial y convencional. Se le llama Legal el 
concedido por la ley; Judicial el concedido por el Juez o Tribunal en virtud de 
disposición o permiso de la ley y Convencional el que se conceden mutuamente las 
partes. 
La caducidad es el resultado del abandono o negligencia de la parte que supone un 
desistimiento tácito de sus derechos. La palabra caducidad significa el fin, 
acabamiento o extinción de una cosa, y aplicada a una acción jurídica significa que 
ya ésta no existe o ha perdido su existencia según la ley. Las acciones que se 
derivan de la Ley de Amparo no tienen caducidad. 
La fianza personal o de la Haz se da cuando un tercero la rinde para garantizar la 
presentación del procesado cuando el Juez o autoridad competente lo solicite, o a 
pagar lo juzgado y sentenciado en caso de que no pudiere ser presentado. La 
Fianza que prevé la Ley de Amparo se da cuando una persona es privada de la 
libertad por un tiempo mayor que el señalado en la Ley. 
 
  
3.2 ANÁLISIS DE LOS RECURSOS DE EXHIBICIÓN PERSONAL POR 
DETENCIÓN ILEGAL CONTRA JEFES DE LAS DELEGACIONES DE LA 
POLICÍA NACIONAL 
Del estudio de los Recurso de Exhibición Personal en contra de Jefes de las 
delegaciones de la Policía Nacional se encontraron los siguientes aspectos que 
pueden afectar de manera negativa la efectividad de este tipo de mecanismos 
de defensa de derechos básicos. 
En los recursos interpuestos el 31 de diciembre de 2009 y el 4 de enero de 
2010 en contra de la Jefa de Auxilio Judicial de Managua, se observa un 
procedimiento al margen de la ley realizado por la Sala de lo Penal al 
resolverlos desfavorablemente para los agraviados cuando del informe de los 
Jueces Ejecutores se afirma que hay una detención ilegal. 
En el primer recurso se expresa que el agraviado fue detenido desde el 28 de 
diciembre de 2009 a las 12:00 p.m. por una orden de allanamiento emitida por 
la Juez Cuarto de Distrito Penal de Audiencias, y éste a la fecha de 
interposición del Recurso el 31 de diciembre no había sido puesto a la orden de 
autoridad competente. En el segundo presentado el 4 de enero del año 2010 se 
señala que el recurrente fue detenido por la supuesta comisión del delito de 
Robo, desde el 21 de diciembre de 2009, sin ser puesto ante autoridad 
competente.  
Del Recurso presentado el 31 de Diciembre se recibió actuaciones del Juez 
Ejecutor. El 4 de enero de 2010 este Juez Ejecutor procedió a intimar al Sub 
Comisionado de la Dirección de Auxilio Judicial quien le manifestó que el 
recurrente no fue puesto a la orden de autoridad competente en vista que la 
Juez Cuarto de Distrito Penal de Audiencia se encontraba de vacaciones y 
comenzaba a trabajar el día 11 de enero de 2010. El Juez Ejecutor consideró 
que la detención es ilegal y debía ser puesto a la orden del Juez inmediato. El 6 
de enero se constituyó en la Oficina de Distribución y Recepción de Causas y 
Escritos de los Juzgados de Managua y procedió a intimar a la secretaria 
recepcionista que se encontraba de turno, quien le manifestó que según datos 
generales en el sistema aparece acusación en contra del recurrente en el 
Juzgado Cuarto de Distrito penal de Audiencia, el cual se encontraba de 
  
vacaciones por lo que no hay reporte de habérsele realizado Audiencia por los 
Jueces de turno, por lo que queda a consideración del Tribunal de Apelación de 
Managua si la Audiencia preliminar debe realizarla el Juez de turno o el Juez 
de la causa cuando regrese de vacaciones.  
El 5 de enero del año 2010 el Juez Ejecutor del recurso interpuesto el 4 de 
enero del mismo año,  se dirigió ante la Oficina de Recepción y Distribución de 
Causas y Escritos de los Juzgados de Managua donde le expresaron que el 
recurrente fue puesto a la orden de autoridad competente el 22 de diciembre de 
2009, sin que a la fecha se le haya realizado ninguna audiencia preliminar en 
vista que el Judicial a quien se encuentra asignada la causa está de 
vacaciones. El Juez Ejecutor señala que se le están vulnerando los derechos 
constitucionales al detenido. Posteriormente existe otra acta dando a conocer 
actuaciones de Auxilio Judicial, confirmando lo anteriormente presentado en su 
primera acta.  
En ambos casos la Sala ordena no darle lugar a los recursos debido a que el 
recurrente se encuentra a la orden de autoridad competente, misma que giró 
orden de Allanamiento y detención de conformidad al art. 53 inciso 1 de Ley de 
Amparo y art. 128 CPP numeral 2 que dicta: “Si son determinados por días, 
comenzarán a correr al día siguiente de practicada su notificación, y se tendrán 
en cuenta únicamente los días de despacho judicial. En consecuencia, a efecto 
del cómputo del plazo, no se tomarán en cuenta los días sábados y domingos, 
los días feriados o de asueto ni los comprendidos en el período de vacaciones 
judiciales…”. 
No obstante en el auto resolutivo se encuentra un disentimiento de un 
Magistrado, el que expresa: “Al ser remitido el imputado por la Policía a 
ORDICE – Nejapa, ésta oficina de recepción asigna por sorteo el Juzgado de 
Distrito Penal de Audiencia. Siguiendo el Juez debe programar la Audiencia 
Preliminar, la cual se realizará inmediatamente según lo establecido en el art. 
256 CPP párrafo 1, debiéndose entender al tenor del art. 122 CPP, dentro de 
las siguientes veinticuatro horas, plazo que es determinado por horas y 
conforme el art. 128 CPP ordinal 1, corre sin interrupción de las vacaciones 
judiciales, debiendo el Ministerio Público presentar la acusación en la misma 
  
Audiencia ante el Juez Competente…es imperativo y obligatorio la celebración 
de la audiencia preliminar dentro de las siguientes veinticuatro horas, de lo 
contrario se quebranta y violenta las garantías constitucionales y procesales del 
imputado…El modelo de Despacho debe de estar programado en días de 
vacaciones judiciales para que ORDICE asigne los asuntos a los Juzgados que 
están de turno en determinado día y fecha para que los reos no soporten 
injustamente las consecuencias pro encontrarse el Juez que se le asignó de 
vacaciones y el despacho cerrado…”  
En ambos casos, aunque se nombró Juez Ejecutor no se cumplió lo acatado 
por el mismo, revocando el Tribunal lo efectuado por éste.  De todo lo anterior 
consideramos que la Sala de lo Penal del Tribunal de Apelaciones de Managua 
no observó la finalidad de la Ley de Amparo en materia de Exhibición personal, 
dado que del informe de los Jueces Ejecutores se determina que la detención 
del recurrente es ilegal por haberse cumplido el plazo sin ser puesto ante 
autoridad competente. La situación que la Oficina de Recepción y Distribución 
de Causas y Escritos de Managua aleatoriamente seleccionara que al detenido 
le celebrará Audiencia Preliminar un Juzgado que se encuentra de vacaciones 
no es un motivo para que este continúe en privación de libertad. Si existe Juez 
de turno, ORDICE tiene la obligación de sortear el expediente para efectuarse 
su Audiencia Preliminar, así se evitará la ilegalidad de la detención. 
El Tribunal de Apelaciones era el encargado de dirimir este conflicto, bien pudo 
haber ordenado que el detenido fuese puesto ante la autoridad competente de 
turno, y no esperar más de una semana para que se le realizara la Audiencia 
Preliminar. La circunstancia de vacaciones de un Juzgado no puede vulnerar el 
derecho de ser puesto a la orden de autoridad competente en el término legal 
establecido en nuestra Carta Magna. 
En otro sentido se interpreta de la fundamentación legal del auto resolutivo, una 
aplicación errónea del artículo 128 del Código Procesal Penal en su numeral 
segundo, ya que el plazo para ser puesto ante autoridad competente empieza a 
correr una vez cumplidas 48 horas. Y la normativa con la que se fundamenta el 
auto resolutivo se refiere a los plazos que son determinados por días, no por 
horas. Cuando los plazos empiezan a contar a partir de horas, el artículo 128 
  
CPP numeral uno expresa: “Si son determinados por horas, comenzarán a 
correr inmediatamente después de ocurrido el acontecimiento que fija su 
iniciación, sin interrupción”.  
Abordando otro punto, también se rechazaron durante este período varios 
recursos por no reunir los requisitos de ley, siendo uno de ellos el siguiente que 
mereció nuestra atención para el desarrollo del presente trabajo. En el Recurso 
presentado el 15 de diciembre de 2009 en contra del Jefe de la delegación de 
la Policía del Distrito II, el solicitante señala que el 14 de diciembre se hizo 
presente en los Juzgados de Managua ya que fue detenida ilegalmente la 
agraviada que representa. Puntea en el escrito que en reintegradas ocasiones 
llegaron a la casa de la recurrente, oficiales del Distrito II intimándole diciendo 
que tenían orden de captura la cual nunca la presentaron. No obstante en la 
relación de hechos no se menciona el día y la hora en que fue detenida la 
recurrente. 
A este recurso no se le dio procedencia porque en el mismo no se expresa ni la 
hora, ni el día en que fue detenida la recurrida, y señalan en el auto resolutivo 
que no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 57 y 58 de la Ley 
de Amparo, no obstante de la lectura de dichos artículos no expone el 
legislador que sea necesario puntualizar esos requisitos. A nuestro criterio no 
son elementos esenciales los datos omitidos, cuando el solicitante expone que 
existe un agraviado por detención ilegal. El Tribunal de Apelaciones debe por 
medio de un presunción iuris tantum, resolver que se puede estar ante una 
detención ilegal, ordenando por lo menos solicitarle al recurrido un informe. 
El artículo 57 de la Ley de Amparo manifiesta como requisitos esenciales: 
Hechos que lo motivan, que en este caso es la detención ilegal y lo demás 
expuesto por el solicitante en su escrito, el lugar en que se encuentra el 
detenido, es decir las celdas del Distrito II y el nombre de la Institución que 
ordenó la detención, la Policía Nacional del Distrito II. El artículo 58 de esta ley 
únicamente hace mención al nombramiento del Juez Ejecutor. 
Otro recurso que denota interés es el interpuesto el 6 de enero de 2010 en 
contra del Jefe de la delegación de la Policía del Distrito III de Managua. En el 
  
escrito se expone que el recurrente es menor de edad. Se le acusa por el delito 
de Robo con intimidación y no ha sido puesto a la orden del Juez Penal de 
Adolescentes de Managua. El 4 de enero de 2010 a las 12:00 p.m., ejecutaron 
detención ilegal, sin haber presentado orden de detención legal. No se dejó 
copia de ésta en la casa del detenido. No permitieron que el defensor técnico lo 
viese y le diese asistencia jurídica, no le dieron el derecho a verlo. El recurrente 
fue golpeado. Según el recurso la detención se realizó por errores 
investigativos de la Policía Nacional o por una actitud dolosa en detrimento de 
los principios de inocencia. Señala que la Audiencia Preliminar debe realizarse 
dentro de las 24 horas reglamentarias que otorga el Código de la Niñez y la 
Adolescencia.  
El 6 de enero de 2010 se radica el presente Recurso en la Sala Penal Uno y no 
se le da lugar al recurso, debido a que a la fecha y hora de la presentación del 
mismo, la autoridad policial se encuentra en el término constitucional para 
realizar todos los actos de investigación de un ilícito. Resuelven de esta 
manera en contra del principio de inocencia respaldado en la Constitución, ya 
que en la relación de hechos no se mencionó que al recurrente lo estuvieran 
investigando por la comisión de un delito.  
Aunque el solicitante exprese en su escrito que el recurrente por ser 
adolescente debe ser puesto ante autoridad competente dentro de 24 horas, 
porque así lo señala la ley especial de adolescentes, la Sala realizó una 
interpretación equivocada del artículo 33 2.2 constitucional. Éste artículo se 
refiere a que una persona debe ser puesto a la orden de autoridad competente 
a más tardar dentro de 48 horas, y si la ley especial señala 24 horas no se le 
puede vulnerar al adolescente ese derecho. Además, el artículo 35 de la misma 
Constitución Política refiere que los menores transgresores serán procesados 
bajo los supuestos de una ley propia de la materia. Consideramos que existe 
una contradicción en tales artículos. 
En el escrito del Recurso el solicitante señala que el artículo 127 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia le obliga únicamente a la Policía Nacional a detener 
al adolescente únicamente con orden judicial. En caso de detención en 
  
flagrante delito será remitido ante Autoridad competente en un plazo no mayor 
de 24 horas.  
En otro sentido, del total de recursos de exhibición personal en contra de Jefes de 
las delegaciones de la Policía Nacional y otras instancias de la misma 
organización, un 56% de estos se archivaron por la Sala por falta de impulso 
procesal o interés jurídico a como se expresa en los autos resolutivos a pesar que 
en todos estos se nombró Juez Ejecutor. Se recuerda que en este recurso no hay 
caducidad, teniendo el solicitante o el recurrente la vía procesal apta para seguir 
impulsando su petición ante el mismo Tribunal. 
Los Jueces Ejecutores no presentaron el Acta de Intimación dentro del plazo 
otorgado para hacerlo por imperio del Tribunal de Apelaciones, lo que constituye 
una desobediencia ante tal autoridad, recayendo en sanciones penales y 
administrativas según la Ley de Amparo.  
Según lo analizado en éste acápite, la Sala Penal del Tribunal de Apelaciones 
exterioriza un comportamiento atinente a que la tramitación procesal del Recurso 
de oficio llega hasta el decreto de la Exhibición Personal, nombramiento del Juez 
Ejecutor y hasta la entrega del Mandamiento al solicitante. Transformando el 
procedimiento especial del  Hábeas Corpus en Juicio sumario a petición de parte. 
 No obstante el artículo 6 de la Ley de Amparo establece que los Tribunales de 
Justicia deberán impedir la paralización del recurso, prevenir y sancionar los actos 
contrarios a la lealtad y buena fe. De la interpretación de ese artículo podemos 
deducir que el Tribunal de Apelaciones tiene el deber de indagar y buscar la 
resolución del recurso dado el bien jurídico que tutela, y que probablemente se esté 
ante una vulneración de tal derecho. La Corte Suprema de Justicia debe capacitar 
a los Tribunales de Apelación de todos los recursos materiales y humanos para 
coadyuvar a la realización de la finalidad del Recurso de Exhibición Personal  
3.3. ANÁLISIS DE LOS RECURSOS DE EXHIBICIÓN PERSONAL POR 
DETENCIÓN ILEGAL EN CONTRA DE JUECES 
La mayor parte de los Recursos por detención ilegal contra Jueces Penales 
surge por el vencimiento de los plazos que resguarda la ley procesal. Una vez 
puesto ante autoridad competente el cómputo para efectuar el debido proceso 
  
penal empieza a tener vigencia, y antes que termine este lapso de tiempo debe 
recaer sobre el procesado una sentencia o veredicto. 
Entre las distintas formas de medir el tiempo procesal tenemos el plazo y el 
término. En la práctica y en la legislación, ambas categorías se tienen como 
sinónimos, pero en esencia y doctrina existe distinción entre ambos. El término 
es el momento determinado y único en que ha de realizarse el acto procesal y 
el plazo es el lapso o período concedido, mediante el cual puede verificarse la 
realización de un acto procesal. 
Muchos de los supuestos por los que se vencen los plazos del proceso se dan 
por fuerza mayor o caso fortuito. El Diccionario Jurídico Elemental, nueva 
edición actualizada, corregida y aumentada por Guillermo Cabanellas de las 
Cuevas, 1994, nos señala el concepto de caso fortuito: “El suceso inopinado, 
que no se puede prever ni resistir” y el de Fuerza mayor: “Todo acontecimiento 
que no ha podido preverse o que, previsto, no ha podido resistirse”. 
En el siguiente caso el solicitante aduce el incumplimiento del deber del judicial 
de dictar sentencia en el plazo convenido por ley, abusando del criterio de 
fuerza mayor para retrasar el proceso. Recordemos que la fuerza mayor cabe 
siempre que este acontecimiento no pueda predecirse por el judicial. Para 
evitarlo la autoridad de justicia debe realizar aplicando todas las facultades que 
le otorgan las leyes. 
El 7 de octubre del año 2009 se interpuso un recurso en contra del Juez 
Noveno de Distrito de lo Penal de Juicio de Managua. La relación de hechos 
exponía que desde el 23 de julio de 2008 se encontraba procesada la 
recurrente, y quien originalmente estaba con medidas cautelares alternas a la 
prisión preventiva. En fecha 3 de enero de 2009 por orden del Juez la 
recurrente fue detenida. El cambio de medida cautelar se realizó sin una previa 
audiencia, según lo expresa el solicitante. Desde la fecha de la detención 
habían transcurrido nueve meses y cuatro días sin que a la fecha de la 
interposición del recurso, se le haya dictado veredicto ni sentencia. 
El solicitante adjuntó copia de una Sentencia de un Recurso de Queja en 
contra de la Sala de lo Penal Número Dos del Tribunal de Apelaciones de 
  
Managua, certificada por la Secretaría de la Sala de lo Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia en donde se le da lugar al Recurso de Exhibición 
Personal a favor de dos procesados en el mismo asunto, siendo las causas de 
detención las mismas que las de la recurrente.  
En dicha Sentencia se observa que el Juez recurrido es la misma autoridad 
recurrida para el presente recurso. El judicial basa su decisión de no ordenar el 
cambio de medida cautelar porque desconoce el término de Fianza de la Haz. 
El juez señalaba que los procesados no estaban ilegalmente detenidos pues el 
proceso se había suspendido en más de cinco ocasiones por falta de quórum 
de ley y ese término era atribuido a la fuerza mayor, por lo cual el cómputo era 
suspendido. El Tribunal de Apelaciones de Managua, Sala Penal Dos mediante 
oficio del 13 de febrero de 2009, envió al Juez Noveno de Distrito Penal de 
Juicio el auto de las doce y treinta minutos de la tarde del doce de febrero de 
dos mil nueve, en el cual resolvió confirmar lo actuado por el Juez Ejecutor y 
declarar con lugar el Recurso de Exhibición Personal por detención ilegal. 
Posteriormente la Sala Penal Dos del Tribunal de Apelaciones de Managua, 
por resolución de las diez y cincuenta y dos minutos de la mañana del veinte de 
febrero de dos mil nueve, ordenó revocar lo actuado por el Juez Ejecutor, y el 
auto dictado por ellos mismos. Durante varios días el solicitante instó por 
escrito ante el Tribunal de Apelaciones para que éste ordenara al Juez Ejecutor 
el apoderamiento de los procesados debido a que el Judicial no lo ponía en 
libertad. Se le da lugar al Recurso de Queja por violentarse el art. 134 CPP. 
El 7 de octubre de 2009 se radicó el Recurso y se nombró Juez Ejecutor. Se 
recibe el Mandamiento de Ley por la parte interesada el día 8 de octubre de 
2009. El 21 de Octubre del mismo año se recibe el Informe del Juez Ejecutor. 
Del análisis realizado por el Juez Ejecutor concluye: I. Que desde el 23 de julio 
de 2008 hasta el 16 de octubre de 2009 han transcurrido de manera general un 
total de 14 meses y 23 días de estarse tramitando este asunto y no existe al día 
de hoy, pronunciamiento de veredicto o sentencia, en ninguno de los plazos 
establecidos en el art. 134 CPP, sea con acusado preso, donde el término es 
de tres meses o sin reo detenido donde el plazo se duplica a seis meses. II. 
Los plazos máximos de duración del proceso penal, preceptuado en el art. 134 
  
CPP, se encuentran totalmente excedidos y precluidos, aun tomando en 
consideración las supuestas interrupciones por causas de faltas de Quórum de 
ley para la integración de jurados. III. El juez de juicio suspende en más de 
trece ocasiones la celebración del Juicio Oral y Público por razones de falta de 
Quórum para conformar el Tribunal de Jurados e interrumpe el cómputo 
máximo de duración del proceso, atribuyéndolo a Fuerza Mayor y al amparo del 
supuesto de derecho que le confiere el art. 134 CPP, criterio que no es 
compartido por el Juez Ejecutor, pues de compartirse ésta práctica se provoca 
una lesión enorme a las garantías constitucionales del debido proceso, pues no 
se le estarían tutelando los derechos que le asisten a la recurrente y resto de 
acusados, se incurriría y provocaría una anarquía jurídica y un irrespeto total a 
nuestro ordenamiento procesal penal (art. 5, 8 y 134), a las normativas 
constitucionales establecidas en el art. 34 numeral 8 y al art. 61 de la Ley de 
Amparo vigente. IV. La recurrente se encuentra cumpliendo medida cautelar de 
prisión preventiva impuesta que ya debió haber cesado, si el Juez de Juicio 
tutelara sus derechos y observara las reglas y garantías del debido proceso y a 
criterio de esta autoridad, la acción penal que se le sigue, se encuentra 
extinguida, tras haberse vencido el plazo máximo de la duración del proceso y 
debiendo gozar de un sobreseimiento de ley, conforme a lo establecido en los 
artículos 72 numeral 8, 134 primer párrafo y 155 numeral cuarto del CPP. Por 
las razones expuestas y de conformidad a lo establecido  en los artículos 34 
numerales 2, 4, 8 y art. 184 de la Constitución; artículos 4, 60, 61 y 73 de la Ley 
de Amparo; artículos 1 (Principio de Legalidad), 8 (Principio de celeridad 
procesal); 72 numeral 8 (Extinción de la Acción Penal por vencimiento del plazo 
máximo de duración del proceso); 134 (Duración del proceso); 153 
(fundamentación de las sentencias) y 155 numeral 4 (sobreseimiento por 
extinción de la acción penal) todos del Código Procesal Penal; art. 14, 15 y 18 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial y art. 41 numeral 1, 2, 8 y 9 de la Ley de 
Carrera Judicial resuelve: a) Declarar con ha lugar el recurso de exhibición 
personal, a favor de la recurrente, b) ordenar al judicial intimado girar de forma 
inmediata orden de libertad a favor de la recurrente y entregarla en el instante a 
esta autoridad para su inmediata ejecución, previa Apud Acta. C) Ordena al 
Judicial  intimado en el término de 72 horas la sentencia en que en derecho 
  
corresponde, teniendo el mismo el derecho de recurrir de queja ante las 
instancias correspondientes, en caso hipotético de no estar de acuerdo con lo 
resuelto. D) Aclara al Judicial Intimado que lo resuelto por esta autoridad es de 
obligatorio cumplimiento de conformidad a lo previsto en la ley de amparo y de 
no acatarlos sus actuaciones posteriores, serán nulas y delictuosas, según la 
misma ley.” Se observa que el Acta de Intimación no fue firmada por el Judicial 
Intimado, encontrándose un disentimiento en la parte final de dicho documento 
y refiere que el plazo de ley no se encuentra vencido. El hecho de no firmar el 
Acta de intimación no invalida las actuaciones del Juez Ejecutor. 
El 23 de octubre de 2009 la Sala Penal resuelve confirmar lo actuado por el 
Juez Ejecutor y le da lugar al recurso a favor de la recurrente. Además ordena 
la libertad inmediata de la recurrente bajo previa fianza de la Haz (art. 63 inc. 3 
de la Ley de Amparo) por encontrarse vencido el término de ley. El recurrido 
recibe la Certificación de lo resuelto el 28 de octubre de 2009.  
En fecha 5 de noviembre de 2009 el solicitante presenta escrito donde pone en 
conocimiento a la Sala que el Judicial no deja en libertad a la recurrida hasta 
que le rinda una fianza pecuniaria que ordenaría por medio de un auto, y que 
además contradice lo que ordena la Sala Penal del Tribunal de Apelaciones. 
Pide al Tribunal que ordene la libertad inmediata y el apoderamiento por parte 
del Juez Ejecutor de la recurrida. A su vez solicita se levante un informativo al 
Judicial por los delitos de Abuso de Autoridad, Prevaricato y Desacato a la 
Autoridad y se informe a la Comisión de Régimen Disciplinario. 
El 6 de noviembre la Sala dirige oficio al Juez Noveno de Distrito Penal de 
Juicio de Managua a fin de que informe de manera inmediata la situación 
jurídica de la recurrente y las razones legales por las cuales ha incumplido con 
lo mandatado por el Tribunal. El oficio es recibido por el Juez Noveno el 10 de 
noviembre de 2009.  
El 12 de noviembre el solicitante presenta otro escrito donde demuestra que el 
Judicial no ha cumplido con la mandatado por la Sala, y solicita multar 
conforme a la Ley de Amparo al Judicial con el 25% de su salario. Además 
aduce el solicitante que no contestará las pretensiones del Juez Noveno en 
  
vista que la Ley de Amparo establece que todas las actuaciones del Juez son 
nulas después de haberse decretado admitido el Recurso de Amparo o Hábeas 
Corpus.  
En el anterior escrito, el solicitante adjunta copia de notificación del Juzgado 
Noveno de Juicio de Managua donde expresa no realizar lo resuelto por el 
Tribunal porque según en el ordenamiento jurídico penal no existe la figura de 
fianza de la Haz por haberse derogado el Código de Instrucción Criminal. 
El 13 de noviembre de 2009 la Sala Penal Uno ordena nuevamente, y a pesar 
que no envió ningún informe, poner en libertad a la recurrida y le hace saber 
que la Ley de Amparo es de rango constitucional y que las resoluciones 
judiciales son de ineludible cumplimiento, todo de conformidad al art. 167 Cn. 
El 16 de noviembre de 2009 el Juez envía informe a la Sala Penal Uno, donde 
señala que no ha incumplido lo resuelto por la Sala. Sostiene que el 29 de 
octubre procedió a darle cumplimiento a lo ordenado por la Sala y en virtud de 
que la figura de la Fianza de la Haz fue derogada por la Ley 406 “Código 
Procesal Penal”, es inexistente tal figura por lo que procedió a adecuarla a las 
medidas cautelares del art. 167 inciso 1 y 2 y 184 CPP. 
El 19 de noviembre de 2009 el solicitante vuelve a presentar un escrito, esta 
vez señalando que dado el incumplimiento de lo resuelto por la Sala, ordene la 
separación del cargo al Juez Noveno de Distrito Penal de Juicio de Managua, 
conforme al art. 69 de la Ley de Amparo. Vuelve a solicitar que ordene al Juez 
Ejecutor apoderarse de la favorecida del recurso y la presente a la brevedad 
ante el Tribunal quien deberá confirmar la libertad de la misma. 
La Sala ordena por auto del 27 de noviembre de 2009 ampliar el informe de la 
autoridad recurrida, ya que en el informe que envió no establece la cantidad de 
la caución económica aplicada a la favorecida. El oficio fue recibido por la 
autoridad recurrida el 1 de diciembre de 2009. 
El 3 de diciembre de 2009 el solicitante mediante escrito le pide a la Sala una 
respuesta de porque ha retrasado el proceso de sancionar al Juez, y además 
porque no se ha pronunciado sobre el apoderamiento de la recurrente, si el 
  
Recurso de Exhibición Personal fue admitido desde hace más de dos meses. 
También les expresa a la Sala que según ha observado en el Sistema 
NICARAO, dicha autoridad por tercera vez notifica a la autoridad recurrida 
sobre actuaciones en este recurso, y en la última ocasión le mando a pedir un 
informe sobre la caución económica que impuso a la favorecida. El solicitante 
señala no encontrar en ninguna parte de la Ley de Amparo, que el Tribunal 
deba estar enviándose correspondencia con el Juez para resolver cada idea 
que se le venga al Juez. 
En todo caso, hace saber que el derecho de súplica, duplica, mandar a oír a la 
parte contraria de cada actuación no es parte del procedimiento de la ley de 
Amparo, y al final deja de ser un recurso especial y se vuelve un juicio ordinario 
de tantas ordenes, suplicas, oficios y correspondencia. Cree el solicitante que 
el invento de ese nuevo procedimiento viola de manera flagrante los derechos 
constitucionales de la recurrente, máxime que ya van transcurriendo dos meses 
desde que el Juez Ejecutor ordenó la libertad y aun no se ha cumplido. 
Asimismo pide al Tribunal declare nulo y delictuoso la convocatoria a Juicio que 
realizó la autoridad recurrida para el día veintisiete de noviembre de 2009.  
El 3 de diciembre del 2009 el Juez presenta informe a la Sala, después de 
varios órdenes, en el que pone en conocimiento a la Sala de porque no ha 
ordenado la libertad de la recurrente. Éste señala “En fecha veintitrés de julio 
del año 2008 se realizó a la recurrente Audiencia Preliminar en el Juzgado 
Cuarto de Distrito Penal de Audiencias de Managua, en dicha audiencia se le 
decretó Medidas alternas a la prisión preventiva imponiéndole Detención 
Domiciliar con dos personas a su custodia y la presentación periódica en las 
oficinas de presentación de procesados. El 30 de julio de 2008  en Audiencia 
Inicial la Judicial le mantuvo la medida cautelar en Audiencia Preliminar. El 9 de 
diciembre de 2008 el Ministerio Público presentó a esa autoridad petición para 
revisar las medidas cautelares. El 18 de diciembre de 2008 se realizó revisión 
de las medidas cautelares teniendo como base el informe policial, siendo 
evidente la transgresión de la medida cautelar por lo que se revocó la medida y 
se le impuso prisión preventiva. El 8 de enero de 2009 las autoridades de la 
policía nacional remitieron las diligencias de puesto a la orden de la recurrente. 
  
El 26 de enero se dictó  auto donde se levanta el estado de rebeldía de la 
recurrente y se decreta prisión preventiva, comenzándose a correr el plazo de 
duración del proceso íntegro. Programándosele Juicio el 30 de enero de 2009. 
El 30 de enero de 2009 se procedió a la suspensión del Juicio en vista que no 
se remitieron a uno de los acusados, reprogramándose Juicio el 16 de febrero 
de 2009, ese día una defensa de los acusados solicitó la reprogramación del 
Juicio Oral, siendo atribuible el tiempo de demora a la defensa y se dio fecha 
para el 20 de abril de 2009. En fecha 20 de abril se suspendió el Juicio en vista 
que no se contaba con los candidatos a miembros del Jurado requerido por la 
ley, atribuyéndose el tiempo de demora a la fuerza mayor. El 16 de junio se 
programó nueva fecha de Juicio para el 6 de agosto de 2009, sin embargo tuvo 
que ser suspendido en vista que un familiar de un acusado solicitó cambio de 
defensa y el tiempo de demora fue atribuible a la defensa, con el fin de que 
preparara la defensa el escrito de intercambio de información y prueba en vista 
que la anterior defensa no la había presentado. El 26 de agosto se reprogramó 
Juicio ya que una de las defensa solicitó reprogramación y se dio fecha para el 
23 de septiembre de 2009. El 23 de septiembre de 2009 otra defensa solicitó 
reprogramación de Juicio adjuntando copia de reposo del INSS. El 6 de octubre 
de 2009, fue programado Juicio pero una defensa solicito la reprogramación del 
Juicio y que el tiempo de demora fuese atribuido a su persona, ya que se tenía 
una resolución del Tribunal de Apelaciones y esperaba que fuese entregada a 
esta autoridad judicial. Por todo lo anterior considera la autoridad que ha sido 
garante del Proceso Penal y que todas sus actuaciones están apegadas a 
Derecho. Aduce que si la estrategia de las defensas es extender en tiempo del 
Juicio por medio de las vías que el Código Procesal contempla y después 
hacerlas querer ver como que el término de duración del Juicio ha prescrito, 
considero que este tipo de práctica es desleal a la profesión y al proceso penal. 
La Sala Penal resuelve sobre el informe del Judicial el 9 de diciembre de 2009, 
le ordena una vez más al Juez que deje en Libertad a la recurrente, de lo 
contrario estaría incurriendo en desacato y procederán como en derecho 
corresponde. El oficio es recibido por el Juez Noveno el 16 de diciembre de 
2009. 
  
El 14 de diciembre de 2009 el solicitante presente un escrito donde señala que 
el Judicial ha hecho aparentar a la Sala que cumplirá, pero lo que 
supuestamente está esperando es que los Juzgados salgan de vacaciones y 
así no emitir la orden de libertad y pretende sacar un fallo de veredicto antes de 
dar la orden. Le hace saber a la Sala que la Ley de Amparo es muy clara en su 
artículo 64 al precisar en que las actuaciones del Juez intimado desde el 
momento de la intimación será nulo y delictuoso, por lo que solicita 
nuevamente se declare por el Tribunal la nulidad de todo lo actuado por el Juez 
Noveno de Distrito Penal de Juicio a partir de las dos de la tarde del 16 de 
octubre de 2009 hasta el día en que se ponga en libertad a la recurrente.  
El 13 de enero del año dos mil diez el asunto se archivó porque observan que 
no se continuó impulsando dicho recurso, y esto denota una falta de interés 
jurídico por parte del recurrente. 
De manera conclusiva punteamos que el presente asunto se tramitó durante el 
plazo de 3 meses y 5 días, ordenándose el archivo por falta de impulso 
procesal. A nuestro criterio este no debió haberse archivado ya que no se le dio 
contestación por parte de la Sala al último escrito del solicitante donde realizó 
peticiones de ley. No se cumplió con la finalidad de la Ley de Amparo en 
materia de Exhibición Personal a pesar de haberse confirmado lo actuado por 
el Juez Ejecutor quien ordenó la libertad de la recurrida por vencimiento de 
plazo.  
El Tribunal actuó de manera indebida al no proceder conforme a lo señalado 
por la Ley de Amparo, al tener varias causas para proceder contra el desacato 
de sus resoluciones realizados por la autoridad recurrida. La actuación del 
Judicial nos demuestra un proceder incorrecto al no dejar en libertad a la 
recurrente y del mismo informe previsto por esa autoridad se desprende que 
las causas por las que se suspendía el Juicio no eran tan meritorias.  
Algo notorio del presente caso es que el Judicial consideró justificativo todas 
las solicitudes de reprogramación realizados por las defensas, y no reflexionó 
sobre las repercusiones negativas sobre los procesados. El Judicial como 
garante del proceso debe sopesar sobre toda las actuaciones que se den en el 
  
Juicio, ponderando tanto los derechos de las supuestas víctimas como de los 
supuestos acusados. Sin olvidar que el acusado es un ser humano al cual se le 
deben tutelar sus derechos y garantías. 
El presente asunto nos demuestra que algunos Judiciales hacen caso omiso a 
las peticiones de las partes y a lo mandatado por sus superiores. Por ejemplo 
de los datos provistos por el solicitante contenidos en el expediente del 
Recurso, se puede observar como en la Audiencia de Integración de Jurados 
de Juicio Oral y Público de fecha 23 de septiembre de 2009, el solicitante le 
hace saber a este Judicial que  se interpuso  un recurso de Habeas Corpus, 
ante el Tribunal de Apelaciones, el cual fue rechazado, pero posteriormente se 
interpuso Recurso de Queja ante la Corte Suprema de Justicia, en la cual el 
máximo Tribunal en Sentencia No. 392 dicta un ha lugar al Recurso de Queja 
en contra del Tribunal de Apelaciones el 26 de agosto del 2009, a las una y 
diez minutos de la tarde. De lo anterior, el Judicial no se pronunció al respecto, 
no obstante el artículo 66 de la Ley de Amparo en su primer párrafo señala que 
todo lo actuado desde la  intimación del Juez Ejecutor, todo procedimiento de la 
autoridad requerida será nulo y delictuoso. 
Para futuros conflictos en casos parecidos por vencimientos de plazo, puede 
servir como jurisprudencia la Sentencia de la Sala de lo Constitucional, del día 
26 de agosto del 2009, de las una y diez minutos de la tarde, estableciendo que 
se debe respetar el artículo 134 del Código Procesal Penal, y que la 
interrupción del plazo debe ser debidamente justificada, no debe detenerse el 
cómputo antojadizamente por los Judiciales. Esta misma resolución detalla que 
los plazos para dictar sentencia o emitir veredicto deben ser acatadas 
cabalmente, porque de lo contrario se estaría violentado lo dispuesto en el 
numeral 8 del artículo 34 de la Constitución Política que textualmente dice: “…A 
que se le dicte sentencia dentro de los términos legales, en cada una de las 
instancias del proceso”. La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia fundamenta dicha sentencia en los artículos 424 y 436 del Código de 
Procedimiento Civil; artículos 4, 60 y 73 de la Ley de Amparo.  
Nuestro máximo Tribunal de Justicia, la Corte Suprema de Justicia debe de 
manera urgente pronunciarse respecto a cuales pueden ser las causales de 
  
fuerza mayor debidamente justificadas, que producirían la interrupción del 
cómputo del plazo del proceso. Compartimos el criterio del Juez Ejecutor en su 
amplia Acta de Intimación que de seguir este tipo de circunstancias se estarían 
lesionando los derechos de los procesados a tener un proceso ágil y rápido. 
En síntesis respecto al cumplimiento de los aspectos de legalidad procesal 
señalados en la Ley de Amparo referimos: Se nombró Juez Ejecutor quien 
demostró un buen desempeño en su cargo, además de un buen manejo del 
tema de Exhibición Personal. No obstante, el Tribunal no sancionó los actos 
contrarios a la lealtad procesal por parte de la autoridad recurrida al 
desobedecerle. No se dirigieron todos los trámites del Recurso, no impidieron 
su paralización y no tomaron las providencias para el cumplimiento de sus 
resoluciones. 
Dejando a un lado el anterior tema, y entrando a una nueva temática, también 
se puede afirmar del presente estudio que existe una falta de comunicación y 
apoyo entre Autoridades Públicas para evitar detenciones ilegales. Un caso 
que refleja esa circunstancia es detallada a continuación. 
El 27 de octubre del año 2009 se interpuso un recurso en contra del Juez 
Séptimo Penal de Audiencias de Managua. Se expresaba que el recurrente se 
encontraba a la orden de este Juez desde hace más de ocho meses procesado 
por la aparente autoría del delito de Robo con violencia, sin realizarse Juicio 
Oral y Público. 
El Juez Ejecutor intimó el 6 de noviembre de 2009 al Juez Séptimo Penal de 
Juicio de Managua y no a la autoridad recurrida. Este señala que el detenido 
fue sobreseído  mediante sentencia del 25 de julio del 2008 a las 9:50 a.m., se 
giró orden de libertad el día 7 de agosto de 2008, enviada al Distrito IV de la 
Policía Nacional y al Jefe de Auxilio Judicial. Por tanto la autoridad recurrida 
evacuó el proceso y remitió el expediente al Archivo fenecido. El Ejecutante 
pudo observar esa resolución en el Libro Copiador de Sentencia del Juzgado, 
pero no percibió el expediente para aseverar que el recurrente es la misma 
persona a quien se le admite el presente mandamiento. Por lo tanto el Juez 
  
ejecutor falla No ha lugar al Recurso de Exhibición Personal a favor del 
recurrente. 
El  9 de noviembre de 2009, la Sala devuelve las diligencias al Juez Ejecutor a 
fin de resolver lo correspondiente en derecho, por considerar que se podía 
estar en presencia de dos causas distintas por establecerse distintas 
autoridades judiciales y distintos delitos, y  con la información referida el Juez 
Ejecutor no puede determinar si el acusado actualmente está siendo procesado 
por otra causa, por lo que no puede tomarse una decisión sobre si ha lugar o 
no ha lugar al recurso de Amparo. 
Hasta el 18 de diciembre el Juez Ejecutor hace saber que se ha apersonado a 
los Juzgados de Managua en cuatro ocasiones con el fin de evacuar el recurso. 
Encontrando en dicho proceso entre otras cosas lo siguiente: Primero: El 
imputado no tienen ninguna causa en proceso en el Juzgado Séptimo Penal de 
Audiencia de Managua, Segundo: En el Juzgado Séptimo Penal de Juicio en el 
año 2007 se proceso al imputado por el delito de Hurto, causa que se 
encuentra cerrada por sobreseimiento definitivo contenida en sentencia firme. 
Tercero: Según intimación al Juez Octavo de Distrito Penal de Audiencia 
señala que tiene causa abierta al imputado por el delito de Robo con violencia y 
pudo constatar con el expediente que la causa se instruye con detenido libre y 
que el Judicial nunca ha emitido orden de captura contra el imputado, incluso 
en la acusación de la Fiscalía se lee persona libre. Señala el Judicial intimado 
que desconoce los motivos por los cuales está detenido el recurrente en el 
Sistema Penitenciario, pues autoridades del mismo le informaron que está 
condenado por otros casos. Cuarto: Que no se encuentra registrada otra causa 
además de las señaladas a nombre del imputado en los Juzgados de 
Managua. El Juez Ejecutor considera que al no tener causas abiertas o 
medidas privativas de libertad en los Juzgados de Managua, debe solicitarse 
informe al Sistema Penitenciario de Managua para que diga la causa y por 
orden de quien se encuentra detenido el recurrente, y con el informe culmina: 
“si es por las causas ya señaladas debe emitirse por los Magistrados de la Sala 
Penal Uno del Tribunal de Apelaciones de Managua orden de libertad a favor 
  
del recurrente”, pues como ya expresó en las dos causas incoadas ninguna 
tiene medida cautelar de prisión preventiva. 
El  22 de diciembre de 2009 el Tribunal solicita al responsable del Sistema 
Penitenciario  que en el término de veinticuatro horas después de notificado 
informe a la Sala de la situación legal del recurrente. Es hasta el 18 de enero 
de 2010 que la Sala de lo Penal recibe el informe del Sistema Penitenciario, 
señalando éste anterior: De acuerdo a los controles administrativos que se 
llevan el recurrente fue capturado el 18 de junio de 2008 e ingresa al penal el 9 
de julio de 2008 por el delito de Hurto a la orden del Juez Séptimo de Distrito 
Penal de Juicio, no obstante en esta causa ya se emitió orden de libertad, pero 
está siendo procesado en el Juzgado Octavo de Distrito Penal de Audiencia por 
el delito de Robo con intimidación siendo requerido por el Juez para el día 22 
de enero de 2010 a las 8:00 a.m. 
El 18 de enero de 2010 la Sala no le da lugar a la petición de Recurso de 
Exhibición Personal por detención ilegal, en base al informe enviado por el 
Director del Sistema Penitenciario porque existe causa penal por el delito de 
Robo con intimidación.  
No obstante, hay contradicción entre lo expuesto en el Informe del Juez 
Ejecutor según lo expresado por la Juez Octavo de Distrito Penal de Audiencia 
y lo informado por el Sistema Penitenciario. Aún así el Tribunal desatiende ese 
dato y resuelve en base al informe del Sistema Penitenciario, en desfavor del 
recurrente quien a criterio del Juez Ejecutor se encontraba detenido 
ilegalmente. Se puede apreciar que la Sala Penal incumplió con la misma ley 
de Amparo al no proceder conforme a lo estipulado por el Juez Ejecutor. 
El recurso se tramitó durante 2 meses y 21 días. Aunque se cumplió con el 
nombramiento del Juez Ejecutor, no se dirigieron todos los trámites del recurso 
de oficio según lo expresa el artículo 6 de la Ley de Amparo. Todo se realizó a 
instancia de parte. El proceder a petición de parte en ésta tramitación aunó a la 
paralización del mismo. No se sancionaron los actos contrarios a la lealtad 
procesal: Administrativo y Penal, ya que los sujetos procesales no cumplieron 
  
con el término señalado por el Tribunal para remitir diligencias. No se respetó el 
principio de celeridad procesal del Recurso. 
 La Sala no tomo las debidas providencias para emitir una resolución correcta 
ya que no indagó a fondo sobre las contradicciones entre lo señalado según el 
Acta de Intimación del Juez Octavo de Distrito Penal de Audiencia y el informe 
del Sistema Penitenciario. 
Por otro lado, aunque se pueden apreciar irregularidades realizadas por las 
autoridades recurridas, también quedan de manifiesta las efectuadas por los 
Jueces Ejecutores.  
Por ejemplo el 12 de noviembre del año 2009 se interpuso Recurso de 
Exhibición Personal en contra del Juez Octavo de Distrito penal de Juicio de 
Managua. En la relación de hechos se decía que el 26 de octubre de 2009 a las 
8:31 a.m., el Juez levantó acta de comparecencia a Juicio en donde de 
conformidad al art. 105 CPP se declara abandonada la defensa del recurrente. 
En contra de la anterior resolución se interpuso un escrito ya que la Audiencia 
de Continuación de Juicio estaba programada para las 9:30 a.m. del 26 de 
Octubre, en donde se efectuó Audiencia únicamente con el representante del 
Ministerio Público y el acusador particular con una hora de antelación, por ende 
no se oyó a las defensas técnicas. A la fecha de conocido el recurso el Judicial 
no había dado trámite al escrito presentado, ni había puesto en libertad al 
recurrente, ya que se encuentra con medida cautelar de prisión preventiva 
desde el 24 de julio de 2009. El solicitante del Recurso hace saber a la Sala 
que habían transcurrido tres meses y 19 días y el recurrente continuaba con la 
prisión preventiva, incumpliendo lo que señala el art. 134 CPP.  
Se adjunta al presente escrito el Acta de Continuación de Juicio con fecha 14 
de octubre de 2009 en la que el Judicial señala que la Continuación de Juicio 
será el lunes 26 de octubre a las 9:30 a.m., y también el Acta de 
Comparecencia a Juicio con fecha 26 de octubre de 2009 donde se refleja que 
la misma empezó a las 8:30 a.m. 
El 19 de noviembre de 2009, visto el informe del Juez Ejecutor el cual 
constituía en descripciones sobre los actos procesales sin resolver sobre la 
  
detención, la Sala ordena regresar las diligencias al Juez Ejecutor a fin de que 
explique los motivos o circunstancias del porque hasta la fecha no existe 
veredicto o sentencia en el proceso judicial. La parte interesada recibe el 
Mandamiento un día después. 
El 23 de noviembre de 2009 se recibe el Acta de Intimación del Juez Ejecutor 
quien expresa no encontrar ninguna irregularidad en el proceso, pues se han 
respetado todos los procedimientos que establece el Código Procesal Penal. 
En su opinión personal y tomando en consideración la gravedad de los 
supuestos delitos, exterioriza que aún no se ha dictado sentencia por el hecho 
que se da retardación de justicia en algunos procesos por la carga de trabajo 
que tienen los judiciales y los pocos recursos humanos con que estos cuentan 
para dar agilidad a los juicios. 
De lo anterior, la Sala considera que el Juez Ejecutor en su Acta de Intimación 
no es claro y preciso y ordena devolver las diligencias para que las mejore. 
Dicho mandato no fue cumplido por el Juez Ejecutor quien no remitió la 
aclaración del Acta de Intimación. 
El 13 de enero de 2010 la Sala ordena el archivo de las presentes diligencias 
porque observan que no se continuó impulsando dicho recurso, y esto denota 
una falta de interés jurídico por parte del recurrente.  
Es necesario referirnos a ciertos aspectos de este recurso. Se adjunta al 
presente escrito el Acta de continuación de Juicio con fecha 14 de octubre de 
2009 en la que el Judicial señala que la continuación de juicio será el lunes 26 
de octubre a las 9:30 a.m. y el Acta de Comparecencia a Juicio con fecha 26 de 
octubre de 2009, en la que se puede leer en la parte introductora la hora de 
realización de la Audiencia siendo 8:31 a.m. De haber sido probada esta 
situación por el Juez Ejecutor, el recurrente estaba detenido ilegalmente ya que 
efectivamente empezó una hora antes de lo señalado, dejando en total 
indefensión al recurrente. 
En la Audiencia del 26 de Octubre estaban presentes el  Fiscal y el recurrente. 
El judicial ordena de conformidad al art. 105 CPP que se declare abandonada 
la defensa, se ordena girar oficio al Consejo Nacional de Administración para 
  
que procedan conforme a la materia propia de su competencia, se ordena girar 
oficio a la Dirección de la Defensoría Pública a fin de que sea designado un 
defensor para el recurrente de conformidad al art. 73, 98 y 99 CPP. Igualmente 
se declara rebelde al otro procesado y se ordena realizar la captura de éste, 
para que una vez puesto a la orden de la autoridad judicial se proceda a 
señalar la fecha de juicio. De conformidad al art. 134 CPP se interrumpe el 
cómputo de duración del proceso por ser la demora atribuible a la defensa y de 
conformidad al art. 290 CPP se declara interrumpido el presente juicio.  
Lo anteriormente resuelto por el Juez puede ser considerado una violación a 
las garantías constitucionales, propiamente al derecho a la defensa, pudiendo 
ser este acto atacado por nulidad absoluta, y no proceder el abandono de la 
defensa, el decreto de rebeldía y la orden de captura y sobre todo la 
interrupción del cómputo del plazo, el cual no puede ser atribuido a la defensa, 
ya que la no concurrencia no se dio aparentemente por su voluntad, sino 
porque la Audiencia empezó una hora antes.  
Referente a la resolución del Juez Ejecutor, la retardación de Justicia, 
justificada o no, nunca será motivo para mantener en detención a una persona. 
En el procesado no recae la obligación de dictar sentencia o emitir veredicto. El 
Judicial es el controlador del tiempo de duración del proceso, el cual nunca 
debe sobrepasar el término respaldado en el Código Procesal Penal, de lo 
contrario se debe actuar conforme a ley. 
El tiempo de tramitación del recurso fue de 2 meses y 1 día. A nuestro criterio 
no se cumplió con la finalidad del Recurso de Exhibición Personal. 
Otro caso que denota irregularidades de lo actuado por el Juez Ejecutor la 
encontramos en el recurso interpuesto el 10 de diciembre de 2009 en contra 
del Juez Quinto Local de lo Penal de Managua. Se hace saber en la relación 
fáctica que el recurrente se encuentra detenido ilegalmente por más de tres 
meses sin que a la fecha se le haya dictado Sentencia o se le haya dejado en 
libertad por el supuesto delito de Incumplimiento de Deberes Alimentarios. 
El 15 de enero de 2010 fue recibida Acta de Intimación del Juez Ejecutor en 
donde aduce que compareció ante el Juzgado y al efecto procedió a intimarlo. 
  
El Juez le afirmó que dicho caso se encuentra tramitado en debida forma 
dentro de los términos de ley que regula el art. 134 CPP. La causa se inició el 
14 de octubre de 2009 a las 3:00 p.m. y concluyó con sentencia condenatoria el 
día 27 de noviembre de 2009 a las 3:45 p.m.  
El Juez Ejecutor en el Acta de intimación expone que desde el día 14 de 
octubre al día 23 de noviembre transcurrió un mes y nueve días, violando de 
esta forma el debido proceso y cayendo en defectos absolutos de conformidad 
con el art. 163 CPP numeral 1 y resuelve dejar en libertad al procesado 
retrotrayendo el proceso hasta antes del acto defectuoso. Todo esto previa 
fianza personal o de la Haz que proponga el recurrente. 
El mismo día en que se recibió el Acta de Intimación se recibe el Informe de la 
parte recurrida señalando que el Juez Ejecutor compareció ante esa autoridad 
el 16 de diciembre de 2009 a eso de las 11:00 a.m., no dejándole copia de lo 
actuado, ni mucho menos de la resolución que se hubiere dictado, si no es que 
hasta el día 18 de diciembre del corriente a las 1:00 p.m. fue de su 
conocimiento lo resuelto por el Ejecutor. Aduce que no se violentó el debido 
proceso, no tomando en cuenta que la fecha de detención del acusado se dio 
después de dictar el fallo de culpabilidad tratando de confundir y haciendo creer 
que el acusado se encontraba detenido desde el inicio del proceso lo que no es 
así. El Recurrente acusa una aparente anomalía en el actuar del Juez Ejecutor. 
El 18 de enero de 2010 la Sala considera improcedente el Recurso de 
Exhibición Personal por Detención Ilegal, ya que del Acta de intimación 
efectuada por el Juez Ejecutor se desprende que existe  una causa judicial en 
contra del ciudadano y fue dictada sentencia en su contra dentro del término 
establecido por la Ley, todo de conformidad al art. 134 CPP. 
De todo lo anterior podemos decir que el Tiempo de tramitación del recurso fue 
de un mes y ocho días. Respecto a la legalidad procesal podemos pronunciar 
que se nombró Juez Ejecutor, y este mismo ordena la libertad del detenido y 
además ordena retrotraer el proceso, lo cual está en total contradicción con el 
artículo 165 del Código Procesal Penal que expresa “Bajo pretexto de 
  
renovación del acto, rectificación del error o cumplimiento del acto omitido no 
se podrá retrotraer el proceso a períodos ya precluidos”.  
Por otro lado, en el Informe de la autoridad recurrido señala que aparentemente 
hubo mala fe de parte del Ejecutor al querer confundir el proceso y resolver a 
favor del recurrente. En este sentido, el Tribunal no sancionó los actos 
contrarios a la lealtad procesal. Además aparentemente también hubo mala fe 
por parte del solicitante al interponer un Recurso no apegado a la realidad de la 
situación del recurrente. 
Para finalizar éste segmento, alrededor del 60% de los recursos estudiados 
para la presente monografía fueron archivados por falta de impulso procesal de 
la parte recurrida. Se nombró Juez Ejecutor pero éste nunca remitió lo actuado 
a la Sala de lo Penal, a pesar que en el Mandamiento de Ley se le previene 
que tiene 72 horas a lo sumo, después de haber recibido el mismo para enviar 
las diligencias a la Sala de lo Penal del Tribunal de Apelaciones. 
La Sala expresa en todos los autos resolutivos en los que se ordena el archivo 
de los recursos que habiendo cumplido con el artículo 58 de Ley de Amparo, y 
observando que no se continuó impulsando dicho recurso se denota una falta 
de interés jurídico por parte del recurrente.  
La Sala no impidió la paralización de los mismos y no se sancionaron los actos 
contrarios a la lealtad procesal en que pudo haber recaído tanto el Juez 
Ejecutor y la autoridad recurrida, si se llegase a demostrar la detención de mala 
fe. 
También se encontraron dentro del universo de la muestra recursos 
rechazados por Inadmisibles. Expresaremos si fueron tramitados 
correctamente o no, según nuestro criterio racional. Uno de ellos es el 
siguiente.  
El 12 de enero de 2009 la Sala rechaza el recurso interpuesto contra el Juez 
Séptimo de Distrito Penal de Audiencia de Managua por ser improcedente. El 
Recurso dispone que el 22 de diciembre de 2009 fuera detenido ilegalmente el 
recurrente y no se presentó ante autoridad competente para que se le realizará 
  
la correspondiente audiencia, sino que se programó para el 13 de enero de 
2010.  
El Tiempo de tramitación y resolución del recurso se realizó en menos de 24 
horas. Aunque se dirigieron todos los trámites, no se evacuó asertivamente la 
petición del recurrente, no se determinó si realmente fue puesto ante autoridad 
competente dentro del plazo establecido en la Constitución. Aparentemente 
hay detención ilegal porque no se le realizó al recurrente la Audiencia 
Preliminar en tiempo y forma, y por asunto de vacaciones del Estado se 
mantuvo en prisión al mismo. 
A nuestra gnosis sí cabe el nombramiento del Juez Ejecutor para conocer si 
verdaderamente el recurrente fue puesto o no ante autoridad competente 
dentro de las 48 horas desde su detención. Concluimos que la Sala Penal del 
Tribunal de Apelaciones no observó el debido proceso porque la figura del Juez 
Ejecutor es la encargada de realizar las debidas averiguaciones respecto a la 
situación legal. No obstante, y  a pesar de estar concebido en una Ley de rango 
Constitucional los integrantes de la Sala de lo Penal del Tribunal de 
Apelaciones no confían en esta figura, lo cual se puede inferir por las 
actuaciones que realiza el Tribunal, que en algunos casos hasta procede al 
margen de la Ley de Amparo. 
3.4. ANÁLISIS DEL RECURSO DE EXHIBICIÓN PERSONAL POR 
DETENCIÓN ILEGAL EN CONTRA DE DOS AUTORIDADES PÚBLICAS 
También de la muestra extraída para estudio se encuentran recursos en contra 
de dos autoridades públicas. Así por ejemplo, en el recurso interpuesto el 9 de 
octubre de 2009 en contra de la Jefa de la Dirección de Auxilio Judicial y en 
contra del Juez Noveno de Distrito Penal de Juicio de Managua. En la relación 
de hechos del cuerpo del recurso el solicitante señala que el recurrente está 
detenido desde el día 7 de Octubre de dos mil nueve a las seis de la mañana, y 
ese mismo día fue puesto ante autoridad competente. El 9 de octubre de dos 
mil nueve no se le había celebrado audiencia alguna. La detención obedece a 
una orden que fue librada el 1 de agosto de 2009 por el Juez Quinto de 
Audiencia. El recurrente se presentó el 28 de agosto de 2009, en donde se 
  
celebró Audiencia Inicial y se le decretó medida cautelar alterna a la prisión 
preventiva. Asimismo se dejó sin efecto la orden de allanamiento y detención 
entregada a la Dirección de Auxilio Judicial. Después de su detención a 
sabiendas y con conocimiento de que dicha orden de detención había sido  
suspendida la Policía de Auxilio Judicial con abuso de autoridad procedió a 
realizarla.  
Aparentemente hubo abuso de la autoridad policial al realizarse la detención. El 
recurrente es procesado por los delitos de Tráfico Ilícito de Vehículos y Estafa. 
El solicitante adjuntó Acta de Audiencia Inicial con características de Preliminar 
del 28 de agosto de 2009, en esta se le decretó medida cautelar de arresto 
domiciliar y se dejó sin efecto la orden de allanamiento y detención.  
La Sala procedió a darle trámite al recurso solicitando al Juzgado Noveno de 
Distrito Penal de Juicios rindiera informe dentro de 24 horas sobre los hechos 
del amparo. Dicho informe nunca se presentó. No se le dio lugar a la pretensión 
del solicitante que era el nombramiento de un Juez Ejecutor que intimará a las 
autoridades recurridas. En relación a la otra autoridad recurrida ni tan siquiera 
se le solicitó informe. 
Fue hasta el 13 de enero de 2010 que la Sala resolvió archivar las diligencias 
porque observan que no se continuó impulsando dicho recurso, y esto denota 
una falta de interés jurídico por parte del recurrente. 
Aparentemente también la parte actora debe solicitarle a la parte recurrida que 
acate las órdenes del Tribunal de Apelaciones,  lo que retrasa la tramitación de 
este mecanismo. La parte debe estar pidiendo de manera escrita al Judicial 
que envié lo ordenado por el Tribunal, y de no ser así debe de manera escrita 
pedirle al Tribunal que haga cumplir lo determinado por ellos. 
En este recurso no se nombró juez ejecutor de oficio a como lo señala el 
artículo 58 de la Ley de Amparo. No se dirigieron todos los trámites del recurso, 
no se impidió su paralización, no se respeto el principio de celeridad procesal y 
no se tomaron las debidas providencias para el cumplimiento de las 
  
resoluciones. Estos requisitos esenciales del proceso del recurso son recogidos 
en el artículo 6 de la Ley de Amparo. 
También el 2 de noviembre de 2009 se recibió un Hábeas Corpus en contra del 
Jefe de la Policía Nacional del Distrito II y el Fiscal General de la República de 
Nicaragua quien es el representante legal del Ministerio Público. El escrito 
refiere: “A las siete de la noche del 27 de octubre de 2009 se detuvo al 
recurrente, sin ser puesto ante autoridad competente. Aun después de seis 
días de estar ilegalmente detenido, el caso está el Ministerio Público. Se acudió 
a hablar con ellos, quienes manifestaron que el caso está ante el Judicial. En 
Atención al Público no sale registrado ninguna causa.” 
Señala el solicitante recurrir por la ilegalidad e inhumanismo de estas 
autoridades. Adjunta carta dirigida al Comisionado y Sub Comisionado del 
Distrito II de la Policía Nacional, expresándole que al agraviado lo han llevado 
tres veces a los Juzgados de Managua sin que se le haya realizado Audiencia 
Preliminar, de igual forma increpa que la Fiscalía orienta ponerlo en libertad por 
no existir suficientes elementos de convicción siendo que a la fecha  no ha 
podido acusar. 
En estas diligencias si se nombró Juez Ejecutor pero éste no remitió las 
diligencias para conocer en qué estado quedó el agraviado. De igual forma que 
el anterior se archivo por falta de interés jurídico por parte del recurrente. 
También se encontró en la muestra de los Recursos estudiados, uno creado en 
fecha 6 de noviembre de 2009 en contra de oficiales de la Policía del Distrito IV 
y el Fiscal del mismo Distrito. Los hechos narran lo siguiente: El 3 de 
noviembre de 2009 a las 3:00 p.m. mediante orden de allanamiento se detuvo a 
los recurrentes supuestamente porque le encontraron drogas, pero no se 
realizó ningún pesaje ni peritaje en el lugar de allanamiento, supuestamente se 
realizó en el Distrito IV. No se han puesto a la orden de Juez competente 
venciéndose el término. Se recurre contra el Ministerio Público porque este no 
ha presentado a la fecha formal acusación en contra de los detenidos.   
  
Al igual que en el anterior caso, se nombró Juez Ejecutor quien no remitió las 
diligencias a la Sala de lo Penal, y por haber transcurrido más de dos meses se 
ordenó el archivo de las diligencias. 
3.5. ANÁLISIS DE UN RECURSO DE EXHIBICIÓN PERSONAL CONTRA LA 
DIRECTORA GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA 
En fecha 23 de noviembre de 2009 se recibió un recurso de exhibición personal 
en contra de la Directora General de Migración y Extranjería. Este señalaba 
que el día 25 de octubre del 2009 fue detenido en las oficinas de Migración y 
Extranjería, el recurrente de nacionalidad China y del domicilio de la República 
del Ecuador. Resulta que se presentó para pagar su permanencia en 
Nicaragua porque quería poner una cadena de restaurantes, mostró sus 
documentos a Migración y Extranjería. La Jefa de Migración ordenó la 
detención del recurrente argumentando que estaba indocumentado, por lo que 
sin dejar derecho a la defensa lo arrestó, llegando a tener hasta treinta días de 
estar privado de su libertad.  
Se agrega al Recurso copias del pasaporte del recurrente emitido por la 
República Popular de China, copias del permiso de residencia y visa de la 
República del Ecuador. Según la visa ecuatoriana el recurrente realiza actos de 
comercio. 
El 23 de noviembre de 2009 se radica el recurso y se solicita a la Directora 
General de Migración y Extranjería que rinda informe dentro de 24 horas, del o 
los motivos por los cuales se encuentra detenido el recurrente, sin estar 
contenido en la Ley de Amparo ese procedimiento. Se recibe la certificación del 
auto el 27 de noviembre de 2009. 
El 1 de diciembre de 2009 se recibe el Informe de la Dirección General de 
Migración y Extranjería que contesta: El recurrente ingresó al territorio nacional 
en fecha 18 de junio de 2009, por el Aeropuerto Internacional Augusto César 
Sandino. En fecha del 24 de julio de 2009, a solicitud de éste se le extendió 
prórroga de estancia dentro del territorio nacional por el período de 54 días, la 
cual se venció en fecha 10 de septiembre de ese mismo año.  
  
Cabe destacar que el recurrente no se presentó a la Dirección General a 
legalizar su situación migratoria, por lo que se encuentra en estado de 
irregularidad con 75 días de estancia vencida dentro del territorio nacional, por 
lo que se procedió a internar en el Albergue Nacional para Migrantes 
Irregulares de la Dirección General de Migración y Extranjería en fecha del 26 
de octubre. El recurrente se encuentra indocumentado actualmente ya que en 
entrevista realizada en el Albergue refirió que su pasaporte se le extravió y por 
carecer su país de nacionalidad de representación diplomática en nuestro país, 
no posee actualmente pasaporte que lo identifique. Se han realizado gestiones 
a través de Cancillería para la tramitación y obtención de sus documentos 
migratorios, pero dicha gestión dura aproximadamente 6 meses, por lo que se 
procedió a emitir resolución administrativa otorgándole citatorio, para que 
proceda a regular su estatus migratorio dentro del territorio nacional, previa 
presentación de requisitos.  
En fecha 10 de diciembre de 2009 la Sala Penal nombra Juez Ejecutor para 
intimar a la autoridad porque vencido el plazo otorgado, no envió informe 
supuestamente. La Sala inobservó que existe en el expediente del Recurso un 
informe de la autoridad requerida. El 13 de enero de 2010 se ordena el archivo 
de estas diligencias por falta de impulso procesal. 
El Recurso se tramitó en un plazo de 1 mes y 18 días. En un primer término la 
Sala decide solicitar informe a la Directora de Dirección de Migración y 
Extranjería dentro de 24 horas. El Mandamiento fue presentado a la parte 
agraviada 3 días después de su interposición. Se presentó el informe de la 
parte recurrida en tiempo. Este procedimiento de solicitar informe no está 
determinado por la Ley de Amparo, aparentemente es un procedimiento 
consuetudinario realizado por la Autoridad, según lo establecido por la Ley lo 
correcto es nombrar un Juez Ejecutor. 
 No obstante la Sala no observó el informe en el expediente, y ordena pasado 
más de 10 días de la recepción del Mandamiento, nombrar Juez Ejecutor 
porque, supuestamente, la parte recurrida no envió informe. 
  
De la lectura del Informe de la parte recurrida se desprende que el recurrente 
fue detenido por estar en un estado migratorio ilegal, y por lo tanto se recluyó 
en el Albergue de Migrantes, de manera legal. Dado que en el país no se 
encuentran una representación diplomática de la República Popular de China 
éste no pudo resolver su estatus a lo inmediato, por lo que se le dio un tiempo 
prudencial al recurrente para que legalizara su estadía en el país. 
De los aspectos de legalidad procesal del Recurso podemos referir, aunque se 
nombró Juez Ejecutor éste no remitió sus diligencias dentro del plazo 
estipulado por la Sala. No se dirigieron todos los trámites del recurso, ya que 
con la información presentada pudo la Sala resolver el asunto, y no archivarlo. 
Las actuaciones en el proceso realizadas por la Sala respecto al Recurso de 
Exhibición Personal no respetan el principio de celeridad. 
3.6. ANÁLISIS DE LOS RECURSOS DE EXHIBICIÓN PERSONAL POR 
AMENAZA DE DETENCIÓN ILEGAL  
Sabemos que el Recurso de Exhibición personal ampara dos supuestos 
fundamentales: la privación ilegal de la libertad y la amenaza de la misma. 
Siendo este último supuesto el que nos ocupa en adelante. 
Antes de entrar al análisis de los veinticuatro casos sobre Amenaza de 
Detención Ilegal consideramos conveniente exponer el concepto coloquial de 
amenaza. Según el Diccionario de la Real Academia Española es dar a 
entender con actos y palabras que se quiere hacer algún mal a otro.  La 
amenaza es un ataque al sosiego y la tranquilidad personal en el normal 
desarrollo de la vida del atacado. 
El artículo 57 de la Ley de Amparo señala los elementos que debe reunir la 
amenaza para ser considerada como tal, a tal efecto debe ser real, inmediata, 
posible y realizable. Pero  además la praxis judicial entiende que la amenaza 
sólo puede prosperar si ésta es realizada de forma directa por oficial u oficiales 
de la Policía Nacional o por cualquier otra autoridad pública que dada sus 
condiciones y poder hagan posible que la amenaza reúna los requisitos 
anteriormente señalados. 
  
Este criterio está de la mano con lo que establece el art.53 de la ley de amparo 
según el cual el recurso de exhibición personal sólo cabe en contra de 
funcionarios o en contra de todos y en contra del particular que restrinja la 
libertad personal, es decir, el recurso no cabe contra el particular que amenace 
restringir la libertad de un sujeto sino únicamente contra el particular que haya 
consumado la restricción de la libertad. Por lo que aquellos sujetos que sufren 
amenazas de privación de libertad incoadas por un particular deben promover 
la vía penal para la defensa de sus derechos e invocar la tutela jurídica en base 
al art.184 y ss., del Código Penal ya que la vía constitucional no los ampara. 
En conclusión, la garantía del recurso de exhibición personal por amenazas de 
detención ilegal sólo procederá cuando las amenazas provengan de una 
autoridad pública o funcionario público. 
Del estudio de los casos, la mayoría de los recurrentes aducen ser 
amenazados directamente por un oficial u oficiales de la Policía Nacional, 
señalan que el oficial se constituyó en sus casas o centros de trabajos con el 
fin único de efectuar la amenaza directamente hacia ellos. Sin embargo, hay 
tres recursos en los cuales la sintonía es otra.  
Con relación a los hechos, los recurrentes expresan enterarse de la amenaza 
por terceras personas que conocieron de esta situación supuestamente por 
medio de jueces o agentes policiales. 
No consideramos adecuado que se dé procedencia a estos recursos, por no 
reunir los requisitos esenciales, que la amenaza sea real e inmediata porque 
objetivamente en estas situaciones no es posible aseverar que la amenaza se 
consumará, no existe un riesgo o peligro real ni inminente, no concurre el 
principio de inmediación de la autoridad pública, tal no se presentó en el lugar 
ni articuló propiamente la amenaza, no se exteriorizó la voluntad del agente 
público de privar la libertad del recurrente. La Sala Penal del Tribunal de 
Apelaciones ordenó en todos estos casos girar oficio a las autoridades 
recurridas a fin de informar sobre la supuesta amenaza de detención.  
  
Opinamos sobre el actuar del Tribunal que lo más correcto era desestimar el 
recurso por no reunir con los requisitos del artículo 57 de la Ley de Amparo 
(real, inmediata, posible y realizable). El ciudadano enterado por otra persona 
no padece una amenaza directa de ser detenido. Éste deberá avocarse a la 
delegación policial correspondiente, de donde provienen los supuestos 
amenazadores. 
De tal forma debe quedar claro que no basta la condición de tener 
conocimiento sobre la amenaza de detención a través de medios de 
comunicación radiales o por rumores entre particulares. El hecho de amenazar 
debe darse entre una persona remitente de ser perturbada en su derecho de 
seguridad personal contra otro que exprese realizar la detención, estas 
circunstancias son necesarias en el mismo espacio de tiempo y lugar. En otras 
palabras, la amenaza deberá consistir en un acto atribuible a la autoridad 
susceptible de lesionar los derechos constitucionales de las personas en forma 
actual y directa, por ende los simples rumores o manifestaciones de que una 
autoridad ejecutará un hecho contiene vicios de ejecutividad. Es mera 
especulación respecto a la posibilidad de lesionar garantías individuales y no 
son objeto del recurso de exhibición personal por amenazas de detención 
ilegal. 
Respecto a la forma de interponer éste Recurso es necesario que cumpla 
ciertos requisitos como la manera en que se dio la amenaza y quien la realizó.  
De los veinticuatro recursos cinco de ellos no presentaron detalle de forma 
clara sobre la realización de la amenaza, ni se expresó motivos para que ésta 
ocurra. En los antecedentes se relata de forma generalizada los 
acontecimientos, sin llegar a ser un acto perturbador real, actual y directo. De 
los cinco anteriores, uno de ellos se rechazó ad portas por ser claramente 
improcedentes al no reunir los lineamientos esenciales señalados en el art. 57 
de la Ley de Amparo. Los demás se admitieron pese a la carencia de 
información suficiente que enterara al judicial sobre la existencia de la 
amenaza. Se continúo el proceso y se ordenó a la parte recurrida la 
presentación de un informe acerca de la situación del recurrente.  
  
Lo anterior ilustra que la Sala Penal de Tribunal de Apelaciones no sostiene un 
criterio uniforme y consolidado respecto a la importancia de que los recursos 
reúnan los requisitos legales que establece la ley de amparo, que no es de más 
decir que tiene categoría constitucional. Esto denota negligencia de la 
autoridad judicial respecto a la aplicación correcta de la ley. No  atribuyen el 
análisis minucioso que merece la admisión del recurso de exhibición personal, 
en pro de la celeridad procesal, economía procesal y efectiva aplicación del 
ordenamiento jurídico a como debe ser.  
Consideramos que para preservar la sanidad de la finalidad del Recurso de 
Exhibición Personal por Amenazas de Detención y para proteger la pretensión 
del recurrente se debe ordenar la ampliación o la inclusión de datos omitidos, a 
como sucede con el recurso de amparo que da tramite a llenar omisiones. 
Ahora, otro asunto de vital importancia, al que la legislación no le da el 
seguimiento y cumplimiento debido es la presentación del informe. 
No podemos negar que el informe pretende brindar al recurrido (autoridad 
pública) la oportunidad de manifestar la justificación de la decisión o acción ya 
realizada, exponer, analizar e interpretar los hechos pasados, y defender la 
postura o solución adoptada, todo esto concede al judicial mejores elementos 
para resolver el caso lo más ajustado al Derecho y a la realidad material, por lo 
que los informes facilitan  la toma de decisiones sobre el asunto. Coadyuvan a 
la celeridad procesal. Detalla de forma clara la situación en que el recurrente se 
encuentra, por tanto ayuda a la investigación en cuanto a analizar si la acción o 
acto de la parte recurrida consiste en una amenaza. 
En todos los casos de amenaza de detención es obligación del Tribunal pedir 
informe a la autoridad amenazante y de éste deducir si efectivamente es cierta 
la razón de proteger el derecho amenazado, todo según el artículo 58 de la Ley 
de Amparo. Dicha Ley establece el deber de rendir informe en un término de  
veinte y cuatro horas, el cual debe ser claro, fundamentado y de existir 
actuaciones investigativas con orden judicial o sin ellas, presentar su debida 
documentación. 
  
Del total de casos, en diez de ellos se rindió informe de la autoridad recurrida. 
En uno de ellos, el informe enuncia la existencia de una citación del recurrente 
para esclarecer hechos delictivo, es decir que no habían motivos de amenaza. 
En los demás se estableció que no existía ninguna investigación, ni causa 
alguna en contra de los recurrentes que justificara la detención, por lo que el 
Tribunal dio lugar al recurso. 
En dieciséis casos no se rindió informe, y lo archivan por falta de impulso 
procesal, porque no rinde informe y hay inobservancia de la tutela judicial 
efectiva, es decir, no se aplica efectivamente la garantía Constitucional 
reconocida en estos  recursos. 
Ahora también existe negligencia en cuanto a la actuación del Juez Ejecutor, tal 
cual lo regula el artículo 56 de la Ley de Amparo. En los recursos no rolan las 
actuaciones del Ejecutor, a pesar que en el Mandamiento de Ley se les 
concede un término de setenta y dos horas para remitir sus diligencias al 
Tribunal. No presentaron las diligencias al Tribunal, creando un estado de 
incertidumbre respecto a la petición del recurrente, además el Juez Ejecutor 
observamos que sin justificación ni detenimiento incumplió lo ordenado por la 
autoridad judicial, lo que afecta desfavorablemente al peticionario. 
Ahora bien en cuanto a la etapa resolutiva, el Tribunal deberá resolver tomando 
en cuenta los siguientes aspectos: 
• Si la realización de la amenaza es real o posible 
• Si existió violación de los derechos protegidos una vez presentado el 
informe por el recurrido o el acta de intimación por el Ejecutor si se 
nombró. 
Es entonces que la Sala Penal deberá examinar la totalidad de la información 
que darán  lugar o no el recurso. El Tribunal antes de resolver deberá examinar 
exhaustivamente lo dicho en el Informe requerido, si hay Juez Ejecutor si éste 
cumplió con el Acta de Intimación y del mismo se desprenda la existencia de 
una amenaza ilegal.   
  
El Recurso de Exhibición Personal en caso de Amenaza de Detención Ilegal 
procede si su pretensión es garantizar la tranquilidad personal y desaparecer 
las perturbaciones o restricciones a los derechos tutelados como son: derecho 
a la libre movilización y circulación, libertad individual, a la seguridad, a la vida 
privada, a la inviolabilidad de su domicilio, al respeto a su honra y reputación, a 
la libertad de expresión y de conciencia, y a no ser sometido o detenido a 
prisión arbitraria ni ser privado de su libertad, salvo por causas fijadas por la ley 
con arreglo a un procedimiento legal. 
Se dan por archivados por falta de impulso procesal la mayoría de los recursos, 
inobservado la Sala que no existió falta de interés, sino un incumplimiento al 
mandato de la Sala de lo Penal, pudiendo ser tal acción sancionada en fuero 
penal.  
En los casos antes establecidos, y tomando en cuenta nuestras observaciones 
confirmamos que el nombramiento de Juez ejecutor se omite de forma 
continua, aun siendo uno de los requisitos que la ley establece cuando no se 


















4. ANÁLISIS JURÍDICO DEL HÁBEAS CORPUS EN OTRAS 
LEGISLACIONES CON LA DE NICARAGUA 
 
4.1 EL HÁBEAS CORPUS EN ESPAÑA 
El Procedimiento de Hábeas Corpus, como es conocido en España se 
desprende de los mismos lineamientos constitucionales, al igual que el Recurso 
de Exhibición Personal regulado en el ordenamiento legal nicaragüense. Al 
mencionar a la Constitución Política de España podemos informar que la 
misma fue aprobada el 31 de octubre de 1978 y sancionada por S.M. EL Rey 
Juan Carlos I el 27 de diciembre de 1978. El artículo 15 de la normativa 
constitucional española regula el derecho a la vida y a la integridad física y 
moral, prohibiendo la tortura, las penas o tratos inhumanos o degradantes. De 
igual forma el artículo 17 ampliamente regula el Derecho a la Libertad Personal. 
En el mismo se expresa el axioma insigne en que descansa la protección del 
Hábeas Corpus que es la garantía de no ser privado de libertad, sino en la 
forma prevista en las normas. 
 
El artículo 17 numeral segundo establece el plazo máximo de detención 
preventiva para efectos de la realización de las averiguaciones policiales que 
en todos casos no debe durar más de setenta y dos horas. Antes de este 
término el detenido debe ser puesto en libertad o ante autoridad judicial 
competente. 
 
La figura jurídica del Hábeas Corpus en la legislación española tiene su 
nacimiento a la luz de la Constitución Española, suscitada en el artículo 17 
numeral cuarto, el cual refiere “La ley regulará un procedimiento de hábeas 
corpus para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona 
detenida ilegalmente…”.  
 
En España el Hábeas Corpus es desarrollado en una Ley Orgánica. El artículo 
81 de la Constitución de España señala que éstas son las relativas al desarrollo 
de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben 
  
los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general. Su aprobación, 
modificación o derogación exige la mayoría absoluta del Congreso. Las Leyes 
Orgánicas son consideradas un escalón intermedio entre la Constitución y las 
leyes ordinarias, no obstante ésta no tiene el rango de constitucionales como 
ocurren en Nicaragua, en donde la Ley de Amparo que regula el Recurso de 
Hábeas Corpus tiene el mismo escalafón que la Constitución misma. 
 
La Ley Orgánica 6/1984, normativa sobre la regulación del procedimiento del 
Hábeas Corpus fue sancionada el 24 de mayo de 1984. La misma es 
sustanciada en cuatro postulados esenciales. Estos son, la agilidad mediante la 
cual se procura la reparación de la violación ilegal con la máxima celeridad. Es 
por eso que se considera un proceso sumario el cual debe finalizar en 
veinticuatro horas. La carencia de formalismo, asoma a este procedimiento con 
el sentido de hacerlo con los menores obstáculos posibles. Al igual que en 
nuestra ley la comparecencia puede ser de manera verbal sin la necesidad de 
un representantes legal, llámese abogado o procurados. Pueden instar este 
proceso el Ministerio Público y el Defensor del Pueblo ya que en ellos 
descansa también la defensa de los ciudadanos. 
En otro sentido, el recurso es general, es decir que ningún agente de la 
autoridad puede sustraerse de su aplicabilidad, ni siquiera la Autoridad Militar 
es ajena al mismo. Y por última dicha ley regula los aspectos de detención 
ilegal y la detención ilegal por vencimiento del plazo constitucionalmente 
regulado para estar detenido, aún cuando la detención fuera legal o cuando las 
condiciones fueran degradantes. 
 
Referente a este sentido, nuestro ordenamiento legal le da más amplitud de 
protección al Hábeas Corpus, al abarcar el mismo las amenazas de detención 
ilegal. En este orden, se distancia mucho de sus orígenes ya que el mismo 
comenzó para la protección de aquellas personas que estuvieran ilegalmente 
detenidas, no para aquellos que se consideraran amenazados de ser 
detenidos. 
 
La Institución del Hábeas Corpus es una técnica de protección del derecho 
fundamental de libertad personal, pero no así de la seguridad jurídica de no ser 
  
potencialmente detenido sin insumo legal. Solamente se puede argüir dicho 
instrumento en los casos donde se produzca efectivamente la detención ilegal. 
No obstante, tiene su base de ser en resguardar la libertad personal en 
contraposición a las arbitrariedades de funcionarios públicos. 
En la legislación española el procedimiento del Hábeas Corpus es un remedio 
eficaz y rápido para solucionar supuesto de detenciones de personas sin 
intervenir disposición legal. El amparado en el procedimiento de Hábeas 
Corpus debe comparecer ante el Juez elegido por el Poder Judicial. El 
ciudadano agraviado expone su petición ante el judicial quien resuelve el 
estado en que deberá estar el mismo. 
 
En Nicaragua, aunque la ley no lo exprese así y no le dé un plazo para ser 
solucionado, se debe entender que el procedimiento de Hábeas Corpus debe 
ser rápido. La Ley solamente hace mención del plazo de veinticuatro horas que 
tiene una autoridad recurrida en casos de amenazas de detención para remitir 
un informe sobre las razones de las amenazas de detención, si existen. En el 
caso de detención ilegal la ley calla sobre el plazo en que debe ampararse a 
una persona injustamente detenida, no obstante se entiende que toda la 
actuación del Juez ejecutor debe ser de manera inmediata.  
 
Según la ley íbera se consideran ilegalmente detenidos las siguientes 
personas: 
 
a) Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario 
público o particular, sin que concurran los supuestos legales, o sin 
haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por 
las Leyes. 
b) Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o 
lugar 
c)  Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las Leyes si, 
transcurrido el mismo, no fuesen puestas en libertad o entregadas al 
Juez más próximo al lugar de la detención. 
 
  
Al igual que nuestra legislación tiene el objetivo de proteger el derecho a la 
libertad individual inherente a toda persona humana. No obstante, se exceptúa 
de la misma el derecho a la seguridad de no ser detenido injustamente. 
 
El artículo segundo de esta Ley aborda la competencia jurisdiccional quien 
resolverá el Hábeas Corpus: “Es competente para conocer la solicitud de 
«Hábeas Corpus» el Juez de Instrucción del lugar en que se encuentre la 
persona privada de libertad; si no constare, el del lugar en que se produzca la 
detención, y, en defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido 
las últimas noticias sobre el paradero del detenido”. 
 
El Juez instructor se encuentra ubicado en la primera instancia de cualquier del 
proceso penal. Antes de que se cumpla el plazo para ser retenido, el procesado 
debe ser remitido al Juez de Instrucción. Es necesario que el Juez instructor se 
declare competente para que el proceso se realice en ese Juzgado, de no ser 
así elevará la causa a la Sala correspondiente. Este depositario judicial es 
quien realiza las diligencias de investigación del caso a través, de un 
procedimiento sumario el que está orientado a preparar el juicio y hace constar 
la perpetración de los delitos con todas las circunstancias que puedan influir en 
su calificación, y la culpabilidad de los delincuentes. 
El Juez Central de Instrucción es el competente para resolver el procedimiento 
de Hábeas Corpus previsto para las personas procesadas por actuaciones de 
bandas armadas o actividad terrorista. Cuando es un agente militar el 
agraviado será competente el Juez Togado Militar de Instrucción constituido en 
la cabecera de la circunscripción jurisdiccional en la que se efectuó la 
detención. 
 
La Sala Penal del Tribunal de Apelaciones competentes es el encargado de 
revisar la procedencia del Recurso de Exhibición Personal contra funcionarios 
públicos. Esta misma instancia nombra un Juez Ejecutor quien deberá resolver 
la legalidad del Recurso, para posteriormente amparar al mismo y darle lugar a 
la Exhibición Personal. Como estudiamos anteriormente, la figura del Juez 
Ejecutor puede ser desarrollada por cualquier persona de notoria honradez, 
quien de manera inmediata es quien investiga sobre la veracidad de la 
  
detención ilegal, y es el mismo quien decreta las medidas pertinentes para 
resguardar el derecho de libertad, integridad física y seguridad. 
 
Las partes activas legitimadas para instar el procedimiento de Hábeas Corpus, 
según la Ley Orgánica pueden ser: 
 
a) El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación 
de afectividad; descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, 
respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes 
legales. 
b) El Ministerio Fiscal 
c) El Defensor del Pueblo. 
d) De oficio, el Juez competente. 
 
No obstante, la Sentencia 84/2009 del Tribunal Constitucional de España del 
30 de marzo de 2009, habilita al abogado defensor del detenido a solicitar el 
Hábeas Corpus. 
Por otro lado, en manifestación de la figura del Defensor del Pueblo el precepto 
constitucional ibérico número 54 nos expresa la naturaleza del mismo y señala 
que es un alto comisionado de todas las jurisdicciones, creado para la defensa 
de los derechos y las garantías fundamentales. Es reconocido como un 
supervisor del proceder en materia de derechos humanos por la actividad 
administrativa. 
El Ministerio Público en el territorio nicaragüense no tiene ninguna 
participación, ni oídas en el procedimiento del Recurso de Exhibición Personal. 
 
El derecho patrio regula sobre la legitimación activa del Recurso de Exhibición 
Personal, estando capacitado legalmente cualquier ciudadano del territorio 
nacional, siendo esta una diferencia toral respecto a la legislación española. 
 
El procedimiento se iniciará por medio de escrito o comparecencia, no siendo 
preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador. En el escrito o 
comparecencia deberán constar: 
  
a) El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona 
para la que se solicita el amparo judicial. 
b) El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo 
cuya custodia se encuentre, si fueren conocidos, y todas aquellas otras 
circunstancias que pudieran resultar relevantes. 
c) El motivo concreto por el que se solicita el Habeas Corpus. 
 
La solicitud o comparecencia puede ser recepcionada por el funcionario público 
recurrido, el cual deberá poner en conocimiento del Juez competente dicha 
solicitud, cuando sea interpuesta por la propia persona privada de libertad, sin 
incumple con esa disposición serán objeto de responsabilidades penales y 
disciplinarias. Esta singularidad no se encuentra prescrita en nuestra normativa 
de amparo por Recurso de Exhibición, estando de esta manera vedado 
totalmente la capacidad de incoar el Hábeas Corpus por el propio detenido. 
 
Posteriormente a la solicitud de Hábeas Corpus, la autoridad judicial deberá 
examinar si éste cumple con los requisitos para su tramitación, y luego pondrá 
en conocimiento del mismo al Ministerio Público. A través de un auto denegará 
o admitirá el procedimiento. De tal resolución no cabe ningún medio de 
impugnación, solamente el Recurso de Amparo. A diferencia de éste, en 
Nicaragua el rechazo del Recurso de Exhibición Personal le deja abierta la vía 
a la parte agraviada para que recurra de Queja ante la Sala de lo Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. 
 
El artículo 7 de este cuerpo normativo explaya los actos a seguir por el Juez 
competente. A continuación lo estatuido por dicho artículo literalmente:  
 
En el auto de incoación, el Juez ordenará a la autoridad a cuya disposición se 
halle la persona privada de libertad o a aquel en cuyo poder se encuentre, que 
la ponga de manifiesto ante él, sin pretexto ni demora alguna o se constituirá 
en el lugar donde aquélla se encuentre. 
 
Antes de dictar resolución, oirá el Juez a la persona privada de libertad o, en su 
caso, a su representante legal y Abogado, si lo hubiera designado, así como al 
Ministerio Fiscal; acto seguido oirá en justificación de su proceder a la 
  
autoridad, agentes, funcionario público o representante de la institución o 
persona que hubiere ordenado o practicado la detención o internamiento y, en 
todo caso, a aquella bajo cuya custodia se encontrase la persona privada de 
libertad; a todos ellos dará a conocer el Juez las declaraciones del privado de 
libertad. 
 
El Juez admitirá, si las estima pertinentes, las pruebas que aporten las 
personas a que se refiere el párrafo anterior y las que propongan que puedan 
practicarse en el acto. 
 
En el plazo de veinticuatro horas, contadas desde que sea dictado el auto de 
incoación, los Jueces practicarán todas las actuaciones a que se refiere este 
artículo y dictarán la resolución que proceda. 
 
Como se observa en los anteriores párrafos, en España el Hábeas Corpus se 
ventila en un juicio, en donde se pueden traer a valoración pruebas que 
corroboren la posible detención ilegal. Además se da en el juicio sumario el 
principio de contradicción, en el que se escucha a cada parte del 
procedimiento. El judicial tiene veinticuatro horas para resolver sobre la 
detención del amparado. En nuestra normativa no se menciona plazo máximo, 
dejando al arbitrio del Juez Ejecutor y del Tribunal de Apelaciones el término 
para resolver el mismo, aunque dada la naturaleza del Recurso y el derecho 
que resguarda se deberá entender que su ejecución es inmediata. 
 
El judicial español mediante un auto resolverá, luego de dar audiencia a las 
partes, alguna de estas resoluciones:  
 
a) Si estima que no se da ninguna de las circunstancias de detención ilegal 
o condiciones ilegales, acordará el archivo de las actuaciones, 
declarando ser conforme a Derecho la privación de libertad y las 
circunstancias en que se está realizando. 
b)  Si estima que concurren alguna de las circunstancias de detención 
ilegal, se acordará en el acto alguna de las siguientes medidas: 1) La 
puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente; 2) Que 
continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las 
  
disposiciones legales aplicables al caso, pero si lo considerase 
necesario, en establecimiento distinto, o bajo la custodia de personas 
distintas de las que hasta entonces la detentaban. 
c) Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a 
disposición judicial, si ya hubiere transcurrido el plazo legalmente 
establecido para su detención. 
 
Al respecto podemos denotar la similitud que existe en este precepto con el 
nicaragüense. Ya que al final el encargado de realizar los actos del Hábeas 
Corpus es quien decide sobre la situación del detenido. 
 
En España el Juez extenderá lo determinado por el mismo y lo que resulte de 
las averiguaciones que realizó, para efectos de iniciarse una persecución penal 
sobre los responsables de cometer una detención ilegal o de mantener una 
detención en condiciones ilegales. En los casos de delito de denuncia falsa o 
simulación de delito se deducirá, asimismo, testimonio de los particulares 
pertinentes, al efecto de determinar las responsabilidades. En todo caso, si se 
apreciase temeridad o mala fe, será condenado el solicitante al pago de las 
costas del procedimiento. Similar a nuestra legislación la normativa penal 
establece una serie de delitos para proteger el bien jurídico de la libertad 
individual, integridad física y seguridad, vulnerado por funcionarios públicos. 
 
En conclusión, en España el Hábeas Corpus es tratado mediante un 
procedimiento especial exclusivamente destinado a su protección, gran 
distinción con el Hábeas Corpus en Nicaragua, ya que éste es regulado como 
un Recurso de Amparo, junto al Recurso de Amparo contra acciones, 
omisiones o  resoluciones de Funcionarios Públicos que violen los derechos de 
los particulares y junto al Recurso por Inconstitucionalidad. Pero hemos de 
notar que no guarda ninguna interconexión con estos al no pertenecer al 
Sistema mixto del Control Constitucional, solamente es un mecanismo de 






Fuertes-Planas (2007) nos refiere al respecto:  
 
Es un procedimiento especial porque el juez goza de amplias 
facultades en la estimación de la prueba, y de cognición limitada pues a 
través de él se busca solamente la inmediata puesta a disposición 
judicial de toda persona ilegalmente detenida. Es también un proceso 
constitucional porque su objeto es una pretensión de amparo, fundada 
en las normas del derecho Constitucional y nacida con la violación de un 
derecho fundamental. Es similar a los procedimientos de amparo por su 
fin pero su dominio es más restringido puesto que sólo se refiere al 
derecho a la integridad física y a la libertad de los artículos 15 y 17 CE. 
Además aunque la Ley Orgánica del Procedimiento del Hábeas Corpus en 
España no se manifiesta expresamente la procedencia de éste en los Estados 
de Excepción, se entiende que se puede suspender temporalmente la garantía 
del Hábeas Corpus, en aras de la seguridad general del Estado. En Nicaragua, 
el Estado de Excepción aún cuando suspenda el derecho a la libertad 
individual, no queda sin efecto en caso de surgir una detención ilegal producto 
del Estado de Excepción. 
No obstante a lo anterior, el Procedimiento de Hábeas Corpus en España y el 
Recurso de Exhibición Personal mantienen incólume la idoneidad de ser 
medios de control para proteger el respeto de los derechos humanos. 
4.2 . EL HABEAS CORPUS EN COSTA RICA 
De la amplia variedad de ordenamientos jurídicos constitucionales de  
Latinoamérica que regulan el tratamiento jurídico de la institución del Hábeas 
Corpus tomamos de estudio las legislaciones de las Repúblicas de Costa Rica 
y Nicaragua, por las siguientes causas: 
En prima facie porque contamos con las Constituciones de dichas regiones, 
además se trata de países con idiomas homogéneos por lo que el factor idioma 
no constituye una barrera.  
Así también consideramos que estos textos constitucionales son de reciente 
aparición, deberían estar a tono con las teorías constituyentes modernas 
respondiendo al avance del Derecho y las exigencias de los sujetos de 
derechos.  
  
La segunda razón es que, por un factor histórico, ambas naciones tienen como 
común denominador sistemas jurídicos inspirados en el Sistema Romano-
Francés. 
Por su parte, debido al desarrollo del Constitucionalismo, en las últimas 
décadas los mecanismos garantistas de los derechos han sido objeto de 
ampliaciones, combinándose las garantías normativas con mecanismos 
jurisdiccionales e instituciones no jurisdiccionales.  
Entre estas garantías normativas, se destaca el Recurso de Hábeas Corpus 
conocido también en las constituciones de Latinoamérica como amparo de la 
libertad o exhibición personal sin que esta variedad de vocablos comporte un 
menoscabo en la finalidad que persigue, es decir, la protección de la libertad, 
integridad física y seguridad del sujeto, ya que se trata de la misma institución 
jurídica.  
En Nicaragua existe la Ley Número 49, Ley de Amparo de 1988 y en Costa 
Rica la Ley de Jurisdicción Constitucional de 1989, esta última se creó con la 
reforma constitucional de ese mismo año, por lo que  la reforma constitucional y 
la Ley de Jurisdicción Constitucional  dejaron atrás la problemática sobre la 
justicia constitucional de Costa Rica, pasando de un complicado control de 
constitucionalidad disperso en distintos órganos jurisdiccionales a un sistema 
concentrado en un Tribunal especializado en la materia y con novedosos 
remedios jurisdiccionales. 
 
Aquí hay una diferencia entre Nicaragua y Costa Rica en cuanto el Sistema de 
Justicia Constitucional ya que en Nicaragua es un sistema mixto y en Costa 
Rica es concentrado, por que la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia tiene competencia exclusiva de los procesos constitucionales de la 
libertad y de los procesos constitucionales orgánicos.  
En Costa Rica el sistema es ampliado y esto se debe a que se extendió el 
régimen de protección de los derechos fundamentales contra las acciones u 
omisiones de los sujetos de derecho privado, cuando actúen o deban actuar en 
  
ejercicio de funciones o potestades públicas o se encuentren, de hecho o de 
derecho, en una situación de poder. 
También se extendió el catálogo de derechos a ser tutelados: no sólo los 
consagrados en la Constitución, sino también aquellos consagrados en los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos vigentes en Costa Rica.  
Entrando al análisis del derecho comparado, la legislación de la hermana 
República de Costa Rica acoge la denominación misma de Hábeas Corpus 
mientras que Nicaragua lo conoce como Recurso de Exhibición Personal. 
En cuanto al objeto que persigue tutelar esta institución, la Ley de Jurisdicción 
Constitucional Costarricense es más amplia, sostiene el art. 15 de este cuerpo 
normativo que procede el Hábeas Corpus para garantizar la libertad e 
integridad personal, contra las amenazas a esa libertad y las perturbaciones o 
restricciones que respecto de ella establezcan indebidamente las autoridades, 
lo mismo que contra las restricciones ilegítimas del derecho de trasladarse de 
un lugar a otro de la República, y de libre permanencia, salida e ingreso en su 
territorio  mientras que la Ley de Amparo nicaragüense se limita a establecer 
que la Exhibición Personal puede invocarse en cualquier tiempo, aún en Estado 
de Emergencia, mientras subsista la privación ilegal de la libertad personal o 
amenaza de la misma. Es decir, el mencionado art. 54 de la Ley de Amparo 
concibe dos supuestos en que puede alegarse la exhibición personal, a saber, 
la privación ilegal de la libertad y la amenaza de privación ilegal de la libertad, 
siendo este un criterio más restrictivo. 
 
En el sistema Jurídico Costarricense, el Hábeas Corpus se interpone ante la 
Sala Constitucional (art.17 de la Ley de Jurisdicción Constitucional), es 
conocido y resuelto por el Máximo Tribunal de Justicia, en cambio en 
Nicaragua es el Tribunal de Apelaciones, Sala Penal, quien recepciona y 
resuelve esta garantía constitucional, según el orden legal nicaragüense (art. 
54 Ley de Amparo). Al respecto podemos decir que debería existir una 
correspondencia entre la naturaleza del recurso y  la naturaleza de la autoridad 
que resuelve el mismo, es decir, si el Hábeas Corpus es una garantía que 
persigue proteger derechos constitucionales, entonces lo idóneo es que sea 
  
una sala de naturaleza constitucional la que tramite y resuelva la aplicación u 
procedencia del Hábeas Corpus.  
 
Ambos sistemas jurídicos conceden a todos los sujetos de la nación el poder 
de acción para promover la aplicación de la garantía mediante cualquier medio 
escrito o verbal de comunicación (Art. 18 Ley Costarricense, art. 52 Ley de 
Amparo Nicaragüense). 
 
Distinto sucede con la designación de los sujetos en contra de quienes procede 
el Hábeas Corpus, ambas legislaciones acogen criterios diferentes. El art. 53 
de la Ley de Amparo prescribe que “el Recurso de Exhibición Personal se 
interpondrá en contra del funcionario o autoridad responsable, representante o 
funcionario de la entidad o institución que ordene la violación o la cometa, en 
contra del agente ejecutor, o en contra de todos; y en contra del particular que 
restrinja la, libertad personal”. Esta concepción legislativa abarca tanto a las 
autoridades que ejercen el poder público así como los particulares que violen 
los derechos constitucionales de otras personas. En cambio la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional de Costa Rica, art.15, establece que “procede el 
Hábeas Corpus…, contra los actos u omisiones que provengan de una 
autoridad de cualquier orden, incluso judicial, contra las amenazas a esa 
libertad y las perturbaciones o restricciones que respecto de ella establezcan 
indebidamente las autoridades”, es decir, el Hábeas Corpus en Costa Rica 
únicamente procede contra las autoridades Públicas que incurran en conducta 
violatoria de derechos constitucionales amparados por la dicha garantía. Es 
más, para protegerse contra los ataques a los derechos constitucionales de 
libertad infringidos por particulares, la Ley costarricense, a partir del art. 57 
regula el amparo contra sujetos de derecho Privado, el cual procede “contra las 
acciones u omisiones de sujetos de Derecho Privado, cuando éstos actúen o 
deban actuar en ejercicio de funciones o potestades públicas, o se encuentren, 
de derecho o de hecho, en una posición de poder frente a la cual los remedios 
jurisdiccionales comunes resulten claramente insuficientes o tardíos para 
garantizar los derechos o libertades fundamentales” que recoge la Constitución 
Política de ese país.” 
 
  
En cuanto a los elementos que deberán ser tomados en cuenta para la 
admisión del Hábeas Corpus (exhibición personal), la legislación nicaragüense 
prescribe en el art. 55 de la ley de Amparo que “el peticionario al interponer el 
Recurso de Exhibición Personal, deberá expresar los hechos que lo motivan, el 
lugar en que se encuentra el detenido, si se supiere, y el nombre o el cargo de 
que ejerce la autoridad o del funcionario, representante o responsable de la 
entidad o institución que ordenó la detención, si se supiere. La petición podrá 
hacerse en Papel común por telegrama, carta y aún verbalmente levantándose 
en este último caso el acta correspondiente”.  Así mismo el art. 57 establece 
que “en el caso de amenaza de detención ilegal, el peticionario al interponer el 
Recurso de Exhibición Personal deberá expresar en qué consiste la amenaza, 
debiendo en todo caso ser real, inmediata, posible y realizable, llenándose 
además todos los requisitos contemplados en el artículo 55 de la  Ley”. Esto da 
dirección e instrucción al recurrente sobre la manera o requisitos que debe 
reunir el recurso para poder prosperar. Por su parte, la Legislación 
Costarricense no estipula en su articulado nada sobre los requisitos formales 
que debe recoger el recurso para que sea admisible. 
 
Sobre el informe que debe presentar la autoridad pública infractora de los 
derechos constitucionales, el art. 58 de la Ley de Amparo Nicaragüense hace 
recaer esta obligación de presentar informe dentro de veinticuatro horas 
únicamente en casos de amenaza de privación a la libertad personal del 
individuo, y no señala ninguna consecuencia sobre la autoridad que no lo 
presente, a diferencia de esto el art.19 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
prescribe que el magistrado instructor o presidente pedirá informe a la 
autoridad que se indique como infractora, es decir, el informe se requiere 
incluso en casos de restricción de la libertad y no solo en amenazas, y deberá 
rendirse a más tardar dentro de tercero día. El art. 22 establece que si el 
informe no es rendido dentro del plazo correspondiente, se podrán tener por 
ciertos los hechos invocados al interponerlo, y la Sala declarará con lugar el 
recurso, si procediera en Derecho, es decir, aquí estamos en presencia del 
silencio administrativo positivo.  
 
  
Si la autoridad no justifica su conducta con copia de la orden de detención y de 
la resolución, en su caso, o de cualquiera otra que se hubiere dictado, así como 
de una explicación clara de las razones y preceptos legales en que se funde, y 
de la prueba que existe en contra del perjudicado, sino presenta sus 
fundamentos jurídicos entonces se resolverá el caso de manera positiva, a 
favor del recurrente. 
 
La legislación Nicaragüense tiene una particularidad, y es la presencia de la 
figura del Juez Ejecutor que puede ser cualquier autoridad o empleado del 
orden civil (no pueden ser funcionarios propietarios del poder judicial) o un 
ciudadano de preferencia abogado, de notoria honradez e instrucción. El art. 56 
de la ley de Amparo concede poder al juez ejecutor para hacer cumplir, ante la 
autoridad pública o el particular, la resolución que da lugar a la exhibición 
personal, está investido de tal poderosa autoridad que el art. 66 del mismo 
cuerpo legislativo prescribe “ La autoridad, funcionario o empleado público, 
contra quien se dirigiere la exhibición, atenderá inmediatamente la intimación y 
lo resuelto por el Juez Ejecutor, de conformidad con las disposiciones de esta 
Ley, bajo pena de multa de hasta el veinticinco por ciento de su salario o 
ingreso mensual a juicio del Tribunal, sin perjuicio de ser juzgado por el delito 
que corresponda”. Ésta figura del juez ejecutor no está recoge en la Ley 
costarricense ni hay constancia de figura parecida. 
 
La ley de Amparo Nicaragüense no señala el término en que la autoridad 
judicial deba resolver sobre el caso, mientras que el art. 24 de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional prescribe “Vencido el plazo establecido en el 
artículo 19, o en su caso, celebrada la audiencia oral prevista en el artículo 10, 
la Sala deberá resolver el recurso dentro de los cinco días siguientes, excepto 
cuando estimare que debe realizar alguna diligencia probatoria, en cuyo caso el 
término correrá a partir del recibo de la prueba”. 
 
Y por último, respecto a las consecuencias que debe padecer la autoridad que 
violó los derechos constitucionales de libertad a un ciudadano la legislación 
costarricense es más rigurosa en este punto, por lo que el art. 26 de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional prescribe que se “condenará a la autoridad 
  
responsable a la indemnización de los daños y perjuicios causados, los cuales 
se liquidarán y ejecutarán en la vía contencioso administrativa por el 
procedimiento de ejecución de sentencia previsto en la ley reguladora de esa 
jurisdicción”. 
 
Algo novedoso de la Ley de Jurisdicción Constitucional costarricense es que a 
pesar de ser materia constitucional ampara un delito: el incumplimiento de 
resoluciones u órdenes de la Sala Constitucional, con penas más severas que 
las que se aplican en los casos de incumplimiento de resoluciones de otros 
órganos jurisdiccionales. 
 
Esto está materializado en el Capítulo IV referido a las sanciones en la Ley de 
Jurisdicción Constitucional en los artículos: Artículo 71.- Se impondrá prisión de 
tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una 
orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo o de 
hábeas corpus, y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito 
no esté más gravemente penado. 
 
Artículo 72.- Se impondrá prisión de seis meses a tres años, o de sesenta a 
ciento veinte días multa, a quien diere lugar a que se acoja un nuevo recurso 
de amparo o de hábeas corpus, por repetirse en daño de las mismas personas 
las acciones, omisiones o amenazas que fueron base de un amparo anterior 
declarado procedente. 
 
En consumación podemos decir que en el caso de Costa Rica es muy 
interesante el análisis del Hábeas Corpus. Es una figura que existía desde 
tiempo atrás, al sancionarse en 1989 la Ley de Jurisdicción Constitucional y 
crearse dentro de la Corte Suprema una Sala Constitucional verdaderamente 
autónoma, ha creado un órgano especial dentro del Poder Judicial, pero con 
características afines al denominado "modelo concentrado".  
 
La Sala Constitucional de este mismo País, interpretando extensivamente la ley 
de la materia, ha actuado no sólo en la libertad personal y su defensa, sino que 
ha llegado incluso hasta intervenir en procesos penales en curso para 
enmendar  o marcar pautas de conducta a la magistratura, considerando que el 
  
Hábeas Corpus procede en cualquier procedimiento penal cuando no se 
respeta el debido proceso, entendiendo por tal al juez regular, el derecho de 
defensa, el principio de inocencia, el in dubio pro reo, la libre actuación de las 
pruebas, la doble instancia, el derecho a la sentencia justa. 
 
Ahora bien el art. 8 del Pacto de San José de Costa Rica regla: “Garantías 
Judiciales y se establece que toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para 
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

























El Hábeas Corpus con el tiempo se expandió en todos el mundo, teniendo 
marcada presencia en la historia legal y doctrinal del mundo. Salió de las raíces 
de la monarquía y se fue ubicando en diversas legislaciones del mundo. Cierto 
es que nace dentro de los países del Common Law y llega a Latinoamérica 
dentro de una tradición jurista romanística que evolucionó hasta alcanzar un 
desarrollo, una fisionomía y características propias, convirtiéndose en un 
símbolo del Estado de Derecho y una clave procesal para la defensa de la 
libertad. 
En cuanto a su naturaleza ya hemos advertido que de forma continua nuestra 
legislación lo enuncia como un Recurso, aunque en otras legislaciones sea 
visto como una acción o un procedimiento especial. No obstante, siempre es un 
medio para garantizar derechos constitucionales en un proceso ágil, sencillo, 
sin formalismos e inmediato; además de especial y preferente.  No mereciendo 
de nuestra atención dilucidar este problema conceptual, cuando es obvio que 
no se pierde la finalidad teleológica de la misma. 
Casi en todas nuestras Constituciones ha estado presente el Hábeas Corpus, 
apareciendo por primera vez en Nicaragua en la Constitución Política de 1893, 
y  hasta el día de hoy se mantiene consagrado como aquel que puede hacer 
uso cualquier habitante de la República que esté amenazado o que su derecho 
a la libertad haya sido violado. Por tanto, nace con la única finalidad de 
garantizar una protección a los habitantes de Nicaragua. Actualmente, en 
nuestro ordenamiento se regula en el título IV de la Ley de Amparo. 
Respecto a la razón de ser del Recurso de Amenazas de Detención Ilegal, a 
diferencia del Recurso por Detención Ilegal donde se busca poner en libertad al 
agraviado, sirve más como una forma de reclamo sobre las actuaciones del 
autoridad pública, en la mayoría de los casos es la Policía Nacional, la cual 
agrede el derecho a no ser detenido ilegalmente. Luego de que se Ampara a 
un ciudadano mediante este instrumento garantista se pone en conocimiento a 
la autoridad requerida, y se le recuerda el deber de proteger el derecho 
  
tutelado por el amparo de Hábeas Corpus, más allá de esto no sucede nada en 
la práctica. 
En relación a los Recursos de Exhibición Persona por Amenazas de detención 
nos damos cuenta que el Tribunal de Apelaciones no cuenta con un criterio 
uniforme de admisión de recursos. Así en algunos casos el Tribunal resuelve 
aun cuando existen omisiones respecto a la teoría fáctica de la amenaza de 
detención ilegal, pudiendo ordenar subsanarla. En gran parte de las 
resoluciones el Tribunal archiva los casos alegando falta de interés jurídico del 
recurrente, aun cuando no es esa la causa, ya que antes de resolver el recurso 
deben agotarse todas las vías de investigación oficiosa sobre el hecho, por 
tanto el archivo de la causa es una actuación que la ley no la concede. 
Para el caso de las resoluciones en las cuales le dan lugar al recurso de 
amenaza de detención ilegal no se determinan las características, derechos y 
garantías del recurrido, es decir, en qué posición de Amparado queda. En tanto 
no existe certeza que el perjudicado no volverá hacer perturbado por una 
nueva amenaza de detención ilegal  de parte del funcionario recurrido. Es así 
que nuestro Hábeas Corpus no es innovador, al no intervenir el judicial con la 
finalidad que la amenaza no vuelva a ocurrir.  
Referente al nombramiento del Juez ejecutor en los recurso por Amenaza de 
Detención, se omite de forma reiterada aun cuando se vence el término para 
presentar informe del funcionario recurrido. Lo anterior acarrea como resultado 
una ineficiente y tardía actuación que va en perjuicio del recurrente. 
Sobre algunos aspectos de la tramitación del Recurso por Detención ilegal se 
denota un retraso en la entrega del Mandamiento de Ley. Se entrega al 
solicitante al siguiente día, y no a lo inmediato. En algunos casos tres días 
después. Sobre el auto de radicación del Recurso, o el momento procesal en el 
que los Magistrados de la Sala de lo Penal del Tribunal de Apelaciones le dan o 
no admisibilidad al mismo, se desprende del estudio que no se produce lo 
anterior en la misma fecha en que fue interpuesto. 
  
Sobre el actuar de la Policía Nacional como institución, los Judiciales y otra 
autoridad recurrida se desprende del cuerpo de análisis que estos podrían 
estar cometiendo delitos al detener injustamente al ciudadano o al amenazarlo 
con detenerlo. La parte afectada no hace uso de todas las vías legales que le 
da la Ley de Amparo, estipulando éste último sanciones penales y 
administrativas. Tal fenómeno resulta por la falta de conocimiento del alcance 
de la Ley de Amparo en materia de Exhibición Personal por falta del agraviado, 
y en caso de los abogados y abogadas se puede dar por temor a represalias o 
por una mala costumbre jurídica de no hacer uso de éste. 
En los casos de Exhibición Personal por Detención Ilegal es notorio que los 
Jueces Ejecutores no hacen uso de las facultades conferidas por la Ley de 
Amparo. No obstante, en la mayoría de las Actas de Intimación en donde 
ordenaban la libertad, la mayoría eran revocadas por el Tribunal de 
Apelaciones. Lo anterior puede suscitar un menoscabo a la figura del Juez 
Ejecutor al no respetar sus resoluciones. 
Además quien decide si dar o no lugar al recurso es el Juez Ejecutor, en ningún 
artículo de la Ley de Amparo se señala que es menester el pronunciamiento de 
la Sala de lo Penal para darle lugar a un Recurso por Exhibición Personal. La 
Ley expresa que de forma inmediata se debe cumplir por lo señalado por el 
ejecutor en su Acta de Intimación. La Sala puede conocer después de las 
actuaciones, una vez que el ejecutor devuelve las diligencias, y de esta forma 
determinar si el mismo cumplió al tener de la Ley de Amparo o se extralimitó en 
sus funciones, en dicho caso tiene responsabilidades penales y administrativas. 
Partiendo de la realidad nuestra y de lo expuesto en este trabajo investigativo, 
en Nicaragua, aseveramos que el mecanismo legal de Hábeas Corpus, permite 
formalmente que ningún nicaragüense pueda ser detenido sin específicos 
argumentos, es decir al arbitrio discrecional de alguna autoridad, llámese 
policial o judicial – y que en caso de estar detenido por causa legal, esta 
detención sea dentro de los plazos que nuestro legislador ha establecido en los 
textos legales pertinentes, esto opera tanto a nivel de los actos de investigación 
(48 horas de detención para ser puesto a la orden de autoridad competente), 
plazo de detención con Prisión Preventiva (3 meses), salvo casos 
  
excepcionales como es el de Tramitación Compleja, en la que nuestra ley 
adjetiva permite que se dupliquen los plazos de detención.  
 
Concluimos además que, nuestra legislación es exquisita en este sentido, 
sostenemos que Nicaragua cuenta con  mecanismos constitucionales  – Ley de 
Amparo – con rango constitucional  y leyes modernas para invocar tutela en pro 
de la defensa de los más elementales derechos fundamentales, como es la 
Libertad de una persona. Esta protección que dotan nuestras leyes vigentes, es 
tan amplia que da cobertura de defensa en caso de una Amenaza de detención 
ilegal, es decir antes que se consuma el acto violatorio del derecho a la 
libertad, mediante el cual permite constreñir a la autoridad recurrida para que 
informe porqué se amenaza de detención a un ciudadano. 
 
Las autoridades encargadas de dar respuesta a la población que invoca la 
protección del Estado frente a la amenaza o la detención ilegal, no incumplen 
con el Recurso maliciosamente, porque de una u otra forma se les ha dado 
tramitación, no la debida, la que la Ley Constitucional establece, sino que se ha 
vuelto un culto al formalismo. Si bien es cierto los procesos penales son orales 
y ahora se deben tramitar con la celeridad que debe caracterizar un derecho 
procesal moderno, la respuesta que se les está dando al usuario de justicia 
constitucional, obedece al apego de sistemas muy formalistas, incluso ya 
derogados como el sistema inquisitivo. 
 
Otro de los factores que influye es la falta de humanización del funcionario 
público en la respuesta efectiva que se le debe dar en estos trámites que no 
deberían de durar más de 72 horas para determinar si hay o no hay una 
detención ilegal, se ha vuelto un verdadero desafío , una dura espera para los 
usuarios de justicia en algunos casos, para que al final le digan que no ha lugar 
al recurso porque ya fue puesto a la orden de autoridad competente, y cómo no 
va a suceder en estos casos cuando en la Sala se tardan a veces en la 
tramitación hasta cinco días en librar un mandamiento con nombramiento de 
Juez Ejecutor, esto en los casos en que se interpone un Recurso los días 
viernes por ejemplo.  
 
  
Las autoridades responsables se niegan sin razón alguna a ordenar la libertad 
de una persona cuando el Juez Ejecutor lo ha ordenado y evidenciado en el 
informe. La resolución de estos recursos en muchos de ellos no se expresa con 
una racionalidad argumentativa e interpretativa. 
 
En otra perspectiva, algunos casos se “estigmatizan”, volviéndose el 
mecanismo de control constitucional como un sub-proceso penal en el que se 
está averiguando si es un hecho grave o no, para poder sin traba alguna, sin 
temor alguno, hacer lo más transparente la noble labor de administrar justicia, 
como es el de tramitar sin ningún interés más que el de la correcta aplicación 
del Derecho en los casos sometidos a su conocimiento.  
En síntesis podemos afirmar que no se cumple en su totalidad la regulación del 
Recurso de Exhibición Personal. Existe efectividad mínima, lo cual puede 
conllevar a una falta de efectividad total. No podemos señalar como 
responsables a ciertos individuos de la vida pública por la anormalidad del 
proceso del Recurso de Exhibición Personal, más que eso se debe a una forma 













Para una mejor efectividad y una mejor transparencia del proceder del Recurso 
de Exhibición Personal consideramos oportuno que nuestro sistema refuerce la 
Justicia Constitucional. La Constitución Política tiene dispersa en su cuerpo 
normativo la Justicia Constitucional, siendo uno de sus corolarios la Ley de 
Amparo. El cambio de situación política y económica ha dado suficientes 
razones para el surgimiento de una necesidad de reformar todo sobre dicha 
Ley, hasta crear un nuevo foro judicial competente para resolverla. Como tal es 
necesaria la aprobación de una nueva normativa de Justicia Constitucional que 
venga a desarrollar y mejorar legalmente los ya existentes. Los estudiosos en 
materia de derecho constitucional nicaragüense aducen que tal moción le 
otorgaría a la Ley de Amparo una certeza rotunda de ser una ley de carácter 
sustantiva, procedimental, procesal, que prevalezca su condición de garante y 
por ello de más fácil acceso.  
Lo anterior nos hace pensar en la creación de un Tribunal Constitucional que 
venga a resolver únicamente todos los recursos señalados en la Ley de 
Amparo y los que vayan surgiendo del discurrir de la Ciencia Jurídica. Con 
tales novedades se vendría a fortalecer, además de la efectividad del Recurso 
de Exhibición Personal, el Sistema Jurídico Nicaragüense y el Estado Social de 
Derecho. Aunque se crearía una renovación de nuestro sistema mixto de 
Control Constitucional pasando a un Sistema Concentrado, consideramos 
conveniente y oportuno optar a nuevos caminos para tratar de proteger la 
Constitución, la cual ha sido tema de gran coyuntura hoy en día. El Tribunal 
Constitucional aunque implica una innovación difícil y radical en nuestro 
ordenamiento Jurídico, vendría a ser el principal órgano de defensa de la 
supremacía constitucional y de los derechos fundamentales de las personas, 
sería un órgano observador de la separación de poderes y los principios y 
valores del Estado Constitucional. 
En materia específica referente a la Ley de Amparo vigente, se puede 
recomendar la inclusión de normas atinentes a indicar la tramitación procesal 
en el Tribunal de Apelaciones para evitar las dilaciones surgidas en la 
actualidad. 
  
La actualización de la Ley de Amparo requiere que traiga consigo, a favor del 
amparado, la estipulación de un plazo prudencial improrrogable para resolver el 
mismo, mejorar el sistema actual de comunicación inter parte y ampliar lo 
señalado en la normativa en los casos que se incumpla por parte del Juez 
Ejecutor y de la autoridad recurrido de lo mandatado por el Tribunal. 
Se recomienda que la Corte Suprema de Justicia, disponga de medios y 
recursos al Tribunal de Apelaciones con el fin de agilizar los procesos en 
materia de Recursos de Exhibición Personal, dada la trascendencia e  
importancia de los mismos en el entorno jurídico-social. Esto va desde la 
actualización de todas las instancias de las etapas de tramitación como la de 
fortalecer los conocimientos en esta especialidad de la Ley de Amparo, por 
parte de quienes tienen la obligación de resolver este Recurso. 
Frente a lo expuesto, creemos se debe capacitar por medio de nuestro máximo 
Tribunal, Corte Suprema de Justicia, tanto a los tramitadores como a los 
funcionarios judiciales en materia constitucional, a fin de que éste trámite sea 
expedito, apegado a la ley en materia de amparo, para evitar la 
discrecionalidad en tan insigne mecanismo de defensa de los derechos 
fundamentales. Hay que humanizar a nuestros funcionarios públicos para que 
se apropien de la labor importante que tienen en sus manos y que ejercen en 
nombre del Estado, de preservar y evitar todo ataque ilegal a un derecho 
fundamental inalienable como es la Libertad de las personas.  
 
En idénticas circunstancias, creemos que también se debe capacitar a los 
órganos policiales vinculados específicamente con áreas de investigación 
policial, para que fortalezcan sus bases institucionales en razón de que sus 
reglamentos, normas, procedimientos y disposiciones se encuentran inspirados 
en el respeto a los derechos de los ciudadanos y ciudadanas, en las 
actuaciones de la Policía Nacional. La mayor parte de los errores policiales, 
tanto en las denuncias por amenaza de detención como de detención ilegal, 
ocurren por desconocimiento de los elementales derechos de los ciudadanos o 
ciudadanas o de las formas correctas de actuación de los órganos policiales. 
 
  
También se deben reforzar y actualizar los procedimientos de escogencia de la 
figura del Juez Ejecutor, quien es considerado un representante de la Sala de 
lo Penal del Tribunal de Apelaciones, ante la autoridad recurrida. La Ley de 
Amparo, a pesar de señalar algunos requisitos para nombrar a este actuante, 
deja en el vacío jurídico la forma de proceder en el Tribunal de Apelaciones, y 
esta circunstancia crea un estado de incertidumbre legal. 
 
También las Universidades y otros centros de estudios superiores de la Ciencia 
Jurídica, deben dedicar más especialización y esfuerzo para diseminar el 
conocimiento apto para entablar este mecanismo garantista y hacerlo valer 
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